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Resumen 

 

De la investigación realizada fue un estudio de caso basado en estándares de calidad,  

a nivel exploratorio descriptivo y diseño transversal, donde el objetivo principal fue 

determinar la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre pensión 

de viudez en proceso contencioso administrativo, según los parámetros normativos, 

doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 00631-2015-0-2402-

JR-LA-01 Distrito Judicial de Ucayali, 2018, la unidad de análisis fue un expediente 

judicial seleccionado mediante muestreo por conveniencia; los  datos se recolectaron 

utilizando una lista de cotejo aplicando las técnicas de observación y el análisis de 

contenido. Los resultados revelaron que la calidad de la sentencia en su parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, pertenecientes a la sentencia de primera 

instancia fueron de rango: muy alta, muy alta y alta; y de la sentencia de segunda 

instancia: alta, alta y alta. Finalmente, la calidad de ambas sentencias de primera y de 

segunda instancia, fueron de rango alta, respectivamente. 

 

Palabra clave: calidad, pensión, viudez, procedimiento, proceso, motivación de  

sentencia 



 

ABSTRAC 

 

The research carried out was a case study based on quality standards, descriptive 

exploratory level and cross-sectional design, where the main objective was to 

determine the quality of first and second instance sentences on widow's pension in 

administrative litigation, according to the pertinent normative, doctrinal and 

jurisprudential parameters, in the file N ° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01 Judicial 

District of Ucayali, 2018, the unit of analysis was a judicial file selected by means of 

convenience sampling; the data was collected using a checklist using observational 

techniques and content analysis. The results revealed that the quality of the sentence 

in its explanatory, considerative and resolutive part, pertaining to the judgment of first 

instance, were of rank: very high, very high and high; and of the second instance 

sentence: high, high and high. Finally, the quality of both first and second instance 

sentences was high, respectively. 

 

Keyword: quality, pension, widowhood, procedure, process, sentencing motivation 
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I. INTRODUCCIÓN 

El desarrollo de la investigación esta netamente ceñida a la línea de investigación 

referido a la “calidad de sentencias sobre un proceso culminado de cualquier distrito 

judicial del Perú”. La investigación está basada en la administración de justicia en el 

contexto internacional, nacional, local y a nivel universitario, como se ha desarrollado 

de acuerdo a las diferentes teorías planteadas.  

El proceso elegido es una acción contenciosa administrativa donde las partes son 

demandante B.F.F y demandados DREU GRU, donde el pedido principal nulidad de 

actos administrativos: i) resolución por denegatoria ficta de la DREU; ii) R.J con N° 

0752-2015-GRU-GR. Para lograr ejecutar dicho proceso en vía judicial fue necesario 

agotar la vía administrativa  donde en su art. Primero se declaró infundada el recurso 

de apelación por silencio administrativo negativo interpuesto por la bonificación por 

preparación de clases y evaluación en función al 30% de su remuneración total y/o 

integra, asimismo el pago de devengados de intereses legales del año 1991 hasta la 

actualidad. 

Dicho proceso se ha desarrollado en forma regular sin vicios, error y rebeldía el cual 

ha sido evaluado para su aprobación y ser usada para dicha investigación que está 

basada en la parte sustantiva y procesal del caso elegido.  

El proceso contencioso administrativo se encuentra regulado en la ley de 

Procedimientos Administrativo 27444. 
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La administración de justicia en Paraguay, según informa (Alegre, 2018) 

“Nuestro sistema de Justicia está envilecido por la corrupción, los intereses creados y 

la manipulación más aviesa. Y lo peor de todo: no hay solución a la vista” (Parr.1). 

El fenómeno en todos los países subdesarrollados, la corrupción es el factor 

número uno, que corroe a todo el sistema social, político y económico; este permite 

que las autoridades se apropien ilícitamente los caudales del Estado, luego depositan 

en paraísos fiscales bajo siete llaves y el secreto tributario. 

Alegre, (2018) continúan señalando que:  

La corrupción en Paraguay es estructural y endémica. Funciona como 

un sistema institucionalizado que reemplaza al verdadero, al que se basa 

en leyes, principios constitucionales y el sentido común. En el país, la 

billetera tiene más razones que la propia razón y puede superar 

cualquier biblioteca jurídica (Parr.5). 

Sigue, comentando, refiriéndose de Paraguay, dice “acá, pasa como un 

dato más de color, como un episodio mínimo, como algo casi normal 

(…) los partidos tradicionales no tienen la intención de cambiar” 

(Alegre,2018), se puede decir, que es el reflejo de todo centro américa. 

 La justicia en Costa Rica, pasa por una crisis galopante, según comentario, 

pronunciamiento y opinión de un abogado   (Arauz, 2019)  refiere con voz muy alta, 

quejándose ante la opinión pública con estas palabras: 

(…) el Poder Judicial ponen en evidencia que ahí están ocurriendo 

situaciones muy graves. Nunca, en la historia patria, cuatro 
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Magistrados, incluyendo a su Presidente, fueron amonestados por la 

Corte Plena por incurrir en actuaciones contrarias a la ley (…). El caso 

Gamboa y el Cementazo fueron la muestra de ese iceberg que hoy 

exhibe, (…). Ante la presión de empleados judiciales honestos, 

sindicato de investigadores, Asociación de Jueces y Funcionarios, más 

la voz honesta y transparente del Magistrado Solís, más medios de 

comunicación, redes sociales y sociedad civil en general, el Presidente 

opto cínicamente por jubilarse ganándose una pensión vitalicia, de lujo 

(…). (…) justicia que sigue siendo lenta, cara y a veces hasta 

cortesana… no podemos seguir siendo siervos menguados… digamos 

basta ya, alto a la corrupción, alto a la incompetencia, alto al nepotismo, 

alto a las prácticas mal sanas (…) 

La justicia, casi en todos los países, casi tienen el mismo problema, que 

en la realidad, existe corrupción, lentitud, tráfico de influencias, 

protector de delincuentes de cuello blanco; la defensa de ellos o algunos 

que se cree honestos, es la  autonomía institucional, la demacración, la 

inmunidad y sus derechos fundamentales; mientras ellos rompen todas 

las reglas y piden que respetemos las reglas. 

E México la justicia es un desastre, según opinión de (Angel, 2018) que: 

En México se resuelve solo el cinco por ciento de los homicidios. De 

los 154.557 asesinatos cometidos en el país de 2010 a 2016, el 94,8 por 

ciento permanecen impunes. El promedio son cinco condenas por cada 

cien víctimas, muy por debajo de las estadísticas del continente 
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americano (24 sentencias), de Asia (48 sentencias) o de Europa (80 

sentencias por cada cien homicidios).    

Se aprecia, que en México, las cosas están en situación calamitosa, 

siendo un país muy extensa, con tradiciones y costumbres muy 

arraigadas, sumido en un atolladero, sin salidas, donde los asesinatos se 

producen en forma peramente, prácticamente se puede decir que fuerzas 

ocultas manejan el país.   

En relación al Perú:  

Para Ramirez (2013) refiere sobre la Organización y Administración de Justicia 

en el Perú:  La constitución peruana estipula que “el Poder Judicial integrado por 

órganos jurisdiccionales que administran justicia en nombre de la Nación, y por 

órganos que ejercen su gobierno y administración” (art.143. par. 1 CPP).  

Poder Judicial del Perú  (s.f.) por las palabras dadas por el presidente del Poder 

Judicial, Doctor Víctor Ticona Postigo señala sobre la meritocracia:"La Meritocracia 

contribuye a la mejora constante de la administración de justicia, asegurando el 

principio de acceso a la justicia, hoy en día no es simplemente acceder a la potestad 

jurisdiccional sino que este acceso sea a una justicia con calidad, con fallos razonados, 

con maestría en el manejo del tema para fortalecer la presencia de una decisión judicial 

cada vez más cercana al entendimiento del ciudadano”  

 

En éste sentido y en base a los hechos expuestos, en La Universidad Católica 

Los Ángeles de Chimbote la investigación se  promueve creando Líneas de 
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Investigación, y en relación a la carrera de derecho existe una línea, denominada 

―Análisis de Sentencias de Procesos Culminados en los Distritos Judiciales del Perú, 

en Función de la Mejora Continua de la Calidad de las Decisiones Judiciales‖ 

(ULADECH, 2016),  este documento comprende el quehacer jurisdiccional, 

básicamente el tema de las decisiones judiciales contenidas en las sentencias, se trata 

de un producto académico que orienta las investigaciones individuales.  

 

 

Conforme a lo expuesto, según la línea de investigación, cada estudiante 

elabora y ejecuta un proyecto de investigación de forma individual tomando como base 

documental un proceso judicial real, como objeto de estudio a las sentencias emitidas 

y la intencionalidad es determinar su calidad ceñida a las exigencias de forma. De esta 

manera, queda clara la advertencia, que el propósito no es inmiscuirse 

irrespetuosamente en el fondo de las decisiones judiciales, no sólo por las limitaciones 

y dificultades que probablemente surgirían; sino también, por la naturaleza compleja 

de su contenido, tal como afirma Pasara (2003), quien además, admite que existen muy 

pocos estudios acerca de la calidad de las sentencias judiciales y que es una tarea 

pendiente de gran urgencia en los procesos de reforma judicial.  

De acuerdo con esta exposición, el presente trabajo da cuenta de los resultados 

de una  aproximación a dichos contextos, para lo cual se utilizó el expediente judicial 

N° 00550-2010-2402-JR-LA-01, perteneciente al Corte Superior de Justicia de 

Ucayali que contiene un proceso contencioso administrativo de emitir nueva 

Resolución con reconocimiento a las demandantes el derecho de la bonificación 
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especial  mensual (Bonificación especial por Preparación de Clases y Evaluación), 

Decreto de Urgencia N° 129-2011, en el cual se observa que la sentencia de primera 

instancia declara fundada la demanda; la misma que siendo impugnada fue confirmada 

en segunda instancia.  

En atención a la exposición precedente y, las decisiones emitidas en el caso concreto 

se formuló el siguiente enunciado:  

¿Cuál es la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia, sobre nulidad de 

acto administrativo seguido en un proceso contencioso administrativo, según los 

parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente 

N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 

2018?  

Determinar la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia, sobre nulidad 

de acto administrativo seguido en el proceso contencioso administrativo, según los 

parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente 

N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 

2018.  

Para alcanzar el objetivo general, se plantearon los siguientes objetivos específicos:  

Respecto a la sentencia de primera instancia  

Determinar la calidad de la sentencia de primera instancia en su parte expositiva, 

enfatizando la parte introductoria y la postura de la partes. 

Determinar la calidad de la sentencia de primera instancia en su parte considerativa, 

enfatizando la motivación de los hechos y el derecho.  
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Determinar la calidad de la sentencia de primera instancia en su parte resolutiva, 

enfatizando la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la decisión.  

Respecto a la sentencia de segunda instancia  

Determinar la calidad de la sentencia de segunda instancia en su parte expositiva, 

enfatizando la parte introductoria y la postura de la partes. 

Determinar la calidad de la sentencia de segunda instancia en su parte considerativa, 

enfatizando la motivación de los hechos y el derecho.  

Determinar la calidad de la sentencia de segunda instancia en su parte resolutiva, 

enfatizando la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la decisión. 

El estudio se justifica; porque emerge de situaciones problemáticas que comprenden 

el contexto jurisdiccional internacional y nacional, donde se evidencian 

insatisfacciones relacionados con la sentencia, expresadas en términos de: retardo de 

expedición de sentencia; ausencia de revisión minuciosa de los procesos de donde 

emanan; que su calidad es un tema pendiente; que es un punto a tratar en los procesos 

de reforma; que no aseguran el principio de predictibilidad y otros.  

En sí, no pretende revertir la problemática compleja en la que se halla la labor 

jurisdiccional, porque es prácticamente una cuestión de Estado; sin embargo su 

propósito está direccionada a contribuir con los esfuerzos que se requieren para contar 

con una administración de justicia que goce de la confianza social, partiendo para ello; 

con la sensibilización de los jueces, motivarlos en el sentido que cada decisión que 

adopten refleje un examen exhaustivo del proceso al que pertenece cada sentencia, de 
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tal forma que; en su contenido revele razones claras y entendibles, por las cuales se ha 

adoptado la decisión que los comprende.  

Otros destinarios de los resultados son, los que dirigen las instituciones ligadas a la 

administración de justicia, para que en los planes de capacitación y actualización 

dirigidos a los jueces, se tenga en cuenta la iniciativa aplicada en el presente trabajo, 

que está sesgada a las cuestiones de forma, correspondiendo en todo caso a los mismos 

operadores de justicia ocuparse de las cuestiones de fondo e insertar mejoras basada 

en sus experiencias y bagaje cognitivo.  

 Concluyendo la exposición, el estudio ha sido un escenario sui géneris para ejercer un 

derecho de rango constitucional cuyo fundamento subyace en la norma prevista en el 

inciso 20 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú, que autoriza a toda 

persona formular análisis y críticas de las resoluciones y sentencias judiciales, con las 

limitaciones de ley.  
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II. REVISIÓN DE LA LITERATURA 

 Al cierre del presente trabajo no se hallaron investigaciones similares; motivo por el 

cual citamos las más próximas de las que fueron ubicados, tales como:  

2.1. Antecedentes  

Gonzáles (2006), en Chile, investigó: La fundamentación de las sentencias y la sana 

crítica‖, y sus conclusiones fueron: a) La sana crítica en el ordenamiento jurídico 

Chileno, ha pasado de ser un sistema residual de valoración de la prueba a uno que se 

ha abierto paso en muchas e importantes materias, y; que, seguramente pasará a ser la 

regla general cuando se apruebe el nuevo Código Procesal Civil. b) Que, sus elementos 

esenciales son los principios de la lógica, las máximas de la experiencia, los 

conocimientos científicamente afianzados y la fundamentación de las decisiones. c) 

La forma en que la sana crítica se ha empleado por los tribunales no puede continuar 

ya que desgraciadamente muchos jueces amparados en este sistema no cumplen con 

su deber ineludible de fundamentar adecuadamente sus sentencias. Las consecuencias 

de esta práctica socavan el sistema judicial mismo desde que, entre otros aspectos, no 

prestigia a los jueces, estos se ven más expuestos a la crítica interesada y fácil de la 

parte perdedora y, además, muchas veces produce la indefensión de las partes pues 

estas no sabrán cómo fundamentar sus recursos ante instancias superiores al no 

conocer los razonamientos del sentenciador.  

Sarango (2008), en Ecuador; investigó: El debido proceso y el principio de la 

motivación de las resoluciones/sentencias judiciales‖; en éste trabajo, en base a  

resoluciones expedidas en causas ciertas, el autor sostiene que: a) Es  evidente que ni 

el debido proceso ni las garantías fundamentales relacionadas con los derechos 
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humanos carecen de efectividad y de aplicación práctica por lo que, necesariamente, 

deben ser acatados y respetados por todos, de lo contrario se estaría violentando las 

garantías fundamentales que consagra el Código Político. b) Las constituciones, los 

tratados internacionales sobre derechos humanos, la legislación secundaria y las 

declaraciones y las resoluciones internacionales sobre derechos humanos reconocen 

un amplio catálogo de garantías del debido proceso, cuyos titulares tienen a su 

disponibilidad demandante y demandado para invocar su aplicación en todo tipo de 

procedimientos en que se deba decidir sobre la protección de sus derechos y libertades 

fundamentales. c) El debido proceso legal judicial y administrativo está reconocido en 

el derecho interno e internacional como una garantía fundamental para asegurar la 

protección de los derechos fundamentales, en toda circunstancia. d) Los Estados están 

obligados, al amparo de los derechos humanos y el derecho constitucional, a garantizar 

el debido proceso legal en toda circunstancia, y respeto de toda persona, sin 

excepciones, independientemente de la materia de que se trate, ya sea ésta de carácter 

constitucional, penal, civil, de familia, laboral, mercantil o de otra índole, lo cual 

implica el aseguramiento y la vigencia efectiva de los principios jurídicos que 

informan el debido proceso y las garantías fundamentales, a fin de garantizar la 

protección debida a los derechos y libertades de las partes, y no limitarlos más allá de 

lo estrictamente necesario y permitido por la ley. e) El desafío actual constituye, en 

definitiva, la apropiación de la cultura del debido proceso por parte de los operadores 

judiciales, y su puesta en práctica en todos los procesos, con el fin de que ello se refleje 

en una actuación judicial ética, independiente e imparcial, apegada a la normatividad 

constitucional y a la normativa internacional de los derechos humanos. f) La 

motivación de la sentencia, al obligar al juez a hacer explícito el curso argumental 
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seguido para adoptar determinado razonamiento, es una condición necesaria para la 

interdicción de la arbitrariedad, posibilitando, por lo ya dicho, la realización plena del 

principio de inocencia del imputado. Para ello es indispensable el control que actúa 

como un reaseguro de aquel propósito. g) Motivación y control vienen a convertirse, 

por ende, en un binomio inseparable. h) Es de vital importancia que en nuestro país la 

motivación sea una característica general en los fallos de quienes, de una u otra 

manera, administran justicia y no una excepción, como acontece incluso en los actuales 

momentos. 

Romo (2008), en España, investigó: La ejecución de sentencias en el proceso civil 

como derecho a la tutela judicial efectiva‖, y las conclusiones que formula son:  

a) Una sentencia, para que se considere que cumple con el respeto o colma las 

exigencias de la tutela judicial efectiva, debe cumplir al menos tres características 

básicas: i) Que la sentencia resuelva sobre el fondo; ii) Que la sentencia sea motivada;  

iii) Que la sentencia sea congruente; y, iv) Estar fundada en derecho. v) Ha de resolver 

sobre el fondo, salvo cuando no se den los presupuestos o   requisitos procesales para 

ello. b) La inmodificabilidad de la sentencia no es un fin en sí mismo, sino un 

instrumento para asegurar la efectividad de la tutela judicial: la protección judicial 

carecería de eficacia si se permitiera reabrir un proceso ya resuelto por sentencia firme. 

c) La omisión, pasividad o defectuoso entendimiento de la sentencia, son actitudes 

judiciales que perjudican a la ejecución de sentencia, y por ende violan el derecho a la 

tutela judicial efectiva de las personas. d) Nadie se halla obligado a soportar 

injustificadamente la defectuosa administración de justicia. Por lo mismo, la Ley 

protege el derecho a la tutela judicial efectiva, no solo con la declaración y 
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reconocimiento del derecho, sino con el pago en dinero que resarza la violación del 

derecho fundamental, a través de la entrega de una indemnización.  

Arenas L., Ramirez B., (2009), Investigó en España – Universidad de Málaga: “La 

Argumentación Jurídica en la Sentencia”: La finalidad de la sentencia lo constituye el 

registro de la decisión judicial y los argumentos que la determinan. Esta debe ser 

accesible al público, cualquiera que este sea, mediante el empleo de un lenguaje claro 

y comprensible, asequible a cualquier nivel cultural, pues la justicia se imparte en 

nombre del pueblo.  Precisamente por ello la sentencia debe ser motivada, 

fundamentada, pues en la actividad jurisdiccional los jueces están facultados para 

interpretar normas y adecuarlas al caso concreto, lo que debe llevar a la sentencia. La 

elaboración de la sentencia es un acto de reflexión y meditación que trae como 

consecuencia una decisión motivada, de ahí que en esta se expliquen, razonen y 

argumenten, lo que conlleva a la función creativa a la hora de redactar dicha 

resolución; se habla de creatividad pues este momento encierra meditación y 

concreción en la adecuación en los principios y la norma en el hecho en cuestión, 

apoyado en fórmulas y técnicas y normativas que legitiman esa decisión racional.  La 

motivación de las sentencias se configura hoy en día por demás como una necesidad, 

como un instrumento de primer orden y esencial para cualquier análisis del proceso 

moderno. La motivación debe entenderse como la exposición que el juzgador debe 

ofrecer a las partes como solución a la controversia, pero sin dejar de tener en cuenta 

de que esta debe ser una solución racional, capaz de responder a las exigencias de la 

lógica y al entendimiento humano. 
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Su fin radica especialmente, en manifestar la razón jurídica en virtud de la cual el 

juzgador acoge una determinada decisión, analizando el contenido de cada una de las 

pruebas, comparándolas y relacionándolas con todos los elementos existentes en el 

expediente y sobre todo las practicadas en el acto del Juicio Oral; para posteriormente, 

valorar éstas observando las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y la 

experiencia acumulada durante el trayecto de los años. 

La finalidad de la motivación puede reducirse a tres aspectos fundamentales: 

1- Garantizar la posibilidad de control de la sentencia por los tribunales superiores; 2- 

convencer a las partes y a la sociedad en general sobre la justificación y legitimidad 

de la decisión judicial y, 3- verificar que la decisión no es producto de un actuar 

arbitrario del juez, sino de la válida aplicación del derecho, en vistas de un proceso 

garante y transparente.  La motivación de la sentencia permite no sólo el control de las 

partes involucradas en el conflicto sino de la sociedad en general, dado que el público 

en su conjunto puede vigilar si los tribunales utilizan arbitrariamente el poder que les 

ha sido confiado, por tal razón los fundamentos de la sentencia deben lograr por una 

parte, convencer a las partes en relación a la justicia impartida y, por otra debe avalar 

que la resolución dada es producto de la aplicación de la ley y no un resultado 

arbitrario, al consignar las razones capaces de sostener y justificar sus decisiones. Por 

lo que ha de ser la conclusión de una argumentación que permita tanto a las partes 

como a los órganos judiciales superiores y demás ciudadanos conocer las razones que 

condujeron al fallo. 

El autocontrol que la motivación supone de la actividad del juzgador se evidencia a 

través de dos aristas: primero evita la comisión de errores judiciales, y por otro lado, 
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obliga a la necesidad de utilización por parte del Órgano Judicial de un criterio racional 

a la hora de la valoración de la prueba, ya que como fácilmente se puede colegir, si a 

la convicción se ha llegado a través de meras conjeturas o sospechas, la 

fundamentación se hará imposible. De ahí que la motivación actúe como garantía, e 

imposibilite la emisión de sentencias sin una sólida base fáctica probada 

 Salas E., (2006), investigò, “la fundamentaciòn de un fallo” 

Lo verdaderamente crucial es el coraje profesional con que el juez asuma esa función. 

Resumidamente, pues, se puede decir que fundamentar un fallo cumple, 

esencialmente, cuatro funciones básicas, de las cuales solo las dos primeras se 

acostumbran poner sobre el tapete: a) La primera, y más evidente, es la que se podría 

denominar endoprocesal. Plasmar por escrito las razones en virtud de las cuales se 

toma una decisión determinada, sirve como un mecanismo interno para que los 

tribunales superiores puedan ejercer un control (aunque sea mínimo) de los alegatos 

esgrimidos por los tribunales de instancias inferiores. Este control puede llevarse a 

cabo también por medio de los abogados de las partes, quienes conocerán así los 

argumentos que deben combatir en los recursos de revocatoria y apelación. b) La 

segunda tarea que cumple la fundamentación tiene que ver, como ya se dijo, con la 

presunta “racionalidad” de las sentencias judiciales y del Derecho en general. Volver 

en detalle sobre este problema es intentar “redescubrir (por enésima vez) la rueda”.  

Finalmente  Figueroa G., (2008), Investigó en Perú la “Calidad y redacción Judicial”: 

En el cual señala que  el sistema judicial peruano,  en la calidad de las resoluciones ha 

pasado a ser un parámetro de calificación a través de los procesos de ratificación de 

Magistrados. Porque antes, los procesos de ratificación de Jueces y Fiscales no 
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contaban con la referencia de evaluación sobre la calidad de las decisiones judiciales. 

Hoy, se pretende identificar, dentro del rubro idoneidad, la calidad de la decisión 

judicial y dicha tarea corre, técnicamente, a cargo de un especialista designado por el 

Consejo Nacional de la Magistratura, a fin de opinar técnicamente sobre cuán idóneo 

resulta ser el Juez en sus sentencias, o los Fiscales en sus respectivos dictámenes. Se 

exige, de este modo, presentar en el proceso de ratificación, 14 resoluciones, a razón 

de dos por año, y correspondientes a los 7 años de ejercicio, a efectos de valorar la 

calidad de las resoluciones.  Entre los criterios más comunes referentes a calidad 

expuestos por las resoluciones de ratificación del CNM desde el año 2005, tenemos 

los siguientes: a) Correcta comprensión del problema jurídico.  b) Claridad expositiva.  

c) Conocimiento del Derecho. 

d) Adecuada valoración de los medios probatorios ofrecidos durante el proceso (que 

se ajusten a la normativa señalada y que expresen con toda claridad la solución de los 

conflictos resueltos) e) Adecuado relato de los hechos.  f) Consideraciones de derecho 

y conclusión de cada caso. 

g) Congruencia y racionalidad en cuanto a la tesis que se postula y decisión que se 

adopta en el fallo.  h) Seguridad en la sustentación.  i) Adecuado análisis valorativo de 

las pruebas actuadas 

j) Citas de jurisprudencia vinculante o doctrina pertinente a los casos por tratarse.  k) 

Adecuada estructura.  l) Resoluciones debidamente fundamentadas.  ll) Posición crítica 

y analítica en la valoración de las pruebas.  m) Solidez en la argumentación.  n) Justa 

apreciación de los medios probatorios ofrecidos durante el proceso.  ñ) Exposición 

ordenada de los hechos. o) Que las normas aplicadas a las soluciones de cada uno de 
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los casos sean las pertinentes. p) Buena redacción, conocimiento jurídico, afán de 

justicia, sensibilidad social y búsqueda de la verdadera justicia. Llegando a la 

conclusión trascendente respecto a estos caracteres: 

1.- Viene a ser objetivamente que si vamos a exigir como sociedad civil que las 

resoluciones gocen de estas características, entonces incentivamos una mejora 

cualitativa en la tarea de los decisores jurisdiccionales. En dicha forma, desarrollamos 

una sana competencia pues los Magistrados van a ponderar mejor sus decisiones si los 

procesos de ratificación van a incluir estos segmentos de calificación de análisis de 

calidad. 

Por otro lado las herramientas de gestión para que los Magistrados puedan desarrollar 

destrezas en dichos rubros, vienen siendo a su vez desarrolladas por la Academia de la 

Magistratura, la cual en su calidad de órgano de formación y capacitación en todos los 

niveles de la Magistratura, ha estructurado la implementación de Módulos de 

Redacción Jurídica a nivel nacional, a efectos precisamente de lograr una mayor 

claridad expositiva por parte de los Magistrados en sus resoluciones e ir abandonando 

la excesiva metáfora, el indebido uso de latinazgos y la complejidad argumentativa. 

En ese horizonte, qué duda cabe que la eficiencia y eficacia de las decisiones judiciales 

se verá fortalecida, objetivo al cual apunta la sociedad civil en pleno y en el cual, todos 

nos encontramos involucrados. 
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2.2. BASES TEORICO  

2.2.1. Desarrollo de instituciones sustantivas de las sentencias en estudio 

2.2.1.1. El derecho administrativo  

2.2.2. Desarrollo procesal de las sentencias en estudio  

2.2.2.1. El Proceso  

En la búsqueda de la paz social y restablecimiento de los derechos consagrados en el 

ordenamiento jurídico, se tiene que recurrir necesariamente al proceso judicial, porque 

la justicia por mano propia ha sido proscrita.  

2.2.2.1.1. Definiciones en el ámbito general  

Sobre el proceso, se han formulado diversos alcances, de los cuales se indica:  

Para Romo (2008) la definición que más se acerca a la realidad jurídica actual 

(...), es la que mantienen Andrés de la Oliva y Miguel Ángel Fernández, para quienes; 

el Derecho Procesal es el conjunto de normas relativas a la estructura y funciones de 

los órganos jurisdiccionales, a los presupuestos y efectos de la tutela jurisdiccional y a 

la forma y contenido de la actividad tendente a dispensar dicha tutela (p. 4).  

También Huertas, citado por Romo (2008) expresa que: el proceso ―(...), 

puede ser visto como instrumento de la jurisdicción: como vía constitucionalmente 

establecida para el ejercicio de la función jurisdiccional‖ (p. 7).  

Por su parte Martel (2003) sostiene ―(...) el vocablo proceso viene de pro (para 

adelante) y cedere (caer, caminar); implica un desenvolvimiento, una sucesión, una 
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continuidad dinámica. Agrega, citando a Fairen Guillén,  el proceso es el único medio 

pacífico e imparcial de resolver conflictos intersubjetivo; así como la que sostiene 

Vescovi, quien indica que  el proceso es el conjunto de actos dirigidos a la resolución 

de conflictos, y que en último término, es un instrumento para cumplir los objetivos 

del Estado, esto es: imponer a los particulares una conducta jurídica, adecuada al 

derecho, y, a la vez, brindarles tutela jurídica.  

Asimismo, Couture (2002) refiere que, el proceso judicial es la secuencia o 

serie de actos que se desenvuelven progresivamente, con el objeto de resolver, 

mediante juicio de la autoridad, el conflicto sometido a su decisión. Asimismo, 

advierte que existe diferencia entre proceso y procedimiento. La simple secuencia, no 

es proceso, sino procedimiento.  

2.2.2.1.1.1. Definición en el ámbito contencioso administrativo  

Al centrar los alcances conceptuales del proceso, al caso concreto en estudio, sobre el 

proceso contencioso administrativo, se ubica la opinión de Huapaya (2006), siendo 

este como sigue:  

El proceso contencioso administrativo, ya no es un mero instituto procesal 

destinado ―a la impugnación de actos o resoluciones administrativas‖, tal como estaba 

en la legislación anterior a la Ley N° 27584, esta situación  ha decaído totalmente con 

la nueva concepción subjetiva del proceso contencioso administrativo concebido como 

un legítimo y acabado proceso jurisdiccional; es decir, como un instrumento de 

satisfacción procesal de los derechos subjetivos e intereses legítimos de los 

particulares.  
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2.2.2.1.2. Funciones del proceso    

Según Couture (2002), el proceso cumple determinadas funciones que son:  

a. Interés individual e interés social en el proceso:  

b. Función privada del proceso  

c. Función pública del proceso 

2.2.2.1.3. principios del proceso  

1. Principios relacionados con la función jurisdiccional: Los principios son 

directivas o líneas de matrices, dentro de las cuales se desarrollan las instituciones del 

Proceso, por los principios cada institución procesal se vincula a la realidad social en 

la que actúan o deben actuar, ampliando o restringiendo la esfera o el criterio de su 

aplicación (APICJ, 2010, p. 149-150).   

2. Principios de rango constitucional: Tomando como referencia lo que expone 

Chanamé (2009): La Constitución Política de 1993 denomina Principios y Derechos 

de la Función Jurisdiccional, lo que la Constitución Política de 1979 denominaba y 

normaba en el Art. 233 como Garantías de la Administración de Justicia, que es un 

concepto más preciso, porque son disposiciones que pueden invocarse  y hacer efectiva 

inmediatamente.  

3. Principio de Unidad y Exclusividad: Prevista en el Art. 139 Inc. 1 de la 

Constitución Política del Estado: La unidad y exclusividad de la función 

jurisdiccional. No existe ni puede establecerse jurisdicción alguna independiente, con 

excepción de la militar y la arbitral. No hay proceso judicial por comisión o 

delegación.  
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4. Principio de Independencia Jurisdiccional: Prevista en el Art. 139 Inc. 2 de 

la Constitución Política del Estado: La independencia en el ejercicio de la función 

jurisdiccional. Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el órgano 

jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus funciones. Tampoco pueden dejar sin 

efecto resoluciones que han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar 

procedimientos en trámite, ni modificar sentencias ni retardar su ejecución. Estas 

disposiciones no afectan el derecho de gracia ni la facultad de investigación del 

Congreso, cuyo ejercicio no debe, sin embargo, interferir en el procedimiento 

jurisdiccional ni surte efecto jurisdiccional alguno.  

5. Principio de la Observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional  

Prevista en el Art. 139 Inc. 3 de la Constitución Política del Estado:  

La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Ninguna persona puede 

ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento 

distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de 

excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su 

denominación.  

Respecto a la: La tutela jurisdiccional efectiva, es aquel derecho por el cual una 

persona como integrante de la sociedad, puede acceder a los órganos jurisdiccionales 

para el ejercicio o la defensa de sus derechos intereses, con sujeción a que sea atendida 

a través de un proceso que le ofrezca las garantías mínimas para su efectiva realización 

(Martel, 2003, p. 17).  

6. Principio de Publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de la 

Ley: Prevista en el Art. 139 Inc. 4 de la Constitución Política del Estado: La publicidad 
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en los procesos, salvo disposición contraria de la ley. Los procesos judiciales por 

responsabilidad de funcionarios públicos, y por los delitos cometidos por medio de la 

prensa y los que se refiere a derechos fundamentales garantizados por la Constitución, 

son siempre públicos.  

7. Principio de Motivación escrita de las resoluciones judiciales: Prevista en 

el Art. 139 Inc. 5 de la Constitución Política del Estado: La motivación escrita de las 

resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero trámite, 

con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hechos en que se 

sustentan.  

En el ejercicio de la función que cumplen los jueces están sometidos a la Constitución 

y las leyes, debiendo apoyarse en la ley y en los hechos probados en juicio. Están 

obligados a fundamentar sus resoluciones y sentencias, basada en los fundamentos de 

hecho y de derecho. (...) este principio es un corolario del Derecho de Defensa y de la 

Instancia Plural (Chanamé, 2009).  

8. Principio de la Pluralidad de la Instancia: Prevista en el Art. 139 Inc. 6 de 

la Constitución Política del Estado: La Pluralidad de la Instancia.  

Al respecto Chanamé (2009) expone: ―(...) constituye  una garantía sustancial del 

derecho al debido proceso, mediante el cual se persigue que lo resuelto por un juez de 

primeros instancia pueda ser revisada por un órgano funcionalmente superior; y de 

esta manera se permita que lo resuelto por aquél, cuando menos, sea objeto de una 

doble pronunciamiento‖ (p. 444).  

9. Principio de no dejar de Administrar Justicia por vacío o deficiencia de la 

Ley: Prevista en el Art. 139 Inc. 8 de la Constitución Política del Estado: El principio 
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de no dejar de administrar justicia por vacío o deficiencia de la ley. En tal caso, deben 

aplicarse los principios generales del derecho y el derecho consuetudinario.  

Este enunciado tiene su fundamento, en el hecho que la ley no puede prever todos los 

conflictos humanos de naturaleza jurisdiccional, ante ello el juez no se puede inhibir, 

en este supuesto debe aplicarse primeros los principios generales del derecho, en su 

defecto el derecho de la costumbre, con la advertencia que estos dos antes citados no 

se aplican al procesos penal, porque en este funciona el Principio de Legalidad, que es 

absoluto y no admite excepciones. Aclarado, este punto, de acuerdo a éste inciso, en 

otras materias, los magistrados deben expedir sentencia no obstante cuando no haya 

leyes o no sean aplicables estrictamente al caso, para lo cual deberá guiarse  por los 

principios generales  que no es otro asunto que la recta justicia y la equidad. Queda 

advertida entonces, que en materia penal no hay fuentes supletorias, ni analogía, ni 

algo parecido (Chanamé, 2009).  

10. Principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del 

proceso: Prevista en el Art. 139 Inc. 14 de la Constitución Política del Estado: El 

principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso. Toda 

persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o las razones de su 

detención. Tiene derecho a ser asesorado por éste desde que es citada o detenida por 

cualquier autoridad.  

11. Principios de rango legal: Complementando los lineamientos expuestos en la 

Constitución Política del Estado, existen normas de rango legal que los jueces usan 

para dirigir el proceso. Normalmente se ubican en los títulos preliminares de las 
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normas de carácter procesal, aunque en hay ocasiones eventuales que se encuentran en 

el texto de normas sustantivas.  

2.2.2.1.4. El debido proceso formal  

2.2.2.1.4.1. Definición  

En opinión de Romo (2008): el debido proceso constituye una respuesta legal, 

a una exigencia social, y por el mismo traspasa los límites de las expectativas de las 

partes para establecerse en una garantía fundamental que involucra un conjunto 

variable de situaciones (anhelos, expectativas, cargas, oportunidades) que deben 

guardar ciertos aspectos mínimos que estructuren un esquema jurídico determinado en 

la Constitución (p. 7).  

El debido proceso formal, proceso justo o simplemente debido proceso, es un 

derecho fundamental que tiene toda persona que le faculta a exigir del Estado un 

juzgamiento imparcial y justo, ante un juez responsable, competente e independiente. 

Es un derecho complejo de carácter procesal, porque está conformada por un conjunto 

de derechos esenciales que impiden que la libertad y los derechos de los individuos 

sucumban ante la ausencia o insuficiencia de un proceso o procedimiento, o se vean 

afectados por cualquier sujeto de derecho, inclusive el Estado, que pretenda hacer uso 

abusivo de éstos (Bustamante, 2001).  

Es un derecho fundamental, natural o humano que tiene toda persona que le 

faculta a exigir del Estado un juzgamiento imparcial y justo, ante un juez responsable, 

competente e independiente. El Estado no sólo está obligado a proveer la prestación 

jurisdiccional; sino a proveerla bajo determinadas garantías mínimas que le aseguren 
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tal juzgamiento imparcial y justo; por consiguiente es un derecho esencial que tiene no 

solamente un contenido procesal y constitucional, sino también un contenido humano 

de acceder libre y permanentemente a un sistema judicial imparcial  (Ticona, 1994).  

2.2.2.1.4.2. Elementos del debido proceso  

Siguiendo a Ticona (1994), el debido proceso corresponde al proceso 

jurisdiccional en general y particularmente al proceso penal, al proceso civil, al 

proceso agrario, al proceso laboral, inclusive al proceso administrativo; y aún, cuando 

no existe criterios uniformes respecto de los elementos, las posiciones convergen en 

indicar que para que un proceso sea calificado como debido se requiere que éste, 

proporcione al individuo la razonable posibilidad de exponer razones en su defensa, 

probar esas razones y esperar una sentencia fundada en derecho. Para ello es esencial 

que la persona sea debidamente notificada al inicio de alguna pretensión que afecte la 

esfera de sus intereses jurídicos, por lo que resulta trascendente que exista un sistema 

de notificaciones que satisfaga dicho requisito.  

En el presente trabajo los elementos del debido proceso formal a considerar son:  

i. Intervención de un Juez independiente, responsable y competente    

Porque, todas las libertades serían inútiles sino se les puede reivindicar y defender en 

proceso; si el individuo no encuentra ante sí jueces independientes, responsables y 

capaces.   

Un Juez será independiente cuando actúa al margen de cualquier influencia o 

intromisión y aún la presión de los poderes públicos o de grupos o individuos.  
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Un Juez debe ser responsable, porque su actuación tiene niveles de responsabilidad y, 

si actúa arbitrariamente puede asumir responsabilidades penales, civiles y aún 

administrativas. El freno a la libertad es la responsabilidad, de ahí que existan 

denuncias por responsabilidad funcional de los jueces.  

Asimismo, el Juez será competente en la medida que ejerce la función jurisdiccional 

en la forma establecida en la Constitución y las leyes, de acuerdo a las reglas de la 

competencia y lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.   

En el Perú está reconocido en La Constitución Política del Perú, numeral 139 inciso 2 

que se ocupa de la independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional (Gaceta 

Jurídica, 2005).    

ii. Emplazamiento válido  

Al respecto, tanto en Ticona (1999), así como; en La Constitución Comentada de la 

Gaceta Jurídica (2005), está previsto que en el sistema, debe asegurar que los 

justiciables tomen conocimiento de su causa, es decir se enteren que están 

comprendidos en un proceso.  

En este orden, las notificaciones en cualquiera de sus formas indicadas en la ley, deben 

permitir el ejercicio del derecho a la defensa, la omisión de estos parámetros implica 

la nulidad del acto procesal, que necesariamente el Juez debe declarar a efectos de 

salvaguardar la validez del proceso.   

iii. Derecho a ser oído o derecho a audiencia  

La garantía no concluye con un emplazamiento válido; es decir no es suficiente 

comunicar a los justiciables que están comprendidos en una causa; sino que además 
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posibilitarles un mínimo de oportunidades de ser escuchados. Que los Jueces tomen 

conocimiento de sus razones, que lo expongan ante ellos, sea por medio escrito o 

verbal.   

En síntesis nadie podrá ser condenado sin ser previamente escuchado o por lo menos 

sin haberse dado la posibilidad concreta y objetiva de exponer sus razones.     

iv. Derecho a tener oportunidad probatoria  

Porque los medios probatorios producen convicción judicial y determinan el contenido 

de la sentencia; de modo que privar de este derecho a un justiciable implica afectar el 

debido proceso.  

En relación a las pruebas las normas procesales regulan la oportunidad y la idoneidad 

de los medios probatorios. El criterio fundamental es que toda prueba sirva para 

esclarecer los hechos en discusión y permitan formar convicción conducente a obtener 

una sentencia justa.     

v. Derecho a la defensa y asistencia de letrado  

Este es un derecho que en opinión de Monroy, citado en la Gaceta Jurídica (2005), 

también forma parte del debido proceso; es decir la asistencia y defensa por un letrado, 

el derecho a ser informado de la acusación o pretensión formulada, el uso del propio 

idioma, la publicidad del proceso, su duración razonable entre otros.  

Esta descripción concuerda con la prescripción del artículo I del Título Preliminar del 

Código Procesal Civil: que establece que toda persona tiene derecho a la tutela 
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jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, pero en 

todo caso con sujeción a un debido proceso (Cajas, 2011).  

vi. Derecho a que se dicte una resolución fundada en derecho, motivada, 

razonable y congruente    

Esta prevista en el inciso 5 del artículo 139 de la Constitución Política del Estado; que 

establece como Principio y Derecho de la Función Jurisdiccional: la motivación escrita 

de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero 

trámite, con mención expresa de la ley aplicable de los fundamentos de hecho en que 

se sustentan.  

La sentencia, entonces, exige ser motivada, debe contener un juicio o valoración, 

donde el Juez exponga las razones y fundamentos fácticos y jurídicos conforme a los 

cuales decide la controversia. La carencia de motivación implica un exceso de las 

facultades del juzgador, un arbitrio o abuso de poder.  

vii. Derecho a la instancia plural y control Constitucional del proceso  

La pluralidad de instancia consiste en la intervención de un órgano revisor, que no es 

para toda clase de resoluciones (decretos, autos o sentencia), sino que la doble instancia 

es para que el proceso (para la sentencia y algunos autos), pueda recorrer hasta dos 

instancias, mediante el recurso de apelación. Su ejercicio está regulado en las normas 

procesales (La casación no produce tercera instancia) (Ticona, 1999; Gaceta Jurídica, 

2005).   
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2.2.2.1.5. El proceso contencioso administrativo  

2.2.2.1.5.1. Definición  

Es un proceso que se fundamenta en la norma prevista en el artículo 148 de la 

Constitución Política del Estado, el cual permite que un magistrado con función 

jurisdiccional reviva y falle en relación a un acto administrativo producido por un 

funcionario o un organismo de la administración pública (Chanamé, 2006).  

2.2.2.1.5.2. Regulación  

Las normas que regulan el proceso contencioso administrativo se encuentran 

en el marco constitucional y en el marco legal:   

2.2.2.1.5.2.1. En el marco constitucional. 

El proceso contencioso administrativo forma parte de un conjunto de procesos citados 

en la Constitución Política del Estado, específicamente se ubica en:  

Art. 148°. Proceso Contencioso Administrativo: Las resoluciones administrativas 

que causan estado son susceptibles de impugnación mediante acción contencioso – 

administrativo (Chanamé, 2006, p. 477).  

En virtud de lo expuesto, las personas podrán recurrir ante el Poder Judicial, 

para que anule cualquier acto o resolución del Poder Ejecutivo o de cualquier órgano 

Administrativo del Estado.  
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2.2.2.1.5.2.2. En el marco legal  

Esta prevista en la Ley N° 27584 denominada Ley que regula el Proceso Contencioso 

Administrativo. Está conformada por VII Capítulos: Capítulo I: Normas Generales; 

Capítulo II: Objeto del Proceso; Capítulo III: Sujetos del Proceso, conformado a su 

vez por el Sub capítulo I: La competencia y el sub capítulo II: partes del proceso; 

Capítulo IV: Desarrollo del Proceso, conformado a su vez por el sub capítulo I: 

Admisibilidad y procedencia de la demanda; sub capítulo: Vía Procedimental y el sub 

capítulo: III: Medios probatorios; Capítulo V: Medios Impugnatorios; Capítulo VI: 

Medidas Cautelares; Capítulo VII: La sentencia; 2 Disposiciones Complementarias; 9 

Disposiciones Derogatorios; 1  Disposición Modificatoria y 4 Disposiciones Finales.  

Asimismo, son de aplicación supletoria las normas procesales de naturaleza procesal 

civil en la tramitación de un proceso contencioso.  

2.2.2.1.5.3. Finalidad del proceso contencioso administrativo  

Señala Alberto Hinostroza Mínguez, Grijley, 2010, Proceso contenciosos 

administrativo como refiere el art. 1 del D.S N° 013-2008-JUS, el proceso contencioso 

administrativo tiene por finalidad  

- El control jurídico por le poder judicial de las actuaciones de la administración 

publica sujetas al derecho administrativo  

- La efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados  

De conformidad con lo expuesto en el Art. 1° de la Ley N° 27584, ―(...) la 

acción contencioso administrativo prevista en el Artículo 148 de la Constitución 

Política tiene por finalidad el control jurídico por el Poder Judicial de las actuaciones 
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de la administración pública sujeta al derecho administrativo y la efectiva tutela de los 

derechos e intereses de los administrados‖ (Cajas, 2011, p. 916).  

A lo expuesto se puede agregar que el propósito no solo es el respeto al orden 

establecido en la Constitución Política, esto en virtud de que los procesos 

constitucionales es garantizar la primacía de la Constitución y la vigencia efectiva de 

los derechos constitucionales; sino que a su vez su fin último es resolver un conflicto 

de intereses o eliminar una incertidumbre jurídica de carácter administrativo, a efectos 

de construir o lograr la paz social en justicia, esto último en interpretación extensiva 

de lo previsto en el primer párrafo del artículo III del Título Preliminar del Código 

Procesal Civil, comentado por Cajas (2011).  

2.2.2.1.5.4. La exigencia del agotamiento de la vía administrativa  

2.2.2.1.5.4.1. En sentido genérico 

Además de los requisitos y presupuestos exigibles para iniciar todo tipo de 

proceso, entre ellos el interés y la legitimidad para obrar, para iniciar el proceso 

contencioso administrativo, se requiere que los actos administrativos se hayan agotado 

en la vía administrativa, y que solo así podrán ser impugnados ante el Poder Judicial 

mediante el proceso contencioso administrativo; cuando un acto administrativo que se 

supone  infringe un derecho o un interés legítimo, entonces procede su contradicción 

en las vías administrativas mediante los recursos impugnativos, agotada esta vía se 

puede recurrir al Poder Judicial (Chanamé, 2006).  

En esta misma perspectiva, se encuentra prevista en el numeral 20 de la Ley 

N° 27584, en el cual se indica: ―Es requisito para la procedencia el agotamiento de 
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la vía administrativa, conforme a las reglas establecidas en la Ley de Procedimientos 

Administrativo General o por normas especiales‖ (Cajas, 2011, p. 920).   

2.2.2.1.5.4.2. En sentido estricto 

De conformidad en la posición que precisa Huapaya (2006), en base a la jurisprudencia 

constitucional expuesta en la Sentencia N° 0102001-AI/TC del 26.08.2003, emitida 

con motivo  de la inconstitucionalidad de la Ordenanza N° 290 de la Municipalidad 

Metropolitana de Lima, se ha sentado una importante jurisprudencia que se constituye 

en un precedente de observancia obligatoria con relación a la interpretación que debe 

darse a los alcances del agotamiento de la vía administrativa, como un requisito 

procesal o de acceso a la justicia, conforme se expone en el fundamento tres de la 

sentencia acotada, en el cual se lee:  

 “(...) al tiempo de considerarse el agotamiento de la vía administrativa como un 

derecho del particular [derecho que se traduce en evitarle el acceso a la justicia, cuando 

se fija su agotamiento de manera obligatoria, debe contemplarse de manera tal que no 

pueda considerarse como un privilegio del Estado o, acaso, como una medida que, 

irrazonable y desproporcionadamente, disuada, imposibilite o impida el acceso del 

particular a un tribunal de justicia. En este sentido, estima el Tribunal Constitucional 

que, si el legislador prevé la obligatoriedad del agotamiento de la vía administrativa, 

una exigencia derivada del derecho de acceso a la justicia es que éste sea configurado 

de la manera más breve como sea posible, pues de este modo se optimiza mejor el 

principio pro actione”.  

Agrega: “Los requisitos procesales o las condiciones legales que se puedan establecer 

a fin de ejercerse el derecho de acción, no constituyen prima facie, límites al derecho 



32  

  

al acceso a la justicia. Para que éstos sean válidos, como se ha adelantado, es preciso 

que respeten su contenido esencial. Evidentemente, no están comprendidos en los 

límites justificados por el ordenamiento, aquellos requisitos procesales que, so pretexto 

de limitar el derecho de acceso a la justicia, introduzcan vías y mecanismos que 

impidan, obstaculicen o disuadan, irrazonable y desproporcionadamente, el acceso al 

órgano judicial”.  

“Los que significa que, si el derecho de acceso a la justicia “no comporta obtener una 

decisión acorde con las pretensiones que se formulen, sino el derecho a que se dicte 

una resolución en Derecho, siempre que se cumplan los requisitos procesales”, no 

todos los requisitos procesales que la ley prevea, por el solo hecho de estar previstos 

en la ley o en una norma con rango de ley, son de suyo restricciones ad initio 

plenamente justificadas”.  

Comentando la jurisprudencia indicada, Huapaya (2006) precisa, que la exigencia del 

agotamiento de las vías administrativas, será siempre de interpretación restrictiva, y en 

todo caso, el juzgador, antes de hacer prevalecer el carácter ritualista y formal de la 

regla del agotamiento de la vía administrativa, deberá interpretar este elemento 

procesal en función del principio pro actione, y para el caso específico del proceso 

contencioso administrativo, ceñido estrictamente lo previsto en el principio de 

―favorecimiento del proceso‖, conforme a lo establecido en el inciso 3 del artículo 2 

de la Ley Proceso Contencioso Administrativo N° 27584, en el cual está previsto que: 

“(...)  el juez no podrá rechazar liminarmente la demanda en aquellos casos en los que 

por falta de precisión del marco legal exista incertidumbre respecto del agotamiento 

de la vía previa. Asimismo, en el caso que el Juez tenga cualquier otra duda razonable 
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sobre la procedencia o no de la demanda, deberá preferir darle trámite a la misma‖ 

(Cajas, 2011, p. 916).   

2.2.2.1.5.5. Principios del proceso contencioso administrativo  

Hinostroza, (2010, ps. 280-289) señala que conforme señala el art. 2 del 

Decreto Supremo N° 013-2008-JUS el cual enumera una serie de principios del 

proceso contencioso administrativos que son:  

a. Principio de integración: Los jueces no deben dejar de resolver el conflicto 

de interés o la incertidumbre con relevancia jurídica por defectos o deficiencias 

de la ley. 

b. Principio de igualdad procesal: Las partes en el proceso contencioso 

administrativo deberán ser tratadas de igualdad, independientemente de su 

condición de entidad publica o administrado.  

c. Principio de favorecimiento del proceso: xxxxxxxxxxxxxxxxx 

d. Principio de suplencia de oficio  

2.2.2.1.5.5. Actuaciones impugnables en el proceso contencioso administrativo  

De conformidad con la ley de la materia Ley N° 27584, numeral 4, con actuaciones 

impugnables:  

“Conforme a las previsiones de la presente Ley y cumplimiento los requisitos 

expresamente aplicables a cada caso, procede la demanda contra toda actuación 

realizadas en ejercicio de potestades administrativas.  

Son impugnables en este proceso las siguientes actuaciones administrativas:  

1. Los actos administrativos y cualquier otra declaración administrativa.   
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2. El silencio administrativo, la inercia y cualquier otra omisión de la administración 

pública.  

3. La actuación material que no se sustenta en acto administrativo  

4. La actuación material de ejecución de actos administrativos que transgrede 

principios o normas del ordenamiento jurídico.  

5. Las actuaciones u omisiones de la administración pública respecto de la validez, 

eficacia, ejecución o interpretación de los contratos de la administración pública, con 

excepción de los casos en que es obligatorio o se decida, conforme a ley, someter a 

conciliación o arbitraje la controversia.  

6. Las actuaciones administrativas sobre el personal dependiente al servicio de la 

administración pública (Jurista Editores, 2013, p. 817818).  

b. El Proceso Contencioso Administrativo Urgente   

Es aquel proceso regulado en el artículo 26 de TUO en el cual se tramitan tres 

pretensiones (i)  el cese de cualquier  actuación material que no se sustente  en acto 

administrativo; (ii) el cumplimiento por la administración de una determinada 

actuación a la que se encuentra obligada por mandato de la Ley o en virtud de acto 

administrativo firme; y (iii) las relativas a materia previsional en cuanto se refieran  al 

contenido esencial del derecho a la pensión (Priori, 2009).  

El proceso urgente es el reconocimiento a la tutela jurisdiccional efectiva como un 

derecho fundamental y principio rector de todo proceso trae como consecuencia la 

necesidad de que la tutela jurisdiccional que brinda es Estado esté en la capacidad de 
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responder adecuadamente a todas las necesidades de protección de las situaciones 

jurídicas de los particulares.  

2.2.1.3. Sujetos del proceso 

2.2.1.3.1. El Juez 

Juez, según Falcón, citado por Hinostroza (2004), ―(...) es la persona investida 

por el Estado Jurisdicción para el cumplimiento de la misma. Juez es a su vez un 

magistrado‖ (p.16).  

 En sentido genérico, por Juez, según Gallinal (s.f.), citado por Hinostroza (2004), se 

comprende a todos los que por pública autoridad, administran justicia, cualquiera que 

sea la categoría de ellos.   

En términos concretos el Juez, personifica al Estado en el ámbito del proceso 

judicial, y como tal está sujeto a las facultades que la Constitución y las leyes le 

confieren.  

La parte procesal  

En sentido general.  

Las partes son el demandante y el demandado. El demandante es la persona natural o 

jurídica que presenta una demanda contra otra persona en el juzgado en reclamación 

de un derecho; mientras que el demandado, es la persona contra quien se presenta la 

demanda, igualmente natural o jurídica (Poder Judicial, 2013).  

En sentido estricto.  
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Es parte procesal todo sujeto de la relación jurídica procesal hasta hace un tiempo se 

consideraba que únicamente era parte procesal el demandante y demandado, pero la 

doctrina actual ha llegado a la conclusión de que la parte procesal es todo sujeto del 

proceso, aunque no sea ni demandante ni demandado (Poder Judicial, 2013).   

En el proceso contencioso administrativo. 

De acuerdo a los alcances expuestos por Huapaya (2006), el proceso contencioso 

administrativo, tiene como objeto, una pretensión; es decir igual que en todas las clases 

de procesos judiciales. Esta pretensión es incoada por un administrado que invoca una 

lesión en sus derechos subjetivos o intereses legítimos, lesión subjetiva que le ha sido 

conferida por una actuación administrativa expresa ilegítima (formal o material) o bien 

por una situación de inactividad formal o material de un órgano administrativo. Ver 

gráfico.  

  

Juez  

    

    Administrado        Administración  

                         (pretensor)                                                        (pretendida)    

Fuente: Huapaya, 2006, p. 486.  

Visto el gráfico, se entiende que la pretensión es dirigida por el administrado afectado 

en sus derechos o intereses legítimos, por una actuación administrativa, frente a otra 

persona, esto es, la Administración Pública, la que se convierte en sujeto pasivo de la 

pretensión incoada (Huapaya, 2006).  
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De lo que se infiere que en un proceso contencioso administrativo, las partes son: el 

administrado y la administración pública.  

Los puntos controvertidos en sentido general y su precisión en el proceso 

contencioso administrativo  

Significado semántico.  

El término controvertir de acuerdo a la Real Academia de la Lengua Española (2001), 

es un término usado para referirse a opiniones contrapuestas.  

En el ámbito normativo.  

En la perspectiva del Código de Procesal Civil los puntos controvertidos en el proceso 

pueden ser conceptuados como los supuestos de hecho sustanciales de la pretensión 

procesal contenidos en la demanda y que entran en conflicto o controversia con los 

hechos sustanciales de la pretensión procesal resistida de la contestación de la demanda 

(Coaguila, s.f.).  

Al parecer, la expresión puntos controvertidos, no tiene una definición consensuada, 

todavía; porque si observamos el numeral 122 y 188 del Código Procesal Civil, la 

lectura de ambos contenidos normativos conducen a pensar que de conformidad con 

ambas disposiciones, el Juez, en la sentencia, deberá resolver estos puntos 

controvertidos; y que los medios probatorios deben servir para aclarar estos puntos 

controvertidos.  

En el ámbito doctrinario   
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Para Rioja (s.f.), los puntos controvertidos en el proceso, nacen de los hechos alegados 

en la pretensión y de los hechos invocados para la resistencia de la pretensión en el 

ejercicio del contradictorio.  

Por su parte, para Vidal (s.f.) los puntos controvertidos son el resultado de la 

confrontación de las posiciones de las partes o de los fundamentos de la demanda y de 

la contestación y, en su caso, de la reconvención y su contestación.  

Precisiones sobre los puntos controvertidos  

De acuerdo a la exposición precedente, es un elemento determinable en un proceso, 

evidentemente de naturaleza contenciosa; porque en los procesos no contenciosos no 

hay confrontación de posiciones entre el demandante y el demandado; en cambio en 

los procesos contenciosos si existe.   

Su determinación requiere confrontar la exposición que las partes vierten en el 

desarrollo de un proceso, con relación a la pretensión(es) planteada en la demanda y 

la contestación o absolución de la misma; los cuales, a su vez serán los puntos o 

cuestiones a resolver en la sentencia.   

En el ámbito jurisprudencial   

En la jurisprudencia en general  

En la jurisprudencia contencioso administrativo  

“En acciones contenciosos administrativas no es viable propiciar la conciliación, 

porque los bienes jurídicos debatidos, en estos procesos, no son susceptibles de 

disposición o transacción.  
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Igualmente, en estos procesos, no se actúan las pruebas admitidas, limitándose por ley 

a tener presente el mérito de las aceptadas, por esta razón, no es viable una audiencia 

de actuación de pruebas.  

El punto controvertido en este tipo de procesos está delimitado por el documento, 

hecho o acto administrativo, cuya ineficacia o invalidez se demanda; su expedición ha 

sido precedida de pruebas actuadas en la esfera administrativa; que estas características 

evidencian que el contenido del debate de estos procesos es por lo general de puro 

derecho  

De lo expuesto, queda claro que los puntos controvertidos son las cuestiones contrarias 

extraídas de la exposición en la demanda y la contestación, respecto del cual debe 

haber una decisión en la sentencia.  

 En el caso concreto no se ha determinado puntos controvertidos, porque se trata de un 

proceso administrativo, denominado urgente, y de acuerdo al auto de admisibilidad, se 

lee lo siguiente: “(…) ADMITASE a trámite en la vía del Proceso  

Urgente del proceso contencioso administrativo la demanda interpuesta (…) 

TRASLADO a los demandados, por el término de tres días y cumplido que sea con su 

absolución o sin ella INGRESEN los autos a despacho a fin de emitir sentencia (…) 

(Expediente Nº2008-3432-0-1501-JR-CI-01).   

De lo expuesto, queda claro que en el caso en estudio – proceso contencioso 

administrativo de naturaleza urgente, cuya pretensión fue el cumplimiento del Decreto 

de Urgencia N° 037-94, que contempla el pago de bonificaciones, el punto o aspecto 

a resolver se subsumió en el contenido del mismo decreto de urgencia, es decir una 
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disposición una orden que la administración había dado, pero que el órgano 

administrativo se resistió a cumplir.  

La Prueba   

En sentido común y jurídico  

 

En sentido semántico, prueba significa, acción y efecto de probar. Razón, argumento, 

instrumento u otro medio con que se pretende mostrar y hacer patente la verdad o 

falsedad de algo (Real Academia de la Lengua Española, 2001).   

 En sentido jurídico:  

Según Osorio (2003), se denomina prueba, a un conjunto de actuaciones que dentro de 

un juicio, cualquiera sea su índole, se encaminan a demostrar la verdad o falsedad de 

los hechos aducidos por cada una de las partes, en defensa de sus respectivas 

pretensiones en un litigio.  

Según Carnelutti, citado por Rodríguez (1995) Casi toda la doctrina tiene conciencia 

(...) que prueba es la demostración de la verdad de un hecho (...): demostración de la 

verdad de un hecho realizada por los medios legales (por medios legítimos) o, más 

brevemente, demostración de la verdad legal de un hecho (p. 37).   

Rodríguez agrega: Para Carnelutti, la verdad que la prueba trata de demostrar en el 

proceso es la verdad formal o verdad judicial, a la que se llama verdad legal, para 

diferenciarla de la verdad material que dadas las limitaciones del proceso, no se puede 

hallar en este.  

Rodríguez (1995), citado por Hinostroza (1998), define a la prueba como (...) la 

persona o cosa y, excepcionalmente, también, los hechos que suministran al órgano 
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jurisdiccional del Estado los conocimientos necesarios y suficientes para determinar la 

verdad o falsedad jurídica de un asunto en debate (...).   

En la jurisprudencia se contempla: ―En acepción lógica, probar es demostrar la 

verdad de una proposición, pero en su acción corriente, expresa una operación mental 

de composición‖ (Expediente N° 986-95-Lima).  

En sentido jurídico procesal  

En opinión de Couture (2002), la prueba es un método de averiguación y un método 

de comprobación.   

 En el derecho penal, la prueba es, normalmente, averiguación, búsqueda, procura de 

algo. Mientras que en el derecho civil, es normalmente, comprobación, 

demostración, corroboración de la verdad o falsedad de las proposiciones formuladas 

en el juicio.  

  

La prueba penal se asemeja a la prueba científica; la prueba civil se parece a la prueba 

matemática: una operación destinada a demostrar la verdad de otra operación.  

Para el autor en comento, los problemas de la prueba consiste en saber qué es la prueba; 

qué se prueba; quién prueba; cómo se prueba, qué valor tiene la prueba producida. A 

continuación precisa, el primero de los temas, plantea el problema del concepto de la 

prueba; el segundo, el objeto de la prueba; el tercero, la carga de la prueba; el cuarto, 

el procedimiento probatorio; el ultimo la valoración de la prueba.  

Diferencia entre  prueba y medio probatorio  
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En opinión de Hinostroza (1998):  

La prueba puede ser concebida estrictamente como las razones que conducen al Juez 

a adquirir certeza sobre los hechos. Esta característica destaca en el ámbito del proceso.  

Los medios probatorios, en cambio, son los instrumentos que emplean las partes u 

ordena el magistrado de los que se derivan o generan tales razones. Por ejemplo: Puede 

darse el caso de un medio probatorio que no represente prueba alguna al no poder 

obtenerse de él ninguna razón que produzca el convencimiento del Juez.  

Por su parte Rocco, citado por Hinostroza (1998), en relación a los medios de prueba 

afirma que son: (…) medios suministrados por las partes a los órganos de control 

(órganos jurisdiccionales) de la verdad y existencia de los hechos jurídicos 

controvertidos, a fin de formar convicción de dichos órganos sobre la verdad o 

inexistencia de ellos.  

En el ámbito normativo:  

En relación a los medios de prueba o medios probatorios, si bien la legislación procesal 

civil no lo define, pero el contenido más cercano es la norma prevista en el Art.  188° 

del Código Procesal Civil que establece: ―Los medios probatorios tienen por 

finalidad acreditar los hechos expuestos por las partes, producir certeza en el  

Concepto de prueba para el Juez  

Según Rodríguez (1995), al Juez no le interesan los medios probatorios como objetos; 

sino la conclusión a que pueda llegar con la actuación de ellos: si han cumplido o no 
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con su objetivo; para él los medios probatorios deben estar en relación con la 

pretensión y con el titular del objeto o hecho controvertido.  

En el proceso los justiciables están interesados en demostrar la verdad de sus 

afirmaciones; sin embargo este interés particular, hasta de conveniencia se podría 

decir, no lo tiene el Juez.  

Para el Juez, la prueba es la comprobación de la verdad de los hechos controvertidos, 

ya sea que su interés sea encontrar la verdad de los hechos controvertidos, o la verdad 

para optar por una decisión acertada en la sentencia.  

El objeto de la prueba  

El mismo Rodríguez (1995), precisa que el objeto de la prueba judicial es el hecho o 

situación que contiene la pretensión y que el actor debe probar para alcanzar que se 

declare fundada la reclamación de su derecho. Es decir, para los fines del proceso 

importa probar los hechos y no el derecho.  

La carga de la prueba  

Para la Real Academia de la Lengua Española (2001), una de las acepciones del 

término cargar es, imponer a alguien o a algo un gravamen, carga u obligación.  

Jurídicamente, Rodríguez (1995) expone que la palabra carga no tiene un origen 

definido, se introduce en el proceso judicial  con un significado similar al que tiene en 

el uso cotidiano, como obligación. La carga, entonces es un accionar voluntario en el 

proceso para alcanzar algún beneficio, que el accionante considera en realidad como 

un derecho.   
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El principio de la carga de la prueba  

En forma general  

De conformidad con este principio la carga de probar le corresponde a los justiciables 

por haber afirmado hechos en su favor, o porque de los hechos expuestos se determina 

lo que solicita, o en todo caso por afirmar hechos contrarios a los que expone su parte 

contraria (...). De ahí que se diga, el principio de la carga de la prueba implica la 

autorresponsabilidad de los sujetos procesales por la conducta que adopten en el 

proceso, de modo que si no llegan a demostrar la situación fáctica que les favorezcan 

por no ofrecer medios probatorios o en todo caso los que hubieren presentado sean 

inidóneos, obtendrán una decisión o fallo desfavorable (Hinostroza, 1998).   

En el marco normativo, este principio se encuentra prevista en el Art. 196 del Código 

Procesal Civil, en el cual se indica: ―Salvo disposición legal diferente, la carga de 

probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los 

contradice alegando nuevos hechos‖ (Cajas, 2011).  

c. En forma específica. 

La carga de la prueba está regulada expresamente en la norma del Art.  33 de la Ley 

N° 27584, en el cual se lee: “Salvo disposición legal diferente, la carga de la prueba 

corresponde a quien afirma lo hechos que sustentan la pretensión. Sin embargo, si la 

actuación administrativa impugnada establece una sanción o medidas correctivas, o 

cuando por razón de su función o especialidad la entidad administrativa está en mejores 

condiciones de acreditas los hechos, la carga de probar le corresponde a ésta” (Jurista 

Editores, 2013, p. 822).  
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De lo expuesto se puede afirmar, que la carga de la prueba no opera de la misma forma 

en el proceso contencioso administrativo, la razón es simple, si antes de recurrir a la 

vía judicial hubo una discusión respecto de una pretensión, es obvio que la 

administración cuenta con todas las evidencias de donde emana una determina 

actuación o decisión, de ahí que la carga de la prueba pese más del lado de la 

administración que del administrado.  

10. Sistemas de valoración de la prueba  

Según Rodríguez (1995); Taruffo (2002)  

a. El sistema de la tarifa legal  

En este sistema la ley establece el valor de cada medio de prueba actuado en el proceso. 

El Juez admite las pruebas legales ofrecidas, dispone su actuación y las toma con el 

valor que la ley le da cada una de ellas en relación con los hechos cuya verdad se 

pretende demostrar. Su labor se reduce a una recepción y calificación de la prueba 

mediante un patrón legal. Por este sistema el valor de la prueba no lo da el Juez, sino 

la ley (Rodríguez, 1995).  

b. El sistema de valoración judicial  

En opinión de Rodríguez (1995):  En este sistema corresponde al Juez valorar la 

prueba, mejor dicho apreciarla. Apreciar es formar juicios para estimar los méritos de 

una cosa u objeto. Si el valor de la prueba lo da el Juez, ese valor resulta subjetivo, por 

el contrario en el sistema legal lo da la ley. La tarea del Juez es evaluativa con sujeción 

a su deber. Este es un sistema de valoración de la prueba de jueces y tribunales de 

conciencia y de sabiduría.  
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Según Taruffo (2002): De la prueba libre o de la libre convicción, como le denomina, 

supone ausencia de reglas e implica que la eficacia de cada prueba para la 

determinación del hecho sea establecida caso a caso, siguiendo los criterios no 

predeterminados, sino discrecionales y flexibles, basados en los presupuestos de la 

razón.  

Para Taruffo (2002), (...) en cierto sentido la prueba legal pretende precisamente 

impedir al Juez que use los criterios de la discrecionalidad racional, imponiéndole 

otros que en mayor o menor medida distinguen al juicio de hecho que se darían según 

los cánones de la aproximación a la realidad; para éste autor la prueba legal es 

irracional, porque excluye los criterios racionales de la valoración de la prueba.  

Precisa, que el derecho a prueba que normalmente está reconocida a las partes, sólo 

puede adquirir un significado apreciable sobre la base de una concepción racional de 

la convicción del juez.   

El principio de la libre convicción del Juez implica la libertad que éste tiene para 

escoger el material probatorio existente en el proceso, los elementos que considere 

significativos y determinantes para la decisión sobre el hecho (...), pero a su vez 

emerge el deber de motivar, entonces el Juez tendrá que justificar mediante 

argumentos donde evidencie o enuncie los criterios que ha adoptado para valorar las 

pruebas y, sobre esta base, justificar el juicio de hecho.  

Sobre éste último sistema Antúnez, expresa: (...) bajo este sistema de valoración, el 

juzgador se encuentra en plena libertad, no solo de valorar las pruebas que le 

presenten las partes, sino que, se encuentra en libertad de apreciar y disponer, de 
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oficio, las pruebas que estime necesarias para llegar a una determinación (Córdova, 

2011).  

 

 

La Sentencia 

Etimología  

Según Gómez (2008), la palabra ―sentencia‖ la hacen derivar del latín, del verbo:  

―Sentio, is, ire, sensi, sensum‖, con el significado de sentir; precisa, que en verdad 

que eso es lo que hace el juez al pronunciar sentencia, expresar y manifestar lo que 

siente en su interior, a través del conocimiento que se pudo formar de unos hechos que 

aparecen afirmados y registrados en el expediente.  

Por su parte, para la Real Academia de la Lengua Española (2001), el vocablo 

sentencia, se deriva del término latín sententia, que significa declaración del juicio y 

resolución del juez.  

Asimismo para Couture (2002, p. 227), ―el vocablo sentencia sirve para denotar, a un 

mismo tiempo, un acto jurídico procesal y el documento en que él se consigna.  

El término sentencia, entonces, se utiliza para referirse al veredicto que proviene de 

una autoridad respecto a un asunto, puesto en su conocimiento.   

Definiciones doctrinarias  
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En diversas fuentes y la praxis judicial al referirse a la sentencia, se le identifica como 

una resolución.   

Ciertamente, es una resolución y como tal, León (2008), autor del Manual de 

Redacción de Resoluciones Judiciales publicado por la AMAG, indica: ―una 

resolución jurídica, es aquella, sea de carácter administrativa o judicial, que pone fin a 

un conflicto mediante una decisión fundamentada en el orden legal vigente‖ (p.15).  

Asimismo, Couture (2002, p. 228); expone: ―La sentencia es un hecho, porque un 

hecho es todo fenómeno resultante de una actividad del hombre o de la naturaleza.  

La actividad del hombre, en este caso, el Juez, consiste en una serie de actitudes 

personales que son impuestas por deber profesional y que él cumple en el desempeño 

de su misión oficial. Esas actitudes pueden ser examinadas a través de sus apariencias 

exteriores, con prescindencia de su contenido. Desde éste punto de vista, en su puro 

aspecto externo de actividad humana, como simple hecho, en nada difiere la sentencia 

justa de la sentencia injusta, la sentencia que abre rumbos a la jurisprudencia de la que 

sigue la rutina anterior‖.  

En opinión Bacre (1992), (...) la sentencia es el acto jurídico procesal emanado del 

juez y volcado en un instrumento público, mediante el cual ejercita su poder-deber 

jurisdiccional, declarando el derecho de los justiciables, aplicando al caso concreto la 

norma legal a la que previamente ha subsumido  los hechos alegados y probados por 

las partes, creando una norma individual que disciplinará  las relaciones recíprocas  de 

los litigantes, cerrando el proceso e impidiendo su reiteración futura (Hinostroza, 2004, 

p. 89).  
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Para, Echandía (1985); la sentencia, es el acto por el cual el juez cumple la obligación 

jurisdiccional derivada del ejercicio del derecho de acción y del derecho de 

contradicción, en la sentencia el juez resuelve y se pronuncia sobre las pretensiones 

del demandante y las excepciones de mérito de fondo del demandado.   

Las partes de la sentencia y su denominación  

Sobre la denominación de sus partes, su contenido y otros aspectos, se han ocupado 

diversos autores. A continuación, algunos de ellos:  

Según León (2008): Todo raciocinio que pretenda analizar un problema dado para 

llegar a una conclusión requiere de, al menos tres pasos: formulación del problema, 

análisis y conclusión. Esta es una metodología de pensamiento muy asentada en la 

cultura occidental.  

  

En las matemáticas, por ejemplo, al planteamiento del problema le sigue el raciocinio 

(análisis) y luego la respuesta. En las ciencias experimentales, a la formulación del 

problema le sigue el planteamiento de las hipótesis y la verificación de las mismas 

(ambas etapas se pueden comprender en una etapa analítica) para llegar luego a la 

conclusión. En los procesos de toma de decisión en el ámbito empresarial o 

administrativo, al planteamiento del problema le sigue la fase de análisis para terminar 

con la toma de la decisión más conveniente.  

De igual forma, en materia de decisiones legales, se cuenta con una estructura 

tripartita para la redacción de decisiones: la parte expositiva, la parte considerativa y 

la parte resolutiva. Tradicionalmente, se ha identificado con una palabra inicial a 
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cada parte: VISTOS (parte expositiva en la que se plantea el estado del proceso y 

cuál es el problema a dilucidar), CONSIDERANDO (parte considerativa, en la que 

se analiza el  problema) y SE RESUELVE (parte resolutiva en la que se adopta una 

decisión). Como se ve, esta estructura tradicional corresponde a un método racional 

de toma de decisiones y puede seguir siendo de utilidad, actualizando el lenguaje a 

los usos que hoy se le dan a las palabras.  

La parte expositiva, contiene el planteamiento del problema a resolver. Puede adoptar 

varios nombres: planteamiento del problema, tema a resolver, cuestión en discusión, 

entre otros. Lo importante es que se defina el asunto materia de pronunciamiento con 

toda la claridad que sea posible.  

La parte considerativa, contiene el análisis de la cuestión en debate; puede adoptar 

nombres tales como ―análisis‖, ―consideraciones sobre hechos y sobre derecho 

aplicable‖, ―razonamiento‖, entre otros. Lo relevante es que contemple no sólo la 

valoración de los medios probatorios para un establecimiento razonado de los hechos 

materia de imputación, sino también las razones que desde el punto de vista de las 

normas aplicables fundamentan la calificación de los hechos establecidos.  

En el orden de ideas que venimos anotando, el contenido mínimo de una resolución de 

control sería el siguiente:   

a. Materia: ¿Quién plantea qué imputación sobre quién?, ¿cuál es el problema o la 

materia sobre la que se decidirá?  

b. Antecedentes procesales: ¿Cuáles son los antecedentes del caso?, ¿qué elementos 

o fuentes de prueba se han presentado hasta ahora?  
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c. Motivación sobre hechos: ¿Qué razones existen para, valorando los elementos de 

prueba, establecer los hechos del caso?  

d. Motivación sobre derecho: ¿Cuáles son las mejores razones para determinar qué 

norma gobierna el caso y cuál es su mejor interpretación?  

e. Decisión. En este marco, una lista esencial de puntos que no deben olvidarse al 

momento de redactar una resolución judicial son los siguientes:  

• ¿Se ha determinado cuál es el problema del caso?  

• ¿Se ha individualizado la participación de cada uno de los imputados o 

intervinientes en el conflicto?  

• ¿Existen vicios procesales?  

• ¿Se han descrito los hechos relevantes que sustentan la pretensión o pretensiones?  

• ¿Se han actuado las pruebas relevantes?  

• ¿Se ha valorado la prueba relevante para el caso?  

• ¿Se ha descrito correctamente la fundamentación jurídica de la pretensión?  

• ¿Se elaboró un considerando final que resuma la argumentación de base para la 

decisión?  

• La parte resolutoria, ¿señala de manera precisa la decisión correspondiente?  

• ¿La resolución respeta el principio de congruencia?  
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Según Gómez (2008), al referirse a la sentencia sostiene: la voz sentencia puede 

significar varias cosas, pero si se toma sentido propio y formal, en cuanto, a saber, es 

un pronunciamiento del juez para definir la causa (...), y  tiene tres partes principales 

que son: parte dispositiva, parte motiva y suscripciones (...); refiriéndose a cada uno 

indica:  

La parte dispositiva. (...), es la definición de la controversia (...), es la sustancia de la 

sentencia, a la cual conviene que se acerque el cuerpo o la forma, (...), y la publicación; 

porque la sentencia guarda su día, en el cual fue dada.  

La parte motiva. La motivación es ese mecanismo a través del cual, el juez se pone 

en contacto con las partes, explicándoles por qué y la razón de su proceder, al mismo 

tiempo que les garantiza el contradictorio, y el derecho de impugnación. Dicho de otro 

modo, la motivación tiene como propósito verificar que los jueces dejen patente el 

camino por el cual han llegado a la decisión y cómo han aplicado el derecho a los 

hechos.   

Suscripciones. En esta parte se precisa, el día en el cual se profiere la sentencia; es 

decir el día en el cual la sentencia según la norma (...) es redactada y suscrita; no el día 

en el cual debatieron, porque ese fue el día en que reunidos establecieron qué cosa 

había que establecer en la parte dispositiva de la sentencia. Establecida, por 

consiguiente, por los jueces, la parte dispositiva de la futura sentencia, la causa 

entonces es definitiva, pero la sentencia todavía no existe, existiendo sólo el día de la 

redacción y suscripción. Antes de esa fecha, solo se tiene un anuncio de sentencia. 

Continuando el autor, en mención, expone que la sentencia como acto que emana de 

un órgano jurisdiccional está revestida de una estructura, cuyo fin último es emitir un 
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juicio por parte del juez, para el cual se tiene que proceder a realizar tres operaciones 

mentales que son:   

En opinión de éste autor, la selección de la normativa; el análisis de los hechos, y la 

subsunción de los hechos por la norma; son los tres elementos que conforman la 

estructura interna de la sentencia.  

Dónde:  

La selección normativa; es decir la selección de la norma la que ha de aplicarse al 

caso concreto.  

Análisis de los hechos; es decir los elementos fácticos, a los cuales se aplicará la 

norma.  

La subsunción de los hechos a la norma; que consiste en un acople espontáneo de 

los hechos (facta) a la norma (in jure). Lo cual ha generado que algunos tratadistas 

sostengan, conciban y apliquen a la elaboración de la sentencia, el símil del silogismo; 

como aquel proceso lógico jurídico, donde la premisa mayor está representada por la 

norma, mientras que la premisa menor por los hechos alegados y vinculados al 

proceso.  

La conclusión; siendo como se indica, la conclusión, vendría a ser la subsunción, en 

donde el juez, con su autoridad, se pronuncia, manifestando que tal o cual hecho se 

encuentra subsumido en la ley. Con este proceso, el juez no haría más que conjugar el 

precepto legal con los hechos y las peticiones de las partes, armonizando la voluntad 

del legislador con la voluntad del juez.  
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Para éste autor la formulación externa de la sentencia debe evidenciar, que el juez ha 

tenido en cuenta no solo los hechos, sino también, el derecho, por consiguiente deberá 

considerar:  

a. Conocer los hechos afirmados y su soporte legal. Esto es cuando el juez da 

curso al proceso en base a la petición del actor, en este preciso momento él es todo un 

ignorante de los hechos, pues si los conociera estaría asumiendo la función de testigo; 

pero en la medida en que vayan haciendo su ingreso las pruebas al proceso, el juez se 

torna conocedor de los hechos, conocimiento que es suministrado por los elementos 

probatorios.  

b. Comprobar la realización de la ritualidad procesal. Si el proceso está 

constituido por una serie de actos, puestos por las partes y por el Juez, estos deben 

estar sometidos a las ritualidades procesales, cuya constatación corresponde al juez, y 

ello con el fin de que se respeten y se garanticen los derechos de las partes en contienda.  

c. Hacer el análisis crítico de las pruebas alegadas por las partes. Esto con el fin 

de constatar  la existencia de los hechos. No es suficiente, ni basta allegar al proceso 

los elementos probatorios, sino que se hace necesario que el juez lleve a cabo la 

función valorativa de los mismos, para lo cual debe realizar una operación de 

percepción, de representación, ya directa, ya indirecta, y por último, una operación de 

razonamiento de todo el caudal probatorio en base a la llamada ―sana crítica‖ con 

cuyo giro se requiere significar todo ese cúmulo de conocimientos de diversa índole: 

antropológicos, sociológicos, empíricos, susceptibles de engrosar el patrimonio 

cultural de una persona.  
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d. Interpretar la presunta normativa que subsume los hechos afirmados, y 

probados (demostrados).   

e. Proferir el fallo judicial (juicio) que supone la subsunción de los hechos en la 

norma y decidir con autoridad de causa (p.11-12).  

En esta exposición Gómez (2008), recapitula el apotegma de raigambre romana, donde 

el juez les dice a las partes “Dame los hechos, que te daré el derecho. El tribunal 

conoce y sabe de leyes”. En cuanto al silogismo, mencionado no se comparte, primero 

porque no es absoluto, y segundo porque en la realidad la administración de justicia es 

compleja tan igual como la misma realidad de donde emergen los conflictos, emitir 

una sentencia implica hacer uso, de algo más que la lógica formal.  

Sobre la sentencia, Andrés de Oliva y Miguel Ángel Fernández, citado por Hinostroza 

(2004) acotan: ―(...) Se estructuran las sentencias (...) en Antecedentes de hecho, 

fundamentos de derecho y, por último el fallo (...).  

Los antecedentes de hecho son la exposición, en párrafos separados, de los 

antecedentes del asunto, desde su inicio hasta el momento en que, precisamente, se 

halla el tribunal, esto es, el de dictar sentencia definitiva. Estos antecedentes son: sobre 

todo, procedimentales, lo que significa que  las pretensiones de las partes y los hechos 

en que las funden, que hubieren sido alegados oportunamente, y que estén enlazados 

con las cuestiones que hayan de resolverse (...), aparecen al hilo de una descripción del 

desarrollo del proceso (...).  

Los fundamentos de derecho son los párrafos (...) que contienen los argumentos 

jurídicos de las partes y, respecto de ellos, lo que el tribunal toma en consideración 
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para resolver sobre el objeto u objetos del proceso, en relación con las normas (...) y 

la doctrina (generalmente, interpretativa del Derecho positivo o explicitadora de 

principios generales del Derecho), que estimen aplicables (...).  

(...) Después de antecedentes y fundamentos, aparece el fallo (...). El fallo deber ser 

completo y congruente (...)  

En el fallo se hará referencia al tema de las costas, ya sea para condenar (por el criterio 

objetivo o por apreciar temeridad o mala fe), ya sea para expresar que no procede un 

especial pronunciamiento en esa materia‖ (p. 91).  

Sobre los mismos en desarrollo, se agrega el aporte que esgrime Aldo Bacre:  

―La doctrina divide a la sentencia en tres partes: Resultandos, considerandos y fallo 

(...),   

- Resultandos.   

En esta primera parte de la sentencia hay una exposición de las cuestiones planteadas, 

es decir, el juez sintetiza el objeto del proceso, su causa, señala quiénes intervienen en 

él, y menciona las etapas más importantes del trámite, como por ejemplo, si se abrió a 

prueba o tramitó la causa como de puro derecho, si se alegó,  si hubieron incidentes 

durante su transcurso, etc.  

El término ―resultandos‖, debe interpretarse en el sentido de ―lo que resulta o surge 

del expediente‖, es decir del conjunto de datos que se pueden extraer del mismo y que 

el juez destaca en esta parte introductoria de la sentencia. También, en la práctica se 

utiliza la expresión: Y VISTOS.  
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- Considerandos   

En esta segunda parte de la sentencia o ―considerandos‖, el juez no sólo necesitará 

convencerse a sí mismo, sino también a los litigantes y a la comunidad de la justicia 

de su decisión, por lo que tendrá que exponer los fundamentos o razonamientos en que 

apoyará  su fallo o conclusión.  

Los considerandos constituirán, entonces, la parte medular de la sentencia. Aquí el 

Juez desarrollará la fundamentación de su decisión, operación que a su vez, consta de 

tres fases o etapas: la reconstrucción de los hechos, a través de la consideración por 

separado de las cuestiones planteadas por las partes (...) y su cotejo con las pruebas 

producidas; la determinación de la norma aplicable (...) y el examen de los requisitos 

para la procedencia de la pretensión (...).  

- Fallo o parte dispositiva  

Constituye la tercera y última parte de la sentencia (...)  

El magistrado, luego de fundar su fallo en los hechos probados y en el derecho vigente 

aplicable al caso, debe decidir (...) condenando o absolviendo, en todo o en parte, en 

forma expresa, positiva y precisa, con arreglo a las pretensiones planteadas (Citado 

por Hinostroza, 2004 p. 91-92).  

En base a la exposición precedente, se puede afirmar que tanto en el ámbito 

normativo como en el doctrinario existe consenso de que la sentencia tiene tres partes 

bien diferencias, que son la parte expositiva, la considerativa y resolutiva, usando 

expresamente la denominación indicada en la norma del artículo 122 del Código 

Procesal Civil.   
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A su turno, Couture (2002), al abordar la sentencia expone: ―al mismo tiempo que un 

hecho y un acto, la sentencia es un documento, elemento material, indispensable en un 

derecho evolucionado, para reflejar su existencia y sus efectos hacia el mundo jurídico 

(...) continúa. El principio de inmutabilidad de la sentencia, exige, una redacción que 

asegure con la mayor eficacia su claro entendimiento.  

Asimismo, comparándola con la estructura de la demanda, le halla tres partes, 

preámbulo, considerandos y el fallo.  

La sentencia como documento, prueba, el hecho de haberse otorgado y su fecha, para 

todos, por precepto expreso de la ley, y prueba, asimismo, los hechos ocurridos ante 

el magistrado, de los que éste toma razón directa para su fallo. No prueba en cambio, 

la verdad de los hechos de los cuales el juez no es testigo, los que deben ser de nuevo 

probados en el otro juicio en que se desean acreditar‖ (p. 239-240).  

Descripción legal de la sentencia  

Descripción legal de la sentencia en las normas del proceso contencioso 

administrativo.  

Ley N° 27584 (Cajas, 2011, p. 925), se establece:   

Art. 41 º.- Sentencias estimatorias  

La sentencia que declare fundada la demanda podrá decidir en función de la pretensión 

planteada lo siguiente:  

La nulidad, total o parcial, ineficacia del acto administrativo impugnado, de acuerdo a 

lo demandado.   
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El restablecimiento o reconocimiento de una situación jurídica individualizada y la 

adopción de cuantas medidas sean necesarias para el restablecimiento o 

reconocimiento de la situación jurídica lesionada, aun cuando no hayan sido 

pretendidas en la demanda.  

La cesación de la actuación material que no se sustente en acto administrativo y la 

adopción de cuanta medida sea necesaria para obtener la efectividad de la sentencia, 

sin perjuicio de poner en conocimiento del Ministerio Público el incumplimiento para 

el inicio del proceso penal correspondiente y la determinación de los daños y perjuicios 

que resulten de dicho incumplimiento.  

El plazo en el que la administración debe cumplir con realizar una determinada 

actuación a la que está obligada, sin perjuicio de poner en conocimiento  del Ministerio 

Público el incumplimiento para el inicio del proceso penal correspondiente y la 

determinación de los daños y perjuicios que resulten de dicho incumplimiento.  

El monto de la indemnización por los daños y perjuicios ocasionados.  

c. Descripción legal de la sentencia en las normas de carácter procesal civil 

(Sagástegui, 2003, p. 286–293;  Cajas, 2011, p. 597-599),  

Se contempla las siguientes disposiciones:  

Art. 119°. Forma de los actos procesales. En las resoluciones y actuaciones judiciales 

no se emplean abreviaturas. Las fechas y las cantidades se escriben con letras. Las 

referencias a disposiciones legales y a documentos de identidad pueden escribirse en 

números (...).  
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Art. 120°. Resoluciones. Los actos procesales a través de los cuales se impulsa o 

decide al interior del proceso o se pone fin a éste, pueden ser decretos, autos y 

sentencias.   

Art. 121°. Decretos, autos y sentencias. Mediante los decretos se impulsa el desarrollo 

del proceso, disponiendo actos procesales de simple trámite. Mediante los autos el juez 

resuelve la admisibilidad o rechazo de la demanda o de la reconvención, saneamiento, 

interrupción, conclusión y la forma especial de conclusión del proceso, el consesorio 

o denegatorio de los medios impugnatorios, la admisión o improcedencia o 

modificación de medidas cautelares y las demás decisiones que requieran motivación 

para su pronunciamiento.  

Mediante la sentencia, el juez pone fin a la instancia o al proceso en definitiva, 

pronunciándose en decisión expresa, precisa y motivada sobre la cuestión 

controvertida declarando el derecho de las partes, o excepcionalmente sobre la validez 

de la relación procesal.  

Art. 122°. Contenido y suscripción de las resoluciones. Las resoluciones contienen:  

 La indicación del lugar y fecha en que se expiden;  

 El número de orden que les corresponde dentro del expediente o del cuaderno en que 

se expiden;  

 La mención sucesiva de los puntos sobre los que versa la resolución con las 

consideraciones, en orden numérico correlativo, de los fundamentos de hecho que 

sustentan la decisión, y los respectivos de derecho con la cita de la norma o según el 

mérito  de lo actuado,  



61  

  

 La expresión clara y precisa de lo que se decide u ordena, respecto de todos los puntos 

controvertidos. Si el Juez denegase una petición por falta de algún requisito o por una 

cita errónea de la norma aplicable a su criterio, deberá en forma expresa indicar el 

requisito faltante y la norma correspondiente;  

 El plazo para su cumplimiento, si fuera el caso;  

 La condena en costas y costos y, si procediera, de multas; o la exoneración de su pago; 

y,  

 La suscripción del Juez y del Auxiliar jurisdiccional respectivo.  

En primera y segunda instancias, así como en la Corte Suprema, los autos llevan media 

firma y las sentencias firma completa del Juez o Jueces, si es órgano colegiado. Cuando 

los órganos jurisdiccionales colegiados expidan autos, sólo será necesaria la 

conformidad y la firma del número de miembros que hagan mayoría relativa.  

Los decretos son expedidos por los Auxiliares Jurisdiccionales respectivos y serán 

suscritos con su firma completa, salvo aquellos que se expidan por el Juez dentro de 

las audiencias.   

Art. 125°. Las resoluciones judiciales serán numeradas correlativamente en el día de 

su expedición, bajo responsabilidad.  

La obligación de motivar 

En el marco constitucional  

Está prevista en la Constitución Política del Estado que a la letra establece ―Art. 139°: 

Principios y Derechos de la Función Jurisdiccional. (...). Inc. 3°: La motivación escrita 
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de las resoluciones judiciales en todas las instancias excepto los decretos de mero 

trámite, con mención expresa de la ley aplicable y los fundamentos de hecho en que 

se sustentan‖ (Chanamé, 2009, p. 442).  

Comentando la norma glosada el mismo autor expone: ―Esta garantía procesal es 

válida e importante  en todo proceso judicial. En lo que respecta al Juez, éste se halla 

sometido a la Constitución y la leyes; textualmente la Constitución precisa que la 

labor del Juez consistirá en tomar decisiones basada en fundamentos de hecho y de 

derecho‖ (Chanamé, 2009, p. 442).  

2.2.6.4.6.2. En el marco legal  

Al examinar las normas procesales, el tema de la motivación está previsto en todas 

ellas:  

En la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuyo numeral 12 contempla:   

―Todas las resoluciones con excusión de las de mero trámite, son motivadas, bajo 

responsabilidad, con expresión  de los fundamentos  en que se sustentan. Esta 

disposición  alcanza a los órganos jurisdiccionales de segunda instancia que absuelve 

el grado, en cuyo caso, la reproducción de los fundamentos de la resolución recurrida, 

no constituye motivación suficiente‖ (Gómez, 2010, p. 884-885).      

Al término de lo expuesto, conforme a lo establecido en la Constitución Política del 

Estado y la Ley Orgánica del Poder Judicial todos los jueces deben motivar sus 

decisiones, con sujeción a la Constitución y la ley, se en cuanto entiende la ley de la 

materia que estén resolviendo, y muy al margen que en algunas de ellas no se regula 
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la motivación en forma aplica y explícita, lo que se tiene que hacer es motivar, es decir 

justificar la decisión con argumentos o razones explícitas, completas y suficientes.  

Medios impugnatorios   

Recurso de apelación  

Es un medio impugnatorio que se formula ante el mismo órgano jurisdiccional que 

emitió la resolución recurrida: auto o sentencia. De acuerdo con la norma del artículo 

364 del Código Procesal Civil tiene por objeto, que el órgano jurisdiccional superior 

examine, a solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución que les produzca 

agravio, con el propósito de que sea anulada o revocada, total o parcialmente. Es una 

garantía constitucional prevista en el artículo 139 inciso 6 como uno de los Principios 

y Derechos de la función jurisdiccional, mediante el cual se materializa el derecho a la 

doble instancia (Cajas, 2011).   

En el caso concreto se ha interpuesto éste medio impugnatorio, siendo el que interpuso 

el Representante Legal del Gobierno Regional de Junín.  

El recurso de casación  

De acuerdo a la norma del artículo 384 del Código Procesal Civil, es un medio 

impugnatorio mediante el cual las partes o terceros legitimados solicitan que se anule 

o revoque total o parcialmente, un acto procesal presuntamente afectado por vicio o 

error. Persigue la correcta aplicación e interpretación del derecho objetivo y la 

unificación de la jurisprudencia nacional La regulación completa de la institución 

jurídica en mención como: tipo de resoluciones contra los cuales se interpone, 
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causales, requisitos de forma, requisitos de fondo y otros están previstos en las normas 

de los artículos 385 a 400 del Código Procesal Civil (Cajas, 2011).  

No se evidencia éste medio impugnatorio en el caso concreto.  

Marco normativo del derecho al trabajo  

Sobre el derecho al trabajo se han pronunciado normas de rango constitucional y 

normas de menor rango.  

En el caso de la normatividad peruana, se encuentra previsto en la norma del Art. 2 

inciso 15, que a la letra indica: ―Título I: De la Persona y de la Sociedad. Capítulo I: 

Derecho Fundamentales de la persona:  

Artículo 2°. Toda persona tiene derecho: (...) Inciso 15: A trabajar libremente, con 

sujeción a la ley.  

Artículo 22°: El trabajo es un deber y un derecho. Es base del bienestar social y un 

medio de realización de la persona.  

Artículo 23°: El trabajo, es sus diferentes modalidades, es objeto de atención, en 

especial mediante políticas de fomento del empleo productivo y de educación para el 

trabajo.  

Ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos constitucionales, ni 

desconocer o rebajar la dignidad del trabajador.  

Nadie está obligado a prestar sin retribución o sin su libre consentimiento  



65  

  

Artículo 24°: El trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, 

que procure para él y su familia, el bienestar material y espiritual.  

El pago de la remuneración y de los beneficios sociales del trabajador tiene prioridad 

sobre cualquier otra obligación del empleador.  

Las remuneraciones mínimas se regulan por el Estado con participación de las 

organizaciones representativas de los trabajadores y los empleadores.  

Artículo 25°: La jornada ordinaria de trabajo es de ocho horas diarias o cuarentiocho 

horas semanales, como máximo. En caso de jornadas acumulativas o atípicas, el 

promedio de horas trabajadas en el periodo correspondiente no puede superar dicho 

máximo.  

Los trabajadores tienen derecho a descanso semanal y anual remunerados. Su disfrute 

y su compensación se regulan por ley o por convenio.  

Artículo 26°: En la relación laboral se respetan los siguientes principios:  

1. Igualdad de oportunidades sin discriminación  

2. Carácter irrenunciable de los derechos reconocidos por la Constitución y la ley.  

3. Interpretación favorable al trabajador en caso de duda insalvable sobre el sentido de 

una norma  

Artículo 27°: La ley otorga al trabajador adecuada protección contra el despido 

arbitrario.  
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Artículo 28°: El Estado reconoce los derechos de sindicación, negociación colectiva y 

huela. Cautela su ejercicio democrático.  

1. Garantiza la libertad sindical  

2. Fomenta la negociación colectiva y promueve formas de solución pacífica de los 

conflictos laborales.  

3. Regula el derecho de huelga para que se ejerza en armonía con el interés social. 

Señala sus excepciones y limitaciones.  

Artículo 29°: El Estado reconoce el derecho de los trabajadores a participar en 

utilidades de la empresa y promueve otras formas de participación (EDIGRABER, 

2011, p. 9-29).  

Evidentemente a la sombra del marco constitucional existe un sin número de normas 

laborales como actividades laborales existen y se practican en cada realidad, lo cual 

precisamente imposibilita codificarlo, en vista que la realidad es tan cambiante como 

las prácticas laborales, considerando que, para sea tratado como trabajo, debe sujetarse 

a presupuestos que se han vertido en el concepto al derecho al trabajo, estos son: 

subordinación y contraprestación.  

Precisamente, el Decreto de Urgencia N° 037- 94, cuyo cumplimiento se solicitó a 

través del presente proceso contencioso administrativo, es viable; porque entre la parte 

demandante y la parte demandada pre existe un relación laboral, y dentro de ese marco 

normativo los accionante solicitan el cumplimiento de una bonificación establecida en 

el decreto citado.  
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La Bonificación  

Este concepto se usa en el contexto de la economía y las finanzas públicas. A veces 

también llamada bono, un pago que se concede a los trabajadores como consecuencia 

de circunstancias especiales (Diccionario Economía Administración y Finanzas, s.f.).   

La regulación de la bonificación según el DU N° 037-94.  

Este instrumento legal ha sido emitido por el Presidente de la República, publicado el 

21 de julio de 1994, y establece que ―A partir del 1 de julio de 1994 el ingreso total 

permanente percibido por los servidores activos y cesante de la Administración 

Publica no será menor de trescientos y 00/100 nuevos soles‖ (Artículo 1°) y además 

ordena ―Otorgarse a partir del 1 de julio de 1994, una Bonificación Especial a los 

servidores de la administración, así como al personal comprendido en la Escala N° 11 

del Decreto Supremo N° 051-91-PCM, que desempeñen cargos directivos y jefaturales 

(…)‖ (Artículo 2°).   
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2.3. Marco Conceptual 

Acto jurídico procesal. Es el acto jurídico emanado de las partes, de los agentes de la 

jurisdicción o aun de los terceros ligados al proceso, susceptible de crear, modificar o 

extinguir efectos procesales (Poder Judicial, 2013).  

Calidad. Es la propiedad o conjunto de propiedades inherentes a una cosa que 

permiten apreciarla como igual, mejor o peor que las restantes de su especie (Real 

Academia de la Lengua Española, 2001).  

Carga de la prueba. Obligación consistente en poner a cargo de un litigante la 

demostración de la veracidad de sus proposiciones de hecho en un juicio. El 

requerimiento es facultad de la parte interesada de probar su proposición./ Obligación 

procesal a quién afirma o señala (Poder Judicial, 2013).  

Derechos fundamentales. Conjunto básico de facultades y libertades garantizadas 

judicialmente que la constitución reconoce a los ciudadanos de un país determinado 

(Poder Judicial, 2013).  

Distrito Judicial. Parte de un territorio en donde un Juez o Tribunal ejerce jurisdicción 

(Poder Judicial, 2013).  

Doctrina. Conjunto de tesis y opiniones de los tratadistas y estudiosos del Derecho 

que explican y fijan el sentido de las leyes o sugieren soluciones para cuestiones aun 

no legisladas. Tiene importancia como fuente mediata del Derecho, ya que el prestigio 

y la autoridad de los destacados juristas influyen a menudo sobre la labor del legislador 

e incluso en la interpretación judicial de los textos vigentes (Cabanellas, 1998).  

Expresa. Claro, evidente, especificado, detallado. Ex profeso, con intención, 

voluntariamente de propósito (Cabanellas, 1998).  
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Evidenciar. Hacer patente y manifiesta la certeza de algo; probar y mostrar que no 

solo es cierto, sino claro (Real Academia de la Lengua Española, 2001).  

Expediente. Es la carpeta material en la que se recopilan todos las actuaciones 

judiciales y recaudos que se establecen en un proceso judicial de un caso concreto (Lex 

Jurídica, 2012).  

Instancia. Cada una de las etapas o grados del proceso. Corrientemente en la 

tramitación de un juicio se puede dar dos instancias: una primera, que va desde su 

iniciación hasta la primera sentencia que lo resuelve, y una segunda, desde la 

interpretación del recurso de apelación hasta la sentencia que en ella se pronuncie. 

Instancia significa también el requerimiento que los litigantes dirigen a los jueces, 

dentro del proceso, para que adopten una determinada medida, y en este sentido se 

habla de las que pueden o tienen que ser tomadas a instancia de parte 

(Cabanellas,1998).  

Juez “a quo”. (Derecho Procesal) El que emitió una resolución que es impugnada por 

un recurso de alzada, es decir, para que sea resuelto por el superior jerárquico (Véase 

Juez ―Ad Quen‖) (Poder Judicial, 2013).  

Juez “adquen”. (Derecho Procesal) El superior jerárquico que conoce el recurso de 

alzada interpuesto a una resolución emitida por un inferior jerárquico (Veáse: Juez 

―A Quo‖) (Poder Judicial, 2013).  

Juzgado. Dícese del tribunal donde despacha el juez. Genéricamente se habla de 

juzgado de menores, juzgado penal, etc. Oficina en que labora el juez (Poder Judicial, 

2013).  

Jurisprudencia. Criterio sobre un problema jurídico establecido por una pluralidad 

de sentencias concordes. Conjunto de las sentencias de los tribunales, y doctrina que 
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contienen (Real Academia de la Lengua Española, 2001). Se entiende por 

jurisprudencia la interpretación que de la ley hacen los tribunales para aplicarla a los 

casos sometidos a su jurisdicción. Así pues, la jurisprudencia está formada por el 

conjunto de sentencias dictadas por los miembros del poder Judicial sobre una materia 

determinada (Cabanellas, 1998).  

Justiciable. Es el ciudadano en cuanto está sometido a los órganos judiciales y, al 

mismo tiempo, puede recurrir a ellos en defensa de sus derechos (Poder Judicial, 

2013).  

Individualizar. Acción de Individuar. Especificar algo, tratar de ello con 

particularidad y por menor (Real Academia de la Lengua Española, 2001).  

Introducción. Exordio de un discurso o preámbulo de una obra literaria o científica 

(Real Academia de la Lengua Española, 2001).  

Medios probatorios. Son las actuaciones que, dentro de un proceso judicial, 

cualquiera que sea su índole, se encaminan a confirmar la verdad o a demostrar la 

falsedad de los hechos aducidos en el juicio (Lex Jurídica, 2012).  

Parámetro. Dato o factor que se toma como necesario para analizar o valorar una 

situación (Real Academia de la Lengua Española, 2001).  

Pertinente. Perteneciente o correspondiente a algo (Real Academia de la Lengua 

Española, 2001).  

Primera instancia. Es la primera jerarquía competencial en que inicia un proceso 

judicial (Lex Jurídica, 2012).  

Sala. Denominación que en los tribunales colegiados se da a las varias secciones en 

que están divididos. El conjunto de magistrados que constituyen cada una de tales 

divisiones judiciales, para acelerar la tramitación de las causas o por las ramas 
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jurídicas, como en los tribunales supremos o cortes supremas. (Cabanellas, 1998, p. 

893).  

Sana crítica.  (Derecho Procesal). Denominación dada a la libertad de criterio con que 

cuenta la autoridad jurisdiccional para resolver la litis y valorar las pruebas con criterio 

de conciencia, con cargo a fundamentar las decisiones tomadas (Poder Judicial, 2013).  

Segunda instancia. Es la segunda jerarquía competencial en que inicia un proceso 

judicial (Lex Jurídica, 2012).  

Sentencia. Del latín Sentiendo, por expresar lo que opina, es aquella resolución que 

se pronuncia sobre la litis del proceso poniendo fin a la instancia. / Parte última de 

proceso judicial, por la cual el juez debe resolver con relevancia jurídica el conflicto 

de intereses, aplicando con criterio lógico el derecho que corresponde a cada caso 

concreto para la resolución de la controversia  (Poder Judicial, 2013).  

Medios probatorios. Son las actuaciones que, dentro de un proceso judicial, 

cualquiera que sea su índole, se encaminan a confirmar la verdad o a demostrar la 

falsedad de los hechos aducidos en el juicio (Lex Jurídica, 2012).  

Normatividad. Cualidad de normativo (Real Academia de la Lengua Española, 2001).  
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III. METODOLOGÍA  

3.1. Tipo y nivel de investigación  

3.1.1. Tipo de investigación   

Cuantitativo cualitativo. Cuantitativo, porque la investigación ha partido del 

planteamiento de un problema delimitado y concreto; se ocupa de aspectos específicos 

externos del objeto de estudio, y el marco teórico que guía el estudio ha sido elaborado 

sobre la base de la revisión de la literatura. Cualitativo, por la forma de recolección y 

análisis de los datos, ambas etapas se realizan a la vez, el análisis comienza al mismo 

tiempo que la recolección de datos (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

3.1.2. Nivel de investigación  

Exploratorio descriptivo. Exploratorio, porque el objetivo ha sido examinar una variable 

poco estudiada; no se hallaron estudios similares realizados, con una propuesta 

metodológica similar. Se orienta a familiarizarse con la variable y tiene como base la 

revisión de la literatura que contribuye a resolver el problema de investigación. 

 3.2. Diseño de investigación  

No experimental, transversal, retrospectivo. No experimental; porque no existe 

manipulación de la variable; sino observación del fenómeno tal como se dan en su 

contexto natural, para posteriormente analizarlos. Los datos reflejan la evolución natural 

de los eventos, ajeno a la voluntad del investigador. Retrospectivo, porque la planificación 

de la toma de datos se ha efectuado de registros (sentencia) donde el investigador no tiene 

participación. En el caso concreto, la evidencia empírica está referida a una realidad 
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pasada. Transversal, porque el número de ocasiones en que se ha medido la variable es 

una vez; lo que significa que  el recojo de datos se ha realizado en un momento exacto del 

transcurso del tiempo. También se le conoce como transeccional (Supo, s.f.; Hernández, 

Fernández & Batista, 2010). 

3.3. Objeto de estudio y variable en estudio   

El objeto de estudio, lo conformaron las sentencias de primera y segunda instancia sobre 

el Acción Contenciosa administrativa Expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, 

perteneciente al Primer Juzgado Especializado en lo Laboral de la ciudad de Ucayali, del 

Distrito Callería. La variable en estudio ha sido: la calidad de las sentencias de primera y 

segunda instancia. La operacionalización de la variable se presenta en el anexo N° 1.   

3.4. Fuente de recolección de datos 

 Ha sido el expediente judicial N°  00631-2015-0-2402-JR-LA-01, perteneciente al Primer 

Juzgado Especializado en lo Laboral de la ciudad de Ucayali, del Distrito Judicial de 

Ucayali, seleccionado de acuerdo a la técnica por conveniencia, que es un muestreo no 

probabilístico; porque se elige en función a la experiencia y comodidad del investigador 

(Casal, 2003).  

3.5. Procedimiento de recolección y plan de análisis de datos 

Se ejecuta por etapas o fases, conforme sostienen Do Prado, De Souza y Carraro (2008), 

y consiste en:    

3.5.1. La primera etapa: abierta y exploratoria. Será una actividad que consistirá en 

aproximarse gradual y reflexivamente al fenómeno, estará guiado por los objetivos de la 
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investigación; donde cada momento de revisión y comprensión será una conquista; es 

decir, será un logro basado en la observación y el análisis. En esta fase se concretará, el 

contacto inicial con la recolección de datos. 

3.5.2. La segunda etapa: más sistematizada, en términos de recolección de datos. 

También, será una actividad orientada por los objetivos, y la revisión permanente de la 

literatura, porque facilitará la identificación e interpretación de los datos.  

3.5.3. La tercera etapa: consistente en un análisis sistemático. Será una actividad 

observacional, analítica, de nivel profundo orientada por los objetivos, articulando los 

datos con la revisión de la literatura.  

3.6. Consideraciones éticas.  

El investigador está sujeto a lineamientos éticos básicos de objetividad, honestidad, 

respeto de los derechos de terceros, relaciones de igualdad, así como a evidenciar un 

análisis crítico. Es decir, que ha asumido compromisos éticos durante todo el proceso de 

investigación; para cumplir el principio de reserva, el respeto a la dignidad humana y el 

derecho a la intimidad (Gaceta Jurídica, 2005) anexo N° 3. 

3.7. Rigor científico 

Para asegurar la confortabilidad y credibilidad; minimizar los sesgos y tendencias, y 

rastrear los datos en su fuente empírica (Hernández, Fernández & Batista, 2010), se ha 

insertará el objeto de estudio: sentencias de primera y segunda instancia, que se 

evidenciará como   Anexo 4.  

Finalmente se precisa, que la elaboración y validación del instrumento; la 

operacionalización de la variable (Anexo 1); Los procedimientos para la recolección, 
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organización y calificación de los datos (Anexo 2); el contenido de la Declaración de 

Compromiso Ético (Anexo 3); el diseño de los cuadros para presentar los resultados, y el 

procedimiento aplicado para la determinación de las sub dimensiones, las dimensiones y 

la variable en estudio, fue realizado por la Abog. EUDOCIO PAUCAR ROJAS (Docente 

en investigación – ULADECH Católica –PUCALLA- PERU).
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V. RESULTADOS 

4.1. Resultados 

Cuadro 1: Calidad de la parte expositiva de la sentencia de primera instancia sobre acción contencioso administrativo; con 

énfasis en la calidad de la introducción y de la postura de las partes, en el expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del 

Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 
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 1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la sentencia, indica el N° de expediente, el número de 

resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál es el problema sobre lo que se decidirá?   Si 

cumple 

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al demandado, y al del tercero 

legitimado; éste último en los casos que hubiera en el proceso). Si cumple 

4. Evidencia aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista un proceso regular, sin vicios 

procesales, sin nulidades, que se ha agotado los plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento de las 

formalidades del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si cumple       

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple 
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1. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandante. Si cumple 

2. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandado. Si cumple 

3. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos expuestos por las partes. Si cumple 

4. Explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos respecto de los cuales se va resolver. No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple 
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Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 
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Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la introducción y de la postura de las partes, se realizó en el texto completo de la parte expositiva 

incluyendo la Cabecera 

LECTURA. El cuadro 1, revela que la calidad de la parte expositiva de la sentencia de primera instancia fue de rango: muy 

alta. Se derivó de la calidad de la introducción, y la postura de las partes, que fueron de rango: muy alta y alta, respectivamente. 

En la introducción, se encontraron los 5 parámetros previstos: el encabezamiento; el asunto; la individualización de las partes; los 

aspectos del proceso; y la claridad. Por su parte, en la postura de las partes, se encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: explicita 

y evidencia congruencia con la pretensión del demandante; explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandado; 

explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos expuestos por las partes, y la claridad; mientras que 1: explicita 

los puntos controvertidos o aspectos específicos respecto de los cuales se va resolver, no se encontró. 
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Cuadro 2: calidad de la parte considerativa de la sentencia de primera instancia sobre acción contencioso administrativo; 

con énfasis en la calidad de la aplicación del principio de motivación de los hechos y la motivación del derecho en el 

expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 
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1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. (Elemento imprescindible, expuestos en forma 

coherente, sin contradicciones, congruentes y concordantes con los alegados por las partes, en función de los hechos relevantes 

que sustentan la pretensión(es). Si cumple 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realiza el análisis individual de la fiabilidad y validez de los medios 

probatorios si la prueba practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos, se ha verificado los requisitos 

requeridos para su validez). Si cumple 

3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido evidencia completitud en la valoración, y no 

valoración unilateral de las pruebas, el órgano jurisdiccional examina todos los posibles resultados probatorios, interpreta la 

prueba, para saber su significado). No cumple 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma 

convicción respecto del valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor 

decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple 
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1.  Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones 

(El contenido señala la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en cuánto 

validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es coherente). 

Si cumple 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido se orienta a explicar el procedimiento utilizado por 

el juez para dar significado a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) Si cumple 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales.  (La motivación evidencia que su razón de ser es la aplicación 

de una(s) norma(s) razonada, evidencia aplicación de la legalidad). Si cumple 

4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión. (El contenido 

evidencia que hay nexos, puntos de unión que sirven de base para la decisión y las normas que le dan el correspondiente 

respaldo normativo). Si cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor 

decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple 
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Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 



80  

  

Nota1. La búsqueda e identificación de los parámetros de la motivación de los hechos y la motivación del derecho, se realizó en el texto completo de la parte 

considerativa. Nota 2. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración. 

LECTURA.  El cuadro 2, revela que la calidad de la parte considerativa de la sentencia de primera instancia fue de rango: 

muy alta. Se derivó de la calidad de la motivación de los hechos, y la motivación del derecho, que fueron de rango: alta y muy 

alta, respectivamente. En la motivación de los hechos, se encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: razones que evidencian 

la selección de los hechos probados e improbados; razones que evidencian la fiabilidad de las pruebas; razones que evidencian 

aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia, y la claridad.  Mientras 1; razones que evidencian 

aplicación de la valoración conjunta, no se encontro. Asimismo, en la motivación del derecho se encontraron los 5 parámetros 

previstos: razones orientadas a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada(s) ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y 

pretensiones; razones orientadas a interpretar las normas aplicadas; razones orientadas a respetar los derechos fundamentales; 

razones orientadas a establecer la conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión, y la claridad. 
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Cuadro 3: calidad de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia sobre acción contenciosos administrativo; con 

énfasis en la calidad de la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de la decisión, en el expediente N° 

00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 
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 1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones oportunamente ejercitadas. (Es completa). Si Cumple 

2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más que de las pretensiones ejercitadas. (No se extralimita/Salvo que la ley 

autorice pronunciarse más allá de lo solicitado). Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, 

en primera instancia. No cumple. 

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa 

respectivamente. No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor 

decodifique las expresiones ofrecidas).  Si cumple 
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1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si cumple 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena.  Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada/ el derecho reclamado, o la 

exoneración de una obligación.  Si cumple 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el pago de los costos y costas del proceso, 

o la exoneración si fuera el caso. No cumple 

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor 

decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple 

    

 

X 

 

Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 

Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de la decisión, se realizó en el texto 

completo de la parte resolutiva. 
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LECTURA. El cuadro 3, revela que la calidad de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia fue de rango: alta. 

Se derivó de la calidad de la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión, que fueron de rango: mediano 

y alto; respectivamente. En la aplicación del principio de congruencia, se encontraron 3 de los 5 parámetros: El pronunciamiento 

evidencia resolución de todas las pretensiones oportunamente ejercitadas; pronunciamiento evidencia resolución nada más que 

de las pretensiones ejercitadas; Evidencia claridad. Mientras que 2: pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas 

precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en primera instancia; pronunciamiento evidencia correspondencia 

(relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa respectivamente, no se encontraron.  Finalmente, en la descripción de 

la decisión se encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena; evidencia 

mención clara de lo que se decide u ordena; evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada (el derecho 

reclamado, o la exoneración de una obligación); y la claridad. Mientras que 1: evidencian mención expresa y clara a quien le 

corresponde el pago de los costos y costas del proceso (o la exoneración si fuera el caso, no se encontró.  
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Cuadro 4: calidad de la parte expositiva de la sentencia de segunda instancia sobre acción contenciosos administrativo; con 

énfasis en la calidad de la introducción y de la postura de las partes, en el expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del 

Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 
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1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la sentencia, indica el N° de expediente, el 

número de resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, 

jueces, etc. No cumple 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál es el problema sobre lo que se 

decidirá?, el objeto de la impugnación, o la consulta; los extremos a resolver. Si cumple 

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al demandado, y al 

del tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en el proceso). No cumple 

4. Evidencia aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista un proceso regular, 

sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado los plazos, las etapas, advierte constatación, 

aseguramiento de las formalidades del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. No 

cumple. 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco 

de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de 

vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple. 
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1. Evidencia el objeto de la impugnación/la consulta (El contenido explicita los extremos 

impugnados en el caso que corresponda). Si cumple 

2. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos que sustentan la 

impugnación/o la consulta. No cumple. 

3. Evidencia la pretensión(es) de quien formula la impugnación/o de quien ejecuta la consulta. Si 

cumple 

4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte contraria al impugnante/de las partes si los autos se 

hubieran elevado en consulta/o explicita el silencio o inactividad procesal. No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco 

de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de 

vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple 
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Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 
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Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la introducción y de la postura de las partes, se realizó en el texto completo de la parte expositiva 

incluyendo la cabecera. 

LECTURA. El cuadro 4, revela que la calidad de la parte expositiva de la sentencia de segunda instancia fue de rango 

mediana. Se derivó de la calidad de la introducción, y la postura de las partes que fueron de rango: baja y mediana, 

respectivamente: En la introducción, se encontraron 2 de los 5 parámetros previstos: el encabezamiento; evidencia el asunto; 

evidencia claridad, mientras que 3: Encabezamiento; individualización de las partes; aspectos del proceso, no se encontraron. De 

igual forma en, la postura de las partes se encontraron 3 de los 5 parámetros previstos: evidencia el objeto de la impugnación; 

evidencia la pretensión de quien formula la impugnación; y la claridad; mientras que 2 de los 5 parámetros: evidencia congruencia 

con los fundamentos fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación, evidencia la pretensiones de la parte contraria al 

impugnante; no se encontraron. 
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Cuadro 5: Calidad de la parte considerativa de la sentencia de segunda instancia sobre acción contenciosos administrativo; 

con énfasis en la calidad de la aplicación del principio de motivación de los hechos y la motivación del derecho, en el 

expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 
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 1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. (Elemento imprescindible, expuestos en forma coherente, sin 

contradicciones, congruentes y concordantes con los alegados por las partes, en función de los hechos relevantes que sustentan la pretensión(es). Si 

cumple  

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realiza el análisis individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba 

practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos, se ha verificado los requisitos requeridos para su validez). Si cumple 

3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido evidencia completitud en la valoración, y no valoración unilateral de las 

pruebas, el órgano jurisdiccional examina todos los posibles resultados probatorios, interpreta la prueba, para saber su significado). No cumple 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del 

valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto). No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple 
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1.  Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones.  (El contenido señala 

la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su  vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en cuanto a validez formal y legitimidad, en cuanto no 

contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es coherente). Si cumple 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido se orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar 

significado a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez). Si cumple 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales.  (La motivación evidencia que su razón de ser es la aplicación de una(s) norma(s) 

razonada, evidencia aplicación de la legalidad). Si cumple 

4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión. (El contenido evidencia que hay nexos, puntos 

de unión que sirven de base para la decisión y las normas que le dan el correspondiente respaldo normativo).  Si cumple  

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple 
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Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 

Nota 1. La búsqueda e identificación de los parámetros de la motivación de los hechos, y la motivación del derecho, se realizó en el texto completo de la 

parte considerativa. 
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Nota 2. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración. 

LECTURA. El cuadro 5, revela que la calidad de la parte considerativa de la sentencia de segunda instancia fue de rango: 

alta. Se derivó de la calidad de la motivación de los hechos, y la motivación del derecho, que fueron de rango: mediano y alta; 

respectivamente. En la motivación de los hechos, se encontraron 3 de los 5 parámetros previstos: las razones evidencian la 

selección de los hechos probados o improbados; las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas; y la claridad; mientras que 2; 

las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta; las razones evidencian aplicación de las reglas de la sana crítica y las 

máximas de la experiencia; no se encontraron. Finalmente, en la motivación del derecho, se encontraron 4 de los 5 parámetros 

previstos: las razones se orientan a evidenciar que la norma aplicada fue seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones; las 

razones se orientan a interpretar las normas aplicadas; las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales; las razones 

se orientan a establecer la conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión, y la claridad. Mientras que 1;  Las 

razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión no se han encontrado. 
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Cuadro 6: calidad de la parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia sobre acción  contencioso administrativo con 

énfasis en la calidad de la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de la decisión, en el expediente N° 

00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 
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 1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio/ o los 

fines de la consulta. (Es completa). Si cumple  

2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más que de las pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio/ 

o la consulta (No se extralimita)/Salvo que la ley autorice pronunciarse más allá de lo solicitado).  No cumple 

3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al 

debate, en segunda instancia. No cumple  

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa 

respectivamente. Si cumple 

5. Evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que 

el receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  No cumple 
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1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si cumple 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena.  Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada/ el derecho reclamado/ o 

la exoneración de una obligación/ la aprobación o desaprobación de la consulta. Si cumple   

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el pago de los costos y costas del 

proceso/ o la exoneración si fuera el caso. No cumple 

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que 

el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple 
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Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N°00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 

Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la aplicación del principio de congruencia, y de la descripción de la decisión se realizó en el texto 

completo de la parte resolutiva. 
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LECTURA. El cuadro 6, revela que la calidad de la parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia fue de rango 

mediana. Se derivó de la calidad de la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión, que fueron de 

rango: baja y alta, respectivamente.  En la aplicación del principio de congruencia, se encontró 2 de los 5 parámetros previstos: 

pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio/ o los fines de la consulta; 

pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa respectivamente. 

Mientras que 3: El pronunciamiento evidencia resolución nada más que de las pretensiones formuladas en el recurso 

impugnatorio/ o la consulta; pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y 

sometidas al debate, en segunda instancia; evidencia claridad, no se encontraron. Finalmente, en la descripción de la decisión, se 

encontró 4 de los 5 parámetros: mención expresa de lo que se decide u ordena; mención clara de lo que se decide u ordena; 

mención expresa y clara a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada (el derecho reclamado); y la claridad; mientras 

que 1: mención expresa y clara a quién le corresponde el pago de los costos y costas del proceso (o la exoneración), no se encontró 
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Cuadro 7: calidad de la sentencia de primera instancia sobre acción contencioso administrativo; según los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes, en el expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito 

Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 
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Nota. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración.  

LECTURA. El cuadro 7, revela que la calidad de la sentencia de primera instancia sobre acción contencioso administrativo 

, según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes, en el expediente Nº 00631-2015-0-2402-

JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, fue de rango: muy alta. Se derivó de la calidad de la parte expositiva, 

considerativa y resolutiva que fueron: muy alta, muy alta y alta, respectivamente. Donde, el rango de calidad de: la introducción, 

y la postura de las partes, fueron: muy alta y alta; asimismo de la motivación de los hechos, y la motivación del derecho fueron: 

alta y muy alta, y finalmente de: la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión fueron: baja y alta; 

respectivamente. 
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Cuadro 8: Calidad de la sentencia de segunda instancia sobre acción contencioso administrativo, según los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes, en el expediente N° 000631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito 

Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 
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Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 

Nota. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración. 

LECTURA. El cuadro 8, revela que la calidad de la sentencia de segunda instancia sobre acción contencioso administrativo, 

según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes, en el expediente N° 00631-2015-0-2402-JR-

LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, Fue de rango: alta. Se derivó de la calidad de la parte expositiva, 

considerativa y resolutiva que fueron: mediana, alta y alta, respectivamente. Dónde, el rango de la calidad de: la introducción, y 

la postura de las partes fueron: baja y mediana; asimismo, de la motivación de los hechos, y la motivación del derecho fueron: 

mediana y alta; finalmente: la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión fueron: baja y alta, 

respectivamente. 
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4.2. Análisis de los resultados. 

Los resultados de la investigación revelaron que la calidad de las sentencias de primera y 

segunda instancia sobre acción contencioso administrativo, según los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 00631-2015-

0-2402-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018 ambos fueron 

de rango muy alta y alta, de acuerdo a los parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, aplicados en el presente estudio (cuadro 7 y 8)  

Respecto a la sentencia de primera instancia: 

Su calidad, fue de rango muy alta, de acuerdo a los parámetros doctrinarios, normativos y 

jurisprudenciales, pertinentes, planteados en el presente estudio; fue emitida por el 

Juzgado Laboral de la provincia de Coronel Portillo (cuadro 7) 

Asimismo, su calidad se determinó en base a los resultados de la calidad de su parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, que fueron de rango: muy alta, muy alta y alta 

respectivamente (Cuadros 1, 2 y 3). 

1. La calidad de su parte expositiva de rango muy alta. Se determinó con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes, que fueron de rango muy alto y alto, 

respectivamente (Cuadro 1). 

La calidad de la introducción, que fue de rango muy alta; es porque se hallaron 5 

parámetros previstos: el encabezamiento; el asunto; la individualización de las partes; los 
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aspectos del proceso; y la claridad  

Asimismo, la calidad de postura de las partes que fue de rango alta; porque se hallaron 4 

de los 5 parámetros previstos: explicita y evidencia congruencia con la pretensión del 

demandante; explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandado; explicita 

y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos expuestos por las partes, y la 

claridad; mientras que 1: explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos 

respecto de los cuales se va resolver, no se encontró  

2. La calidad de su parte considerativa fue de rango muy alta. Se determinó; en base 

a los resultados de la calidad de la motivación de los hechos y la motivación del derecho, 

donde fueron de rango alta y muy alta (Cuadro 2). 

Respecto a la motivación de los hechos se encontraron los 4 de los 5 parámetros previstos: 

razones que evidencian la selección de los hechos probados e improbados; razones que 

evidencian la fiabilidad de las pruebas; razones que evidencian aplicación de las reglas de 

la sana crítica y las máximas de la experiencia, y la claridad.  Mientras 1; razones que 

evidencian aplicación de la valoración conjunta, no se encontro  

Asimismo, en la motivación del derecho, se encontraron los 5 parámetros previstos: 

razones orientadas a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada(s) ha sido seleccionada de 

acuerdo a los hechos y pretensiones; razones orientadas a interpretar las normas 

aplicadas; razones orientadas a respetar los derechos fundamentales; razones orientadas 

a establecer la conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión, y la 

claridad. 
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3. La calidad de su parte resolutiva fue de rango alta. Se determinó en base a los 

resultados de la calidad, de la aplicación del principio de congruencia y la descripción de 

la decisión, que fueron de rango mediano y alto, respectivamente (Cuadro 3). 

En la aplicación del principio de congruencia, se encontraron 3 de los 5 parámetros: El 

pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones oportunamente 

ejercitadas; pronunciamiento evidencia resolución nada más que de las pretensiones 

ejercitadas; Evidencia claridad. Mientras que 2: pronunciamiento evidencia aplicación de 

las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en primera 

instancia; pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte 

expositiva y considerativa respectivamente, no se encontraron.    

Por su parte, en la descripción de la decisión, se encontraron 4 de los 5 parámetros 

previstos: evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena; evidencia mención 

clara de lo que se decide u ordena; evidencia a quién le corresponde cumplir con la 

pretensión planteada (el derecho reclamado, o la exoneración de una obligación); y la 

claridad. Mientras que 1: evidencian mención expresa y clara a quien le corresponde el 

pago de los costos y costas del proceso (o la exoneración si fuera el caso, no se encontró.  

Respecto a la sentencia de segunda instancia.  

Su calidad, fue de rango alta, de acuerdo a los parámetros doctrinarios, normativos y 

jurisprudenciales, pertinentes, planteados en el presente estudio; fue emitido por la Corte 

Superior de Justicia de Ucayali - Sala Especializada en lo civil y afines, perteneciente al 

distrito judicial de Ucayali. (Cuadro 8) 
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Asimismo, su calidad se determinó en base a los resultados de la calidad de su parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, que fueron de rango: mediana, alta y alta 

respectivamente (Cuadros 4, 5 y 6). 

4. La calidad de su parte expositiva fue de rango mediano. Se determinó con énfasis 

en la introducción y la postura de las partes, que fueron de rango bajo y mediano (cuadro 

4)   

En la introducción, se encontraron 2 de los 5 parámetros previstos: el encabezamiento; 

evidencia el asunto; evidencia claridad, mientras que 3: Encabezamiento; 

individualización de las partes; aspectos del proceso, no se encontraron. 

Asimismo en la postura de las partes, se encontró 3 de los 5 parámetros previstos: 

evidencia el objeto de la impugnación; evidencia la pretensión de quien formula la 

impugnación; y la claridad; mientras que 2 de los 5 parámetros: evidencia congruencia 

con los fundamentos fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación, evidencia la 

pretensiones de la parte contraria al impugnante; no se encontraron. 

5. La calidad de su parte considerativa fue de rango alta. Se determinó con énfasis en 

la motivación de los hechos y la motivación del derecho, que fueron de rango mediano y 

alta, respectivamente (Cuadro 5). 

En la motivación de los hechos, se encontraron 3 de los 5 parámetros previstos: las 

razones evidencian la selección de los hechos probados o improbados; las razones 

evidencian la fiabilidad de las pruebas; y la claridad; mientras que 2; las razones 
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evidencian aplicación de la valoración conjunta; las razones evidencian aplicación de las 

reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia; no se encontraron  

Asimismo, en la motivación del derecho, se encontraron encontraron 4 de los 5 

parámetros previstos: las razones se orientan a evidenciar que la norma aplicada fue 

seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones; las razones se orientan a interpretar 

las normas aplicadas; las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales; las 

razones se orientan a establecer la conexión entre los hechos y las normas que justifican 

la decisión, y la claridad. Mientras que 1; Las razones se orientan a establecer conexión 

entre los hechos y las normas que justifican la decisión no se han encontrado. 

6. Respecto a la calidad de su parte resolutiva fue de rango mediana. Se determinó 

con énfasis en la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la decisión 

que fueron de rango bajo y alto, respectivamente (Cuadro 6). 

En cuanto al, principio de congruencia, se encontraron 2 de los 5 parámetros previstos: 

pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones formuladas en el recurso 

impugnatorio/ o los fines de la consulta; pronunciamiento evidencia correspondencia 

(relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa respectivamente. Mientras que 

3: El pronunciamiento evidencia resolución nada más que de las pretensiones formuladas 

en el recurso impugnatorio/ o la consulta; pronunciamiento evidencia aplicación de las 

dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda 

instancia; evidencia claridad, no se encontraron 

Finalmente, en la descripción de la decisión, se encontraron 4 de los 5 parámetros: 
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mención expresa de lo que se decide u ordena; mención clara de lo que se decide u ordena; 

mención expresa y clara a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada (el 

derecho reclamado); y la claridad; mientras que 1: mención expresa y clara a quién le 

corresponde el pago de los costos y costas del proceso (o la exoneración), no se encontró
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5. CONCLUSIONES 

Se concluyó que la calidad de las sentencias de primera instancia y segunda instancia 

sobre acción contencioso administrativo, según los parámetros normativos, 

doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 00631-2015-0-2402-

JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ucayali – Coronel Portillo, 2018,  fueron de rango 

muy alta  y alta, respectivamente, conforme a los parámetros normativos, doctrinarios 

y jurisprudenciales pertinentes, aplicados en el presente estudio (Cuadro 7 y 8).  

Respecto a la sentencia de primera instancia 

Se determinó que su calidad fue de rango muy alta, conforme a los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, aplicados en el presente 

estudio (Cuadro 7).  

Por los fundamentos expuestos, la Juez del Primer Juzgado de Trabajo Permanente de 

la Corte Superior de Justicia de Ucayali, impartiendo Justicia a nombre de la Nación:  

Declaro FUNDADA EN PARTE la demanda interpuesta por BARBOSA FERREIRA 

FRANCISCA contra la DIRECCIÓN REGIONAL DE EDUCACIÓN DE UCAYALI, 

UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL DE CORONEL PORTILLO, con 

citación al Procurador Público del GOBIERNO REGIONAL sobre Proceso 

Contencioso Administrativo, y en consecuencia, se DECLARA: 1. NULA la 

Resolución por denegatoria ficta de la Dirección Regional de Educación de Ucayali – 

DREU. 2. NULA la Resolución Ejecutiva Regional N° 0752-2015-GRU-GR de fecha 

11 de Septiembre del 2015. 3. ORDENO que la entidad demandada DIRECCION 

REGIONAL DE EDUCACION DE UCAYALI y GOBIERNO REGIONAL DE 
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UCAYALI, con citación al GOBIERNO REGIONAL DE UCAYALI, en la persona 

de la autoridad de más alta jerarquía de la entidad (su Director y Presidente), emita 

nueva resolución reconociendo y disponiendo a favor de la demandante el reintegro de 

la Bonificación Especial Mensual por preparación de clases y Evaluación Equivalente 

al 30% y 5% por desempeño de cargo solicitadas sobre la base de la Remuneración 

Total correspondiente desde 1991 y hasta antes de la entrada en vigencia de la Ley 

29944, conforme se ha precisado en el considerando vigésimo octavo, dentro del plazo 

de TREINTA DÍAS de notificado, debiendo remitirse a este Juzgado copia fedateada 

de la resolución administrativa correspondiente, bajo apercibimiento de multa de 2 

URP en caso incumplimiento; 4. DISPONGO el pago de los intereses legales 

devengados de la asignación de dicho año, que se liquidaran en ejecución de sentencia, 

debiendo para dicho efecto seguirse con el procedimiento establecido en el Artículo 

47° del Decreto Supremo N° 013-2008-JUS, bajo responsabilidad; 5. Infundada la 

demanda respecto al pago e inclusión en sus boletas de pago del concepto demandado 

de por vida. 

6. Debe notificarse el contenido de la presente al Ministerio Publico, conforme a lo 

dispuesto en el último párrafo del artículo 16° del Texto Único Ordenado de la Ley 

que regula el Proceso Contencioso Administrativo.  

1. Se determinó que la calidad de su parte expositiva con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes, fue de rango muy alta (Cuadro 1).  

Para comenzar, la calidad de la introducción fue de rango muy alta; porque en su 

contenido se encontraron los 5 parámetros previstos: el encabezamiento; el asunto; la 

individualización de las partes; los aspectos del proceso y la claridad.  
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Asimismo, la calidad de la postura de las partes fue de rango alta; porque se 

encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: explicita y evidencia congruencia con la 

pretensión del demandante; explicita y evidencia congruencia con la pretensión del 

demandado; explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos expuestos 

por las partes, y la claridad; mientras que 1: explicita los puntos controvertidos o 

aspectos específicos respecto de los cuales se va resolver, no se encontró. 

2. Se determinó que la calidad de su parte considerativa con énfasis en la 

motivación de los hechos y la motivación del derecho, fue de rango muy alta 

(Cuadro 2) 

En primer lugar, la calidad de motivación de los hechos fue de rango alta; porque en 

su contenido se encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: razones que evidencian 

la selección de los hechos probados e improbados; razones que evidencian la fiabilidad 

de las pruebas; razones que evidencian aplicación de las reglas de la sana crítica y las 

máximas de la experiencia, y la claridad.  Mientras 1; razones que evidencian 

aplicación de la valoración conjunta, no se encontro 

En segundo lugar, la motivación del derecho fue de rango muy alta; porque en su 

contenido se encontraron los 5 parámetros previstos: las razones se orientan a 

evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y 

pretensiones de las partes, del caso concreto; las razones se orientan a interpretar las 

normas aplicadas; las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales; las 

razones se orientan a  establecer conexión entre los hechos y las normas que justifican 

la decisión; y la claridad. 
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3. Se determinó que la calidad de su parte resolutiva con énfasis en la aplicación 

del principio de congruencia y la descripción de la decisión, fue de rango alta 

(Cuadro 3)  

Para comenzar, la calidad de la aplicación del principio de congruencia fue de rango 

mediano, porque en su contenido se encontraron 3 de los 5 parámetros: El 

pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones oportunamente 

ejercitadas; pronunciamiento evidencia resolución nada más que de las pretensiones 

ejercitadas; Evidencia claridad. Mientras que 2: pronunciamiento evidencia aplicación 

de las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en 

primera instancia; pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) 

con la parte expositiva y considerativa respectivamente, no se encontraron. 

Por otro lado, la calidad de la descripción de la decisión fue de rango alta; porque en 

su contenido se encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: evidencia mención 

expresa de lo que se decide u ordena; evidencia mención clara de lo que se decide u 

ordena; evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada (el 

derecho reclamado, o la exoneración de una obligación); y la claridad. Mientras que 

1: evidencian mención expresa y clara a quien le corresponde el pago de los costos y 

costas del proceso (o la exoneración si fuera el caso, no se encontró. 

Respecto a la sentencia de segunda instancia 

Se determinó que su calidad fue de rango alta, conforme a los parámetros normativos, 

doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, aplicados en el presente estudio (Cuadro 

8)  
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Fundamentos por los cuales la Sala Superior Especializada en lo Civil y Afines de la 

Corte Superior de Justicia de Ucayali, RESUELVE: CONFIRMAR la resolución 

número diez, que contiene la Sentencia N° 426-2017-1°JT-CSJUC/MCC fecha 17 de 

Noviembre de 2017, obrante a folios doscientos cincuenta y nueve a doscientos 

setenta, que Resuelve en el extremo que Declara FUNDADA EN PARTE la demanda 

interpuesta por BARBOSA FERREIRA FRANCISCA contra la DIRECCIÓN 

REGIONAL DE EDUCACIÓN DE UCAYALI y GOBIERNO REGIONAL DE 

UCAYALI, con citación al Procurador Público del Gobierno Regional sobre Proceso 

Contencioso Administrativo, y en consecuencia, se declara: 1. Nula la Resolución por 

Denegatoria Ficta de la Dirección Regional de Educación de Ucayali-DREU; 2. Nula 

la Resolución Ejecutiva Regional N° 0752-2015-GRU-GR de fecha once de setiembre 

de dos mil quince; 3. ORDENA que la entidad demandada Dirección Regional de 

Educación de Ucayali y el Gobierno Regional de Ucayali, emita nueva resolución 

reconociendo y disponiendo a favor de la demandante el reintegro de la Bonificación 

Especial Mensual por Preparación de Clases y Evaluación equivalente al 30% y 5% 

por desempeño de cargo en base a la Remuneración Total correspondiente desde 1991 

y hasta antes de la entrada en vigencia de la Ley 29244, en el plazo de treinta días, con 

lo demás que contiene 

4. Se determinó que la calidad de su parte expositiva con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes, fue de rango mediano (Cuadro 4)  

En cuanto a la calidad de la introducción fue de rango baja; porque en su contenido se 

encontraron 2 de los 5 parámetros previstos: el encabezamiento; evidencia el asunto; 
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evidencia claridad, mientras que 3: Encabezamiento; individualización de las partes; 

aspectos del proceso, no se encontraron. 

Asimismo, la calidad de la postura de las partes fue de rango mediano, porque en su 

contenido se encontró 3 de los 5 parámetros previstos: evidencia el objeto de la 

impugnación; evidencia la pretensión de quien formula la impugnación; y la claridad; 

mientras que 2 de los 5 parámetros: evidencia congruencia con los fundamentos 

fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación, evidencia la pretensiones de la parte 

contraria al impugnante; no se encontraron. 

5. Se determinó que la calidad de su parte considerativa con énfasis en la 

motivación de los hechos y la motivación del derecho fue de rango alta (Cuadro 

5) 

En cuanto a la calidad de la motivación de los hechos fue de rango mediano; porque 

en su contenido, se encontraron 3 de los 5 parámetros previstos: las razones evidencian 

la selección de los hechos probados o improbados; las razones evidencian la fiabilidad 

de las pruebas; y la claridad; mientras que 2; las razones evidencian aplicación de la 

valoración conjunta; las razones evidencian aplicación de las reglas de la sana crítica 

y las máximas de la experiencia; no se encontraron. 

Por su parte, la calidad de la motivación del derecho fue de rango alta; porque en su 

contenido se encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: las razones se orientan a 

evidenciar que la norma aplicada fue seleccionada de acuerdo a los hechos y 

pretensiones; las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas; las razones 

se orientan a respetar los derechos fundamentales; las razones se orientan a establecer 
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la conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión, y la claridad. 

Mientras que 1; Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y las 

normas que justifican la decisión no se han encontrado. 

6. Se determinó que la calidad de su parte resolutiva con énfasis en la aplicación 

del principio de congruencia y la descripción de la decisión, fue de rango mediana 

(Cuadro 6)  

Respecto a la calidad del principio de congruencia fue de rango baja; porque se 

encontraron 2 de los 5 parámetros previstos: pronunciamiento evidencia resolución de 

todas las pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio/ o los fines de la 

consulta; pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte 

expositiva y considerativa respectivamente. Mientras que 3: El pronunciamiento 

evidencia resolución nada más que de las pretensiones formuladas en el recurso 

impugnatorio/ o la consulta; pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas 

precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia; 

evidencia claridad, no se encontraron. 

Finalmente, la calidad de la descripción de la decisión fue de rango alta; porque en su 

contenido se encontraron 4 de los 5 parámetros: mención expresa de lo que se decide 

u ordena; mención clara de lo que se decide u ordena; mención expresa y clara a quién 

le corresponde cumplir con la pretensión planteada (el derecho reclamado); y la 

claridad; mientras que 1: mención expresa y clara a quién le corresponde el pago de 

los costos y costas del proceso (o la exoneración), no se encontró.



106  

  



107  

  

 

  



108  

  

Referencias 

Alegre, A. (8 de 7 de 2018). https://www.ultimahora.com/paraguay-el-reino-la-

justicia-sa-n1304213.html. Obtenido de ULTIMAHORA 

Angel, A. (4 de 7 de 2018). https://www.nytimes.com/es/2018/07/11/opinion-arturo-

angel-mexico-impunidad-crisis-justicia/. Obtenido de OPINION 

Arauz, C. E. (04 de 01 de 2019). 

http://www.diarioextra.com/Noticia/detalle/365428/la-crisis-del-poder-

judicial-y-sus-consecuencias. Obtenido de Diario Extra 

Poder Judicial del Perú . (s.f.). Obtenido de 

https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/cortesuprema/s_cortes_suprema_ho

me/as_poder_judicial/as_corte_suprema/as_consejo_ejecutivo/as_meritocraci

a 

Ramirez, A. J. (26 de 11 de 2013). Prezi. Obtenido de 

https://prezi.com/2ajde4xpcuw_/organizacion-y-administracion-de-justicia-

en-el-peru-los-notarios/ 

 

 

 

 

 

 

 



109  

  

A 

N 

E 

X 

O 

S 



110  

  

ANEXO  1: Cuadro de Operacionalización de la Variable Calidad de Sentencia  

– Primera Instancia 

OBJETO 

DE 

ESTUDIO 

VARIABLE DIMENSIONES SUBDIMENSIONES INDICADORES 

 

 

 

 

 

 

 

 

S 

E 

N 

T 

E 

N 

C 

I 

A 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CALIDAD DE 

LA 

SENTENCIA  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PARTE 

EXPOSITIVA 

 

 

 

 

Introducción 

1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la sentencia, indica el número de expediente, el número 

de resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si 

cumple/No cumple 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿ Cuál  es el problema sobre lo que se decidirá?. 

Si cumple/No cumple 

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al demandado, y al  del tercero 

legitimado; éste último en los casos que hubiera en el proceso). Si cumple/No cumple 

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista un proceso regular, sin vicios 

procesales, sin nulidades, que se ha agotado los plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento de las 

formalidades del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple 

 

 

 

 

Postura de las partes 

1. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandante.  Si cumple/No cumple 

2. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandado. Si cumple/No cumple 

3. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos facticos expuestos por las partes. Si cumple/No 

cumple 

4. Explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos respecto de los cuales se va  resolver. Si 

cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Motivación de los hechos 

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. (Elemento imprescindible, 

expuestos en forma coherente, sin contradicciones, congruentes y concordantes  con los alegados por las partes, 

en función de los hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si cumple/No cumple 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó el análisis individual de la fiabilidad y validez 

de los medios probatorios si la prueba practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos; se 

verificó los requisitos requeridos para su validez).Si cumple/No cumple 

3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido evidencia completitud en la 

valoración, y no valoración unilateral de las pruebas, el órgano jurisdiccional examinó todos los posibles 

resultados probatorios, interpretó la prueba, para  saber su significado). Si cumple/No cumple 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia. (Con lo 

cual el juez forma convicción respecto del valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto).Si 
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PARTE 

CONSIDERATIVA 

cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple 

Motivación del derecho 1.  Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s)  aplicada ha sido seleccionada de acuerdo a los 

hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su  vigencia, y su 

legitimidad) (Vigencia en cuanto validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a ninguna otra norma del 

sistema, más al contrario que es coherente). Si cumple/No cumple 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido se orienta a explicar el 

procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según 

el juez) Si cumple/No cumple 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales.  (La motivación evidencia que su razón de 

ser es la aplicación de una(s) norma(s) razonada, evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple/No cumple 

4. Las razones se orientan a  establecer conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión. (El 

contenido  evidencia que hay nexos, puntos de unión que sirven de base para la decisión y las normas que le dan 

el correspondiente respaldo normativo).Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple 

 

 

 

 

 

 

PARTE  

RESOLUTIVA 

 

 

 

 

Aplicación del Principio de 

Congruencia 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones oportunamente ejervcitadas. (Es 

completa) Si cumple/No cumple 

2. El contenido evidencia resolución nada más, que de las pretensiones ejercitadas (No se extralimita/Salvo 

que la ley autorice pronunciarse más allá de lo solicitado)  (Si cumple/No cumple 

3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas 

al debate, en primera instancia. Si cumple/No cumple 

4. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y 

considerativa respectivamente. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si cumple/No cumple.  

 

 

 

 

Descripción de la decisión 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si cumple/No cumple 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena.  Si cumple/No cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada/ el derecho 

reclamado, o la exoneración de una obligación.  Si cumple/No cumple 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el pago de los costos y costas 

del proceso, o la exoneración si fuera el caso. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, 

que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple.  

Cuadro de Operacionalización de la Variable Calidad de Sentencia – Segunda Instancia 
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OBJETO DE 

ESTUDIO 

VARIABLE DIMENSIONES SUBDIMENSIONE

S 

INDICADORES 

 

S 

E 

N 

T 

E 

N 

C 

I 

A 

 

CALIDAD DE 

LA 

 

SENTENCIA 

EXPOSITIVA Introducción 1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la sentencia, indica el  número de expediente, el número de 

resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple/No 

cumple 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál  es el problema sobre lo que se decidirá?, el objeto 

de la impugnación, o la consulta; los  extremos a resolver. Si cumple/No cumple 

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al demandado, y al  del tercero 

legitimado; éste último en los casos que hubiera en el proceso). Si cumple/No cumple 

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista un proceso regular, sin vicios 

procesales, sin nulidades, que se ha agotado los plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento de las 

formalidades del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple 

Postura de las 

partes 

1. Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta (El contenido explicita los extremos impugnados en el caso que 

corresponda). Si cumple/No cumple 

2. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación/o la 

consulta. Si cumple/No cumple 

3. Evidencia la pretensión(es) de quién formula la impugnación/o de quién ejecuta la consulta. Si cumple/No cumple 

4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte contraria al impugnante/de las partes si los autos se hubieran elevado en 

consulta/o explicita el silencio o inactividad procesal. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple 

CONSIDERATIVA Motivación de los 

hechos 

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. (Elemento imprescindible, expuestos en 

forma coherente, sin contradicciones, congruentes y concordantes con los alegados por las partes, en función de los 

hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si cumple/No cumple 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó el análisis individual de la fiabilidad y validez de 

los medios probatorios si la prueba  practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos, se verificó 

los requisitos  requeridos para su validez).Si cumple/No cumple 

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido evidencia completitud en la valoración, 

y no valoración unilateral de las pruebas, el órgano jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, 

interpretó la prueba, para  saber su significado). Si cumple/No cumple 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia. (Con lo cual el 

juez forma convicción respecto del valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple/No 

cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple 

Motivación del 

derecho 

1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y 

pretensiones. (El contenido señala la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su  vigencia, y su legitimidad) 

(Vigencia en cuanto validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al 
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contrario que es coherente). Si cumple/No cumple 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido se orienta a explicar el procedimiento 

utilizado por el juez para dar significado a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) Si 

cumple/No cumple 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales.  (La motivación evidencia que su razón de ser es 

la aplicación de una(s)  norma(s) razonada, evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple/No cumple 

4. Las razones se orientan a  establecer conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión. (El 

contenido evidencia que hay nexos, puntos de unión que sirven de base para la decisión y las normas que le dan el 

correspondiente respaldo normativo).Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple 

RESOLUTIVA  

Aplicación del 

Principio de 

Congruencia 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio/en la 

adhesión/ o los fines de la consulta. (según corresponda) (Es completa) Si cumple/No cumple 

2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más, que de las pretensiones formuladas en el recurso 

impugnatorio/la adhesión o la consulta (según corresponda)  (No se extralimita)/Salvo que la ley autorice pronunciarse 

más allá de lo solicitado).  Si cumple/No cumple 

3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas 

al debate, en segunda instancia. Si cumple/No cumple 

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa 

respectivamente. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que 

el receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si cumple/No cumple.  

Descripción de la 

decisión 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si cumple/No cumple 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena.  Si cumple/No cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada/ el derecho reclamado/ 

o la exoneración de una obligación/ la aprobación o desaprobación de la consulta.  Si cumple/No cumple 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el pago de los costos y costas del 

proceso/ o la exoneración si fuera el caso. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que 

el receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple. 
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ANEXO 2 

CUADROS DESCRIPTIVOS DEL PROCEDIMIENTO DE RECOLECCIÓN, 

ORGANIZACIÓN, CALIFICACIÓN DE LOS DATOS Y DETERMINACIÓN 

DE LA VARIABLE 

1.  CUESTIONES PREVIAS 

2. De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), se denomina 

objeto de estudio a las sentencias de primera y segunda instancia.  

3. La variable de estudio viene a ser la calidad de las sentencias de primera y segunda 

instancia según los parámetros doctrinarios, normativos y jurisprudenciales pertinentes.  

4. La variable tiene dimensiones, los cuales son tres por cada sentencia, estos son: la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, respectivamente. 

5. Cada dimensión de la variable tiene sus respectivas sub dimensiones.  

En relación a la sentencia de primera y segunda instancia. 

5.1. Las sub dimensiones de la dimensión parte expositiva son 2: introducción y la postura 

de las partes. 

5.2. Las sub dimensiones de la dimensión parte considerativa son 2: motivación de los 
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hechos y motivación del derecho. 

5.3. Las sub dimensiones de la dimensión parte resolutiva son 2: aplicación del principio 

de congruencia y descripción de la decisión. 

*Aplicable: cuando la fuente se trata de procesos civiles y afines. 

6. Cada sub dimensión presenta 5 parámetros, se presenta en el instrumento para recoger 

los datos que se llama lista de cotejo. 

7. Para asegurar la objetividad de la medición, en cada sub dimensión se ha previsto 5 

parámetros, que son criterios o indicadores de calidad, extraídos indistintamente de la 

normatividad, la doctrina y la jurisprudencia los cuales se registran en la lista de cotejo. 

8. De los niveles de calificación: la calidad de las sub dimensiones, las dimensiones y la 

variable en estudio se califica en 5 niveles que son: muy baja, baja, mediana, alta y muy 

alta, respectivamente. 

9. Calificación:  

9.1. De los parámetros: el hallazgo o inexistencia de un parámetro, en el texto de la 

sentencia en estudio, se califica con las expresiones: si cumple y no cumple 
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9.2. De las sub dimensiones: se determina en función al número de parámetros cumplidos. 

9.3. De las dimensiones: se determina en función a la calidad de las sub dimensiones, que 

presenta.  

9.4. De la variable: se determina en función a la calidad de las dimensiones 

10. Recomendaciones: 

10.1. Examinar con exhaustividad: el Cuadro de Operacionalizacion de la Variable que 

se identifica como Anexo 1. 

10.2. Examinar con exhaustividad: el proceso judicial existente en el expediente. 

10.3. Identificar las instituciones procesales y sustantivas existentes en el proceso 

judicial existente en el expediente, incorporarlos en el desarrollo de las bases teóricas del 

trabajo de investigación, utilizando fuentes doctrinarias, normativas y jurisprudenciales. 

10.4. Empoderarse, sistemáticamente, de los conocimientos y las estrategias previstas 

facilitará el análisis de la sentencia, desde el recojo de los datos, hasta la defensa de la 

tesis. 

11. El presente anexo solo describe el procedimiento de recojo y organización de los 
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datos.  

12. Los cuadros de presentación de los resultados evidencian su aplicación. 

2. PROCEDIMIENTOS PARA RECOGER LOS DATOS DE LOS PARÁMETROS 

DOCTRINARIO, NORMATIVOS Y JURISPRUDENCIALES PREVISTOS EN EL 

PRESENTE ESTUDIO.  

Para recoger los datos se contrasta la lista de cotejo con el texto de la sentencia; el 

propósito es identificar cada parámetro en el texto respectivo de la sentencia. 

La calificación se realiza conforme al cuadro siguiente: 

Cuadro 1 

Calificación aplicable a los parámetros 

Texto respectivo de la 

sentencia 

Lista de 

parámetros 

Calificación 

 

 

 Si cumple (cuando en el texto se cumple) 

No cumple (cuando en el texto no se cumple) 

Fundamentos: 

❖ El hallazgo de un parámetro se califica con la expresión  :  Si cumple 

❖ La ausencia de un parámetro se califica con la expresión :  No cumple 

3. PROCEDIMIENTO BÁSICO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE UNA 

SUB DIMENSIÓN 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia) 
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Cuadro 2 

Calificación aplicable a cada sub dimensión  

Cumplimiento de los parámetros en una 

sub dimensión 

Valor  

(referencial) 

Calificación De 

Calidad 

Si se cumple 5 de los 5 parámetros 

previstos 

5 Muy alta 

Si se cumple 4 de los 5 parámetros 

previstos 

4 Alta 

Si se cumple 3 de los 5 parámetros 

previstos 

3 Mediana 

Si se cumple2de los5 parámetros previstos 2 Baja 

Si sólo se cumple1 parámetro previsto o 

ninguno 

1 Muy baja 

 

Fundamentos: 

 Se procede luego de haber aplicado las pautas establecidas en el Cuadro 1, del presente 

documento.  

 Consiste en agrupar los parámetros cumplidos. 

 La calidad de la sub dimensión se determina en función al número de parámetros 

cumplidos. 

 Para todos los casos el hallazgo de uno, o ninguno de los 5 parámetros previstos, se 

califica con el nivel de: muy baja. 

4. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LAS 

DIMENSIONES PARTE EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia) 
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 Cuadro 3 

Calificación Aplicable a las dimensiones: parte expositiva y parte resolutiva 

 

 

 

Dimensión 

 

 

 

Subdimensiones 

 Calificación   

Rangos de 

calificación de la 

dimensión 

 

 Calificación de la 

calidad de la 

dimensión 

De las subdimensiones De 

La dimensión 

M
u
y

 b
aj

a 

B
aj

a 

M
ed

ia
n

a 

A
lt

a 

M
u
y

 a
lt

a 

1 2 3 4 5 

 

 

Nombre de la 

dimensión: 

… 

 

Nombre de la sub 

dimensión 

 X     

 

7 

[9-10]  Muy Alta 

[ 7  -  8 ] Alta 

Nombre de la sub 

dimensión 

 

    X [ 5  -  6 ] Mediana 

[ 3  -  4 ] Baja 

[  1 -  2] Muy baja 

 

Ejemplo: 7, está indicando que la calidad de la dimensión,   … es alta, se deriva de la 

calidad de las dos sub dimensiones, ….. y ……,  que son baja y muy alta, respectivamente. 

Fundamentos: 

 De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), las dimensiones 

identificadas como: parte expositiva y parte resolutiva, cada una, presenta dos sub 

dimensiones. 

 Asimismo, el valor máximo que le corresponde a una sub dimensión es 5 (Cuadro 2). 

Por esta razón, el valor máximo que le corresponde a una dimensión que tiene 2 sub 

dimensiones es 10. 

 Por esta razón el valor máximo que le corresponde a la parte expositiva y parte 

resolutiva, es 10. 
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 Asimismo, para los efectos de establecer los 5 niveles de calidad, se divide 10 (valor 

máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 2. 

 El número 2, indica que cada nivel de calidad presenta 2 niveles de calidad 

 Asimismo, para comprender todos los valores probables que surjan al organizar los 

datos, se establece rangos; éstos a su vez orientan la determinación de la calidad. Ejemplo: 

observar el contenido y la lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 3. 

 La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el siguiente 

texto: 

Valores y nivel de calidad: 

[9   -  10]=Losvalorespuedenser9 o 10=Muyalta 

[ 7  -  8 ]  =  Los valores pueden ser  7 u  8   =  Alta 

[ 5  -  6 ]  =  Los valores pueden ser  5 o 6    =  Mediana 

[ 3  -  4 ]  =  Los valores pueden ser  3 o 4    =  Baja 

[ 1  -  2 ]  =  Los valores pueden ser  1 o 2    =  Muy baja 

Nota: Esta información se evidencia en las dos últimas columnas del Cuadro 3.  

5. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LA DIMENSIÓN 

PARTE CONSIDERATIVA 
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Se realiza por etapas. 

5.1. Primera etapa: determinación de la calidad de las sub dimensiones de la parte 

considerativa. 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia). 

Cuadro 4 

Calificación aplicable a las sub dimensiones de la parte considerativa 

Cumplimiento de criterios de evaluación  

Ponderación 

Valor 

numérico 

(referencial) 

Calificación 

De calidad 

Si se cumple 5 de los 5 parámetros previstos 2x 5 10 Muy alta 

Si se cumple 4 de los 5 parámetros previstos 2x 4 8 Alta 

Si se cumple 3 de los 5 parámetros previstos 2x 3 6 Mediana 

Si se cumple 2 de los5 parámetros previstos 2x2 4 Baja 

Si sólo se cumple1 parámetro previsto o 

ninguno 

2x 1 2 Muy baja 

 

Nota: el número 2, está indicando que la ponderación o peso asignado para los parámetros 

está duplicado; porque pertenecen a la parte considerativa, lo cual permite hallar los 

valores que orientan el nivel de calidad. 

Fundamentos: 

 Aplicar el procedimiento previsto enelCuadro1. Es decir; luego de haber identificado 

uno por uno, si los parámetros se cumplen o no. 

 El procedimiento para determinar la calidad de las dimensiones identificadas como 

parte EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA, difiere del procedimiento empleado para 

determinar la calidad la dimensión identificada como parte CONSIDERATIVA. En éste 
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último la ponderación del cumplimiento de los parámetros se duplican. 

 La calidad de la parte expositiva y resolutiva emerge de la calidad de sus respectivas 

sub dimensiones, los cuales a su vez se determinan agrupando los parámetros 

cumplidosconforme al Cuadro 2. 

 La calidad de la parte considerativa; también, emerge de la calidad de sus respectivas 

sub dimensiones; cuya calidad, a diferencia de las anteriores, se determina luego de 

multiplicar por 2, el número de parámetros cumplidos conforme al Cuadro 4. Porque la 

ponderación no es simple; sino doble. 

 Por esta razón los valores que orientan la determinación de los cinco niveles de calidad 

que son: muy baja, baja, mediana, alta y muy alta; no son, 1, 2, 3, 4 y 5; sino: 2, 4, 6, 8 y 

10; respectivamente; cuando se trata de la parte considerativa. 

 Fundamentos que sustentan la doble ponderación: 

5.2. Segunda etapa: determinación de la calidad de la de dimensión: parte 

considerativa 

(Aplicable para la sentencia de primera instancia  - tiene 2 sub dimensiones– ver Anexo 

1) 

Cuadro 5 

Calificación aplicable a la dimensión: parte considerativa (primera instancia) 

 

Dimensión 

 

 

 Calificación   

Rangos de 

 

Calificación de la 
De las sub dimensiones De 
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Sub 

dimensiones 

M
u
y
 

b
aj

a 

  
  
  
  

B
aj

a
 

M
ed

i

an
a 

A
lt

a 

M
u
y
 

al
ta

 

la 

dimensión 

 

 

 

calificación 

de la 

dimensión 

calidad de la 

dimensión 

2x 

1= 

 

2 

2x 2= 

 

4 

2x 

3= 

 

6 

2x 

4= 

 

8 

2x 5= 

 

10 

 

Parte 

 

 considerativa 

Nombre de la 

sub dimensión 

 

   

X 

   

 

 

14 

 

[17- 20] 

 

Muy alta 

 

Nombre de la 

sub dimensión 

   X  

 

 

 

[13  -  16] Alta 

[9  -  12] Mediana 

[5  -  8] Baja 

[1 -  4] Muy baja 

Ejemplo: 14, está indicando que la calidad de la dimensión parte considerativa es de 

calidad alta, se deriva de los resultados de la calidad de las dos sub dimensiones que son 

de calidad mediana y alta, respectivamente. 

Fundamentos: 

 De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1),la parte 

considerativa presenta 2 sub dimensiones que son motivación de los hechos y motivación 

del derecho. 

 De acuerdo al Cuadro 4, el valor máximo que le corresponde a cada sub dimensión es 

10; asimismo, de acuerdo a la lista de especificaciones (punto 8.3), la calidad de una 

dimensión se determina en función a la calidad de las sub dimensiones que lo componen. 

 Por esta razón si una dimensión tiene 2 sub dimensiones, cuyo valor máximo de cada 

uno, es 10; el valor máximo que le corresponde a la dimensión es 20. 
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 El número 20, es referente para determinar los niveles de calidad. Consiste en dividir 

20 (valor máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 4. 

 El número 4 indica, que en cada nivel de calidad hay 4 valores. 

 Asimismo, para comprender todos los valores probables que surjan al organizar los 

datos, se establece rangos; para orientar la determinación de los 5 niveles de calidad. 

Ejemplo: observar el contenido y la lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 5. 

 La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el siguiente 

texto: 

Valores y nivel de calidad:  

   [17-20]=Losvalorespuedenser17,18,19o20=Muyalta 

   [ 13  -  16 ]  =  Los valores pueden ser  13, 14, 15 o 16  =   Alta 

   [ 9    -  12 ]  =  Los valores pueden ser  9, 10, 11 o 12    =   Mediana 

   [ 5    -   8  ]   =  Los valores pueden ser  5, 6, 7 u 8         =    Baja 

   [  1    -   4  ]   =  Los valores pueden ser 1, 2, 3 o 4        =      Muy baja 

5.2. Tercera etapa: determinación de la calidad de la dimensión: parte considerativa 

– Sentencia de segunda instancia 

Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la parte 

considerativa de la sentencia de primera instancia, conforme se observa en el Cuadro 5.  
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Fundamento:  

• La parte considerativa de la sentencia de segunda instancia, presenta el mismo número 

de sub dimensiones que la parte considerativa de la sentencia de primera instancia, 

entonces el procedimiento a seguir es el mismo. 

La exposición anterior se verifica en el Cuadro de Operacionalización – Anexo 1. 

6. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LA VARIABLE: 

CALIDAD DE LA SENTENCIAS 

Se realiza por etapas 

6.1. Primera etapa: con respecto a la sentencia de primera instancia 

Examinar el cuadro siguiente: 
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Cuadro 6 

Calificaciónaplicable a la sentencia de primera y segunda instancia 

Ejemplo: 30, está indicando que la calidad de la sentencia en estudio es de rango alta, 

se deriva de los resultados de la calidad de su parte expositiva, considerativa y 

resolutiva que fueron de rango: alta, alta y muy alta, respectivamente. 

Fundamentos 

  
  
  
  
  
  

V
ar

ia
b
le

  

  
  
  
 D

im
en

si
ó
n

 

 

S
u
b
 d

im
en

si
o
n
es

 

Calificación de las sub 

dimensiones 

 

 

Calificación 

de las 

dimensiones 

Determinación de la variable: calidad 

de la sentencia 

M
u
y
 b

aj
a 

B
aj

a
 

M
ed

ia
n
a
 

A
lt

a 

M
u
y
 a

lt
a 

  
 M

u
y
 b

aj
a 

  
  
  

B
aj

a 

  
 M

ed
ia

n
a 

  
 A

lt
a 

  
 M

u
y
 a

lt
a 

 

1 

 

2 

 

3 

 

4 

 

5 

 

[1 - 

8] 

 

[9 - 

16] 

 

[17 -

24] 

 

[25-

32] 

 

[33-

40] 

  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  

C
al

id
ad

 d
e 

la
 s

en
te

n
ci

a…
 

 P
ar

te
 e

x
p
o
si

ti
v
a 

Introducci

ón 

  X    

 

7 

[9  - 

10] 

Muy 

alta 

    

 

 

 

 

 

 

 

 

 

30 

 

 

Postura de 

las partes 

   X  [7  -  8] Alta 

[5  -  6] Median

a 

[3  -  4] Baja 

[1 -  2] Muy 

baja 

P
ar

te
 c

o
n
si

d
er

at
iv

a 

 2 4 6 8 10  

 

14 

[17-20] Muy 

alta 

Motivació

n de los 

hechos 

   X  [13-16] Alta 

 

Motivació

n del 

derecho 

   

 

X 

  [9- 12] Median

a 

[5 -8] Baja 

[1 -  4] Muy 

baja 

  
  
  
 P

ar
te

  
  
 r

es
o
lu

ti
v
a 

 

 

 

Aplicación 

del 

principio 

de 

congruenci

a 

1 2 3 4 5  

 

9 

 

[9-10] 

 

Muy 

alta 

   X  [7  -  8] Alta 

[5  -  6] Median

a 

Descripció

n de la 

decisión 

    X [3  - 4Ç  Baja 

[1  -     

2] 

Muy 

baja 
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 De acuerdo a las Lista de Especificaciones la calidad de cada sentencia se determina 

en función a la calidad de sus partes 

 Para determinar la calidad de la sentencia de primera instancia, se aplica todos los 

procedimientos especificados, de la forma siguiente: 

1) Recoger los datos de los parámetros. 

2) Determinar la calidad de las sub dimensiones; y  

3) Determinar la calidad de las dimensiones. 

4) Ingresar la información a cuadro similar al que se presenta en el Cuadro 6. Se realiza 

al concluir el trabajo de investigación. 

Determinación de los niveles de calidad.  

1) Se determina el valor máximo, en función al valor máximo de la parte expositiva, 

considerativa y resolutiva, que son 10, 20 y 10, respectivamente, (Cuadro 3 y 5), el 

resultado es: 40. 

2) Para determinar los niveles de calidad se divide 40 (valor máximo) entre 5 (número 

de niveles) el resultado es: 8. 

3) El número 8, indica que en cada nivel habrá 8 valores. 

4) Para asegurar que todos los valores que surjan al organizar los datos, se establece 

rangos, para orientar los 5 niveles de calidad. Ejemplo: observar el contenido y la 

lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 6. 

5) Observar los niveles y valores de cada nivel en el siguiente texto: 
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Valores y niveles de calidad 

[33- 40]=Losvalorespuedenser33,34,35,36,37, 38, 39o40=Muyalta 

 [ 25  -  32 ]  =  Los valores pueden ser  25,26,27,28,29,30,31 o 32   =   Alta 

 [ 17  -  24 ]  =  Los valores pueden ser  17,18,19,20,21,22,23, o 24  =   Mediana 

 [9    -  16  ] =  Los valores pueden ser  9,10,11,12,13,14,15 o 16   =    Baja 

 [  1   -   8  ]   =  Los valores pueden ser 1,2,3,4,5,6,7 u 8 =     Muy baja 

6.2. Segunda etapa: con respecto a la sentencia de segunda instancia 

Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la sentencia 

de primera instancia, conforme se observa en el Cuadro 6.  

 Fundamento:  

• La sentencia de primera instancia, presenta el mismo número de sub dimensiones 

que la sentencia de segunda instancia 

• La exposición anterior se verifica en el Cuadro de Operacionalización – Anexo 1 
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ANEXO 3: Carta de compromiso ético 

  

Elaborar el presente trabajo de investigación ha motivado tener conocimiento sobre la 

identidad de los operadores de justicia, personal jurisdiccional y las partes del proceso 

de Pago de Bonificación Especial, contenido en el expediente N° 00631-2015-0-2402-

JR-LA-01, en el cual han intervenido el Juzgado Laboral de Ucayali.  

  

Asimismo como autora, tengo conocimiento de los alcances del Principio de Reserva 

y respeto de la Dignidad Humana, expuesto en la metodología del presente trabajo; así 

como de las consecuencias legales que se puede generar al vulnerar estos principios.  

  

Por esta razón declaro bajo juramento, honor a la verdad y libremente que:  

  

Me abstendré de utilizar términos agraviantes para referirme a la identidad y los hechos 

conocidos, difundir información orientada a vulnerar los derechos de las personas 

protagonistas de los hechos y de las decisiones adoptadas, más por el contrario 

guardaré la reserva del caso y al referirme por alguna razón sobre los mismos, mi 

compromiso ético es expresarme con respeto y con fines netamente académicos y de 

estudio, caso contrario asumiré exclusivamente mi responsabilidad.  

  

Pucallpa, 30 de noviembre del 2018 

 

 

  

-------------------------------------------------  

Gaddy Muñoz Kenny Alexander 

DNI N° 42916301 
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ANEXO 4 : Sentencia de primera y segunda instancia 

1º JUZGADO DE TRABAJO - SEDE MANCO CAPAC  

EXPEDIENTE : 00631-2015-0-2402-JR-LA-01  

MATERIA : ACCION CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA 

 JUEZ : CRUZ COBEÑAS MARLENY  

ESPECIALISTA : LUJAN PEÑA ALAIN  

MINISTERIO PÚBLICO : PRIMERA FISCALIA PROVINCIAL CIVIL Y 

FAMILIA DE CORONEL PORTILLO,  

DEMANDADO : DIRECCION REGIONAL DE EDUCACION DE UCAYALI, 

GOBIERNO REGIONAL DE UCAYALI, PROCURADOR PÚBLICO REGIONAL, 

DEMANDANTE : BARBOSA FERREIRA, FRANCISCA  

 

SENTENCIA N° 426 -2017 - 1°JT-CSJUC-MCC 

RESOLUCIÓN NÚMERO: DIEZ  

Pucallpa, diecisiete de Noviembre Del año dos mil diecisiete.-  

I. PARTE EXPOSITIVA ASUNTO: Con el Dictamen Civil N° 047-2017-MP-

1FPCyF-CP-U, recepcionado el 09 de Noviembre del año dos mil diecisiete, que obra 

en autos a fojas 213/218, emitido por el Fiscal Provincial de la Primera Fiscalía 

Provincial Civil y Familia de la Provincia de Coronel Portillo del Distrito Fiscal de 

Ucayali; es motivo la demanda presenta por BARBOSA FERREIRA FRANCISCA 

contra la DIRECCIÓN REGIONAL DE EDUCACIÓN DE UCAYALI, UNIDAD DE 



131  

  

GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL DE CORONEL PORTILLO, con citación al 

Procurador Público del GOBIERNO REGIONAL, a fin de que se declare la nulidad 

de los siguientes actos administrativos (i) Resolución por Denegatoria Ficta de la 

Dirección Regional de Educación de Ucayali – DREU; (ii) Resolución Ejecutiva 

Regional N° 0752-2015-GRU-GR de fecha 11 de Septiembre del 2015, a fojas 15/19 

resolución que declara en su artículo primero: Infundado el Recurso de Apelación por 

Silencio Administrativo Negativo interpuesto por la administrada Francisca Barbosa 

Ferreira, respecto al pago e inclusión en sus boletas de pago la bonificación por 

preparación de clases y evaluación en función al 30% de su remuneración total y/o 

integra, asimismo el pago de devengados e intereses legales desde 1991 hasta la 

actualidad […]; asimismo, (ii) solicita que ordene a las entidades demandadas emitan 

nueva resolución reconociendo y disponiendo lo siguiente: 1. El reconocimiento del 

pago e inclusión en sus boletas de pago mensual la bonificación especial por 

preparación de clases y evaluación el equivalente al 30% de su remuneración total, 

más el 5% por desempeño de cargo (Director de USE-nivel remunerativo F-2) 

debiendo establecerse dicho pago de por vida; 2. Reconocimiento de los devengados 

desde 1991 hasta la fecha, el equivalente al 35% de su remuneración total; 3. El pago 

de intereses legales, la misma que oportunamente se efectuará la liquidación en 

ejecución de sentencia. 

 ANTECEDENTES:  

1. Presentada la demanda a fojas 22/36, y subsanada a fojas 73/75, fue admitida a 

trámite mediante Resolución tres a fojas 78/79; asimismo se le requiero a la entidad 

demandada que presente el expediente administrativo relacionado con la actuación 

impugnable, notificándose a la DIRECCIÓN REGIONAL DE EDUCACIÓN DE 
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UCAYALI, UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL DE CORONEL 

PORTILLO, con citación al Procurador Público del GOBIERNO REGIONAL;  

2. Por Escrito N° 9280-2016, fojas 82/91, la demandada a través de la Procurador 

Público del Gobierno Regional, contesta y absuelve el traslado de la demanda 

negándola y contradiciéndola en todos sus extremos, asimismo propuso la excepción 

de prescripción extintiva y solicita que oportunamente mediante sentencia 

debidamente motivada se sirva declarar improcedente y/o infundada, toda vez que la 

demandada otorga los beneficios y gratificaciones de acuerdo a las normas jurídicas, 

pues otorgar estos conceptos al margen de ella acarrearía responsabilidad 

administrativa, civil y penal, conforme a los fundamentos indicados en los 

considerandos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo de la 

contestación, asimismo mediante escrito N° 10774-2016 la demandada manifiesta que 

en el archivo general de la Dirección Regional de Educación no se encontró expediente 

administrativo alguno respecto al demandante, a excepción de los documentos ya 

presentados por la demandante;  

3. Por lo que mediante Resolución N° cuatro de fecha veinticinco de Abril del dos mil 

diecisiete a fojas 135/137 se provee lo antes señalado teniéndose por presentada la 

contestación y por propuesta la excepción de prescripción y se requirió el expediente 

administrativo a la demandada, bajo apercibimiento de imponérsele multa compulsiva 

y progresiva de 02 URP;  

4. Mediante escrito N°4493-2017 a fojas 173 la demandada presenta el expediente 

administrativo lo cual obra en autos a fojas 141/172, siendo proveído mediante 

Resolución N° cinco de fecha ocho de Mayo del dos mil diecisiete a fojas 182;  
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5. Por resolución N° seis de fecha once de Agosto del dos mil diecisiete a fojas 

189/193, se resuelve declarar improcedente la excepción de prescripción propuesta por 

la entidad demandada, asimismo se declara saneado el proceso por existir una relación 

jurídica procesal válida, se fijan los puntos controvertidos, y se admitieron los medios 

probatorios ofrecidos por las partes y se dispuso como prueba de oficio: a) El informe 

escalafonario que deberá remitir la demandada, b) Copia simple de Oficio N° 731 de 

fecha 03 de octubre de 1967, c) Copia simple de la resolución administrativa de fecha 

01 de Noviembre de 1992 y d) Copias simples de la boletas de pago obrantes a fojas 

19/72, siendo que una vez remitido lo solicitado, se remite los actuados a Vista Fiscal;  

6. Mediante escrito N°8851-2017 la demandada presenta lo solicitado mediante 

resolución N° seis, el cual obra a fojas 202/206 y , la misma que fue proveído mediante 

Resolución N° siete a fojas 207 y se dispuso remitir los actuados a vista fiscal;  

7. Presenta su Dictamen el representante del Ministerio Público el 09 de Noviembre 

del 2017, la misma que fue puesto en conocimiento de las partes de dicho 

pronunciamiento respecto a ello mediante Resolución N° ocho a fojas 233;  

8. Asimismo, por resolución nueve, se dispuso poner los autos a despacho para 

sentenciar;  

9. Por ello, encontrándose la presente causa en la etapa procesal de dictar sentencia, la 

misma que se emite en este acto procesal con arreglo a Ley.  

II. FUNDAMENTOS: Del Proceso Contencioso Administrativo 

 PRIMERO: El artículo 148° de la Constitución Política del Estado de 1993 establece 

que las resoluciones administrativas que causen estado son susceptibles de 

impugnación mediante demanda contenciosa administrativa, teniendo por finalidad el 

control jurídico por el Poder Judicial en las actuaciones de la administración pública.  
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SEGUNDO: El artículo 1° del Decreto Supremo N° 013-2008-JUS, que aprueba el 

Texto Único Ordenado de la Ley N° 27584, Ley que regula el Proceso Contencioso 

Administrativo, establece que: “El proceso contencioso administrativo previsto en el 

artículo 148° de la Constitución Política del Perú tiene por finalidad el control jurídico 

por el Poder Judicial de las actuaciones de la administración pública sujetas al derecho 

administrativo y la efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados”; 

por lo que, estando a la norma antes acotada, son los poderes públicos, entre los que 

se encuentran incluidos la Administración, como la judicatura quienes tienen un deber 

especial de protección de los derechos fundamentales de la persona, deber patente en 

hacer valer los derechos fundamentales frente a agresiones o posibles agresiones de 

los órganos administrativos. 

 TERCERO: El Juzgador está en la obligación de atender a los principios recogidos en 

el artículo 2° de la Ley N° 27584, como son los de integración, igualdad procesal, 

favorecimiento del proceso y suplencia de oficio; sin perjuicio de la aplicación 

supletoria de los principios del derecho procesal civil, en los casos en que sea 

compatible, a los que deben agregarse los principios del procedimiento administrativo 

recogidos en el artículo IV del Título Preliminar de la Ley N° 27444. De la Carga de 

la Prueba  

CUARTO: Conforme al artículo 33° del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27584, 

Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo, aprobado mediante Decreto 

Supremo N° 013- 2008-JUS (en adelante TUO-LPCA), se establece que la carga de la 

prueba corresponde a quien afirma los hechos que sustentan su pretensión, salvo 

disposición legal que establece una sanción o medidas correctivas, o cuando por razón 

de su función o especialidad la entidad administrativa está en mejores condiciones de 



135  

  

acreditar los hechos, la carga de probar corresponde a ésta. De la Motivación de las 

Resoluciones Judiciales.  

QUINTO: Resulta pertinente tener en cuenta lo señalado por el Tribunal 

Constitucional, en cuanto a la motivación de las Resoluciones Judiciales. Así, el 

guardián de la Constitución en el fundamento cuatro de la Resolución del Expediente 

N° 00966-2007-AA/TC señala: “La Constitución no garantiza una determinada 

extensión de la motivación por lo que su contenido se respeta siempre que exista una 

fundamentación jurídica, congruencia entre lo pedido y lo resuelto y; por sí misma, 

exprese una suficiente justificación de la decisión adoptada, aun esta es breve o 

concisa, o se presente el supuesto de motivación por remisión. Tampoco garantiza que, 

de manera pormenorizada, todas las alegaciones que las partes puedan formular dentro 

del proceso sean objeto de pronunciamiento expreso y detallado (…). En suma, 

garantiza que el razonamiento guarde relación y sea proporcionado con el problema 

que al juez (…) corresponde resolver”, en atención a ello, esta Judicatura pasara al 

análisis, desarrollo y resolución de la litis, siguiendo las líneas directrices dispuestas 

por el máximo intérprete de la Constitución. DETERMINACIÓN DE LOS PUNTOS 

CONTROVERTIDOS  

SEXTO: Mediante Resolución Nº 06 obrante a folios 189/193, se dispuso fijar como 

puntos controvertidos los siguientes: 1. Determinar si procede o no declarar la 

NULIDAD de la Resolución Ejecutiva Regional N° 0752-2015-GRU-GR de fecha 11 

de Septiembre del 2015. 2. Determinar si procede o no declarar la NULIDAD de la 

Resolución NEGATIVA FICTA de la Dirección Regional de Educación, sobre la 

solicitud de pago de la bonificación por Preparación de Clases. 3. Determinar si 

procede o no ordenar a la demandada emita nueva resolución reconociendo el pago 
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con inclusión en boletas de la Bonificación Especial por Preparación de Clases y 

Evaluación equivalente al 30% de la remuneración total más 5% por desempeño de 

cargo, pago de devengados desde 1991 e intereses legales. Análisis del caso concreto  

SETIMO: Respecto a la impugnación de la Resolución Administrativa; el artículo 4° 

de la Ley N° 27584 prevé que actuaciones administrativas son pasibles de ser 

impugnadas en el presente proceso, como son: i) Los actos administrativos y cualquier 

otra declaración administrativa; ii) El silencio administrativo, la inercia y cualquier 

otra omisión de la administración pública; iii) La actuación material que no se sustenta 

en ato administrativo; iv) La actuación material de de ejecución de actos 

administrativos que transgrede principios o normas del ordenamiento jurídico; v) Las 

actuaciones u omisiones de la administración pública respecto de la validez, eficacia, 

ejecución o interpretación de los contratos de la administración pública, con excepción 

de los casos en que es obligatorio o se decida, conforme a Ley, someter a conciliación 

o arbitraje la controversia; y vi) Las actuaciones administrativas sobre el personal 

dependiente al servicio de la administración pública. 

OCTAVO: Respecto de la nulidad de los actos administrativos; el artículo 10 de la Ley 

del Procedimiento Administrativo General, Ley 27444, establece que: “Son vicios del 

acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes: 1) La 

contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas reglamentarias. 2) El defecto 

o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo que se presente alguno de 

los supuestos de conservación del acto a que se refiere el artículo 14. 3) Los actos 

expresos o los que resulten como consecuencia de la aprobación automática o por 

silencio administrativo positivo, por lo que se adquiere facultades, o derechos, cuando 

son contrarios al ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen con los requisitos, 
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documentación o trámites esenciales para su adquisición. 4) Los actos administrativos 

que sean constitutivos de infracción penal, o que se dicten como consecuencia de la 

misma”.  

NOVENO: PUNTO CENTRAL DE LAS PRETENSIONES: EL DERECHO A 

PERCIBIR BONIFICACIÒN ESPECIAL POR PREPARACION DE CLASES Y 

EVALUACION EQUIVALENTE al 30% DE LA REMUNERACION TOTAL 

conforme al art. 48° de la Ley N° 24029 modificada por Ley N° 25212, concordante 

con el art. 210° del Reglamento de la Ley del Profesorado aprobado por D.S N° 019-

90-ED, solicitado por la demandante, por lo que de la revisión de autos, se tiene que 

la demandante, acredita con la Resolución de fecha 03 de Octubre de 1967 a fojas 46 

que resuelve: Nombrar con carácter titular, y con antigüedad del 1° de Marzo de 1967, 

a doña Francisca Barboza Ferreira […] como auxiliar de la Escuela Primaria Mixta N° 

101135 […]. Asimismo con Resolución de fecha 04 de Noviembre de 1992 a fojas 

47/48 que resuelve en su artículo primero: Cesar, a solicitud a partir del 1° de 

Noviembre de 1992, a doña Francisca Barboza Ferreira […] con título de profesora de 

educación primaria N° 32222-G, nivel de carrera 5to, 40 horas, del cargo de 

especialista en educación III, nivel remunerativo F-2 […], documento con el cual 

acredita el desempeño de cargo que solicita en su demanda y en su segundo artículo 

resuelve: Reconocer 25 años, 6 días se servicios docentes oficiales prestados al Estado 

[…], sin embargo con Resolución Directoral Regional N°00906- 2003-DREU de fecha 

08 de Abril del 2003 a fojas 205/205vuelta se resuelve en su artículo primero: Declarar 

la nulidad de la Resolución USE N° 104 de fecha 04 de Noviembre de 1992, 

correspondiente a doña Francisca Barboza Ferreira, en el extremo del Nivel 

Remunerativo F-2. 
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 DECIMO: En atención a lo antes expuesto, y de la revisión de autos, se aprecia que a 

la demandante se le está pagando la bonificación por preparación de clases conforme 

se puede corroborar de sus boletas de pago obrante a folios 49/72, por ello, la 

controversia se centra en dilucidar si el pago de devengados de la bonificación por 

preparación de clases y evaluación, es en atención a la remuneración total como señala 

la demandante o en base a la remuneración total permanente como señala la 

demandada.  

DECIMO PRIMERO: La demandante basa su petición, conforme al Artículo 48º de la 

Ley Nº 24029 – Ley del Profesorado, aprobada el catorce de diciembre de mil 

ochocientos noventa y cuatro, modificada por la Ley Nº 25212 el veinte de mayo de 

mil novecientos noventa, establece: “El profesor tiene derecho a percibir una 

bonificación especial mensual por preparación de clases y evaluación equivalente al 

30% de su remuneración total, más el 5% por desempeño de cargo”; norma que es 

corroborada en su Reglamento aprobado por el Decreto Supremo N° 019-90-ED de 

veintinueve de junio de mil novecientos noventa, Artículo 208°, inciso b) : “Los 

profesores del Área de la Docencia y del Área de Administración de la Educación 

tienen derecho a que se les otorgue de oficio lo siguiente: …b) Las bonificaciones 

diferencial, refrigerio y movilidad, por preparación de clases y evaluación, por el 

desempeño del cargo”, y el Artículo 210°: “El profesor tiene derecho a percibir una 

bonificación especial mensual por preparación de clases y evaluación equivalente al 

30% de su remuneración total. El personal Directivo o Jerárquico, así como el personal 

docente de la administración de la Educación Superior, perciben además de una 

bonificación adicional por el desempeño de cargo […] equivalente al 5% de su 

remuneración total”.  
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DECIMO SEGUNDO: No obstante la normatividad acotada, el Decreto Supremo N° 

051-91- PCM, en su Artículo 9°, prescribe: “Las Bonificaciones, beneficios y demás 

conceptos remunerativos que perciben los funcionarios públicos, directivos, servidores 

otorgado en base al sueldo, remuneración o ingreso total, serán calculados en base a la 

remuneración total permanente…”; en el mismo criterio, la Directiva N° 003-2007-

EF, Directiva para Ejecución Presupuestaria y Anexos por Nivel de Gobierno 

Nacional, Regional y Local, Artículo 6.3, numeral C.1, señala: “Cuando se trate de 

gastos variables y ocasionales vinculados a lo dispuesto en los Artículos 8° y 9° del 

Decreto Supremo N° 051-91-PCM, de fecha 06 de marzo de 1991, la determinación 

de las bonificaciones, beneficios y demás conceptos remunerativos (tales como la 

asignación por 25 y 30 años de servicios, subsidio por fallecimiento y gastos de sepelio 

y luto, vacaciones truncas, entre otros), que perciben los funcionarios públicos, 

directivos y servidores, otorgados en base al sueldo, remuneración o ingreso total son 

calculados en función a la “Remuneración Total Permanente”.  

DECIMO TERCERO: De lo establecido en los considerandos Décimo Segundo y 

Décimo Tercero se advierte un conflicto de normas jurídicas: por un lado está la Ley 

del Profesorado y su Reglamento, las que amparan la pretensión de la demandante y 

establece el pago de la Bonificación Especial por Preparación de Clases y Evaluación 

equivalente al 30% y el 5% por desempeño de cargo de la remuneración total; y por 

otro lado están el Decreto Supremo N° 051-91-PCM, y la Directiva N° 003-2007-EF, 

en las que se sustenta la contestación del representante de las entidades demandadas, 

de data posterior a las primeras, y que para el pago de los mismos beneficios establece 

se liquiden en base a la remuneración total permanente;  



140  

  

DECIMO CUARTO: De ello debe de precisarse que el Decreto Supremo N° 051-91-

PCM, fue expedido al amparo de la atribución presidencial prevista en el inciso 20) 

del artículo 211° de la Constitución Política del Perú de 1979, que facultó al Ejecutivo 

dictar medidas extraordinarias siempre que tengan como sustento normar situaciones 

imprevisibles y urgentes cuyos efectos o riesgos inminentes se extiendan o constituyan 

un peligro para la economía nacional o las finanzas públicas. A pesar que la 

mencionada Constitución Política del Perú, no le otorgó a estos Decretos Supremos 

fuerza de Ley, para la doctrina le atribuyo efecto, pero en el entendido de que se 

trataban de Decretos Supremos Extraordinarios con vigencia temporal;  

DÉCIMO QUINTO: En efecto, de considerarse los citados Decretos Supremos como 

Decretos de Urgencia por su naturaleza extraordinaria, estos devienen en temporales, 

sin embargo dicha observancia no ha sido observada respecto al Decreto Supremo N° 

051-91-PCM, publicado en el Diario Oficial “ El Peruano” el 06 de marzo de 1991, a 

pesar que esta norma fue expedida por la necesidad de dictar normas reglamentarias 

transitorias orientadas a establecer niveles remunerativos de los trabajadores al 

servicio del Estado en el marco del proceso de Homologación, Carrera Pública y 

Sistema Único de Remuneraciones y Bonificaciones, según se desprende de su parte 

considerativa y de su artículo 1° , por lo que se ha desnaturalizado su carácter 

extraordinario y temporal, y con ello su fuerza de ley, lo que implica que el citado 

Decreto Supremo N° 051-91-PCM es una norma reglamentaria y general que no puede 

afectar los derechos reconocidos en la Ley N° 24029- Ley del Profesorado, modificado 

por Ley N° 25212;  

DÉCIMO SÉXTO: Al respecto, la casación N°1265-2013-Sullana, emitida por la 

Primera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria, que se tiene a la vista y 
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se agrega a los autos, para mejor resolver en este acto, recoge lo dispuesto por El 

Tribunal Constitucional, en la sentencia recaída en el expediente N° 00007-2009-

AI/TC sobre el control de constitucionalidad ejerciendo a diferentes artículos del 

Decretos de Urgencia N° 026-2009, estableció que los Decretos de Urgencia dictados 

bajo las exigencias previstas en el inciso 19) del artículo 118° de la Constitución 

Política de 1993, debían responder a determinados criterios o exigencias de validez , 

como la excepcionalidad, la necesidad, la transitoriedad, la generalidad y la conexidad, 

concluyendo en su fundamento jurídico 11 que el otorgamiento de beneficios previstos 

por la Ley, no pueden modificarse a través de Decretos de Urgencia, pues ello resulta 

inconstitucional;  

DÉCIMO SÉTIMO: Finalmente se tiene, que los Decretos Supremos dictados al 

amparo del inciso 20) del artículo 211° de la Constitución Política de 1979, constituyen 

el antecedente de los Decretos de Urgencia dictados al amparo del inciso 19) del 

artículo 18) de la Constitución Política de 1993, siendo la conclusión arribada en la 

mencionada Sentencia del Tribunal Constitucional resulta aplicable al caso de autos, 

por lo que el artículo 10° del Decreto Supremo N° 051-91-PCM, no puede modificar 

el beneficio contenido en el artículo 48° de la Ley N° 24029, pues el citado Decreto 

Supremo, al haberse extendido en el tiempo, no ha cumplido el presupuesto habilitante 

de su carácter extraordinario y temporal que le otorga fuerza de Ley.  

DÉCIMO OCTAVO: En casos de autos el Decreto Supremo N° 051-91-PCM no tiene 

fuerza de ley, al haberse incumplido el carácter extraordinario y temporal que 

precisamente le otorgaban dicha fuerza. Por lo que el artículo 10° del Decreto Supremo 

N° 051-91-PCM no puede modificar válidamente el artículo 48 de la Ley del 

Profesorado, al tratarse de una norma reglamentaria de inferior jerarquía.  
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DÉCIMO NOVENO: Por los demás, y abonando en razones, resulta aplicable a este 

caso en Principio de Estabilidad, según el cual una norma especial prima sobre norma 

general, es decir, orienta a que en la solución de un conflicto, corresponde aplicar la 

norma general, es decir, orienta a que la solución de un conflicto corresponde aplicar 

la norma que regula de modo especifico el supuesto de hecho generador del derecho 

correspondiente. En el caso de autos, el Decreto Supremo N° 051-91-PCM es una 

norma de ámbito general, que está destinada regular los niveles remunerativos de todos 

los servicios del Estado, mientras que la Ley del Profesorado N° 24029, modificada 

por la Ley N° 25212, y reglamentada por el Decreto Supremo N° 19-90- ED, es una 

norma que regula de manera especial los deberes y derechos de un sector determinado 

de la administración, como son los profesores; en este sentido es evidente que la 

Bonificación por Preparación de Clases materia de la demanda, al tratarse de una 

Bonificación que es exclusivamente percibida por los docentes, la normatividad legal 

que resulta aplicable por razón de especialidad es la Ley N° 24029 y su modificatoria 

la Ley N° 25212, así como su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 19-90-

ED y no el Decreto Supremo N° 051-91- PCM;  

VIGÉSIMO: En similar sentido se ha pronunciado el Tribunal de Servicio Civil en la 

Resolución N° 2836-2010-SERVIR-TSC-Primera Sala, recaída en el expediente N° 

5643-2010-SERVIR/TSC de catorce de diciembre de dos mil diez, al señalar lo 

siguiente “(…) esta Sala considera que en atención al principio de Especialidad, 

atendiendo como la preferencia aplicada de la norma reguladora de una especie de 

cierto genero sobre la norma reguladora de tal genero en su totalidad”, debe preferirse 

la norma contenida en el artículo 48° de la Ley N° 24029, lo que determina que, para 

el cálculo de la Bonificación Especial mensual por Preparación de Clases y Evaluación 
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aplique la Remuneración Mensual Total que el docente perciba y no la Remuneración 

Total Permanente a la que hace referencia el artículo 9° del Decreto Supremo N° 051-

91-PCM;  

VIGÉSIMO PRIMERO: Existencia de Doctrina Jurisprudenciales recaídas en diversos 

pronunciamientos emitidos por la Corte Suprema de Justicia de la República tales 

como: a) Casación N° 1567-2002-La Libertad emitida por la Sala de Derecho 

Constitucional ha señalado: “La Ley del Profesorado N° 24029, ha sido expedida 

observando el proceso de formación de la Ley previsto en la Constitución Política del 

Perú, de allí que entre esta y el Decreto Supremo N° 051-91-PCM, existe una 

diferencia de origen y vigencia, no obstante tener ambas normas la misma naturaleza” 

concluyendo que: “En aplicación del Principio de Especialidad, resulta aplicable la 

Ley del Profesorado y su Reglamento y no el referido Decreto Supremo”; b) Casación 

N° 435-2008-Arequipa, emitida por la Segunda Sala de Derecho Constitucional y 

Social Transitoria de la Corte Suprema, ha considerado pertinente ponderar la 

aplicación del artículo 48° de la Ley N° 24029, sobre el artículo 10° del Decreto 

Supremo N° 051-91-PCM, señalando que “(…) la norma que debe aplicarse el caso de 

autos es el artículo 48° de la Ley N° 24029 y no el artículo 10° del Decreto Supremo 

N° 051-91-PCM” ; c) Casación N° 9887-2009-PUNO,emitido por la Sala de Derecho 

Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema, señalando que: “La 

Bonificación Especial por Preparación de Clases y Evaluación debe de ser calculada 

tomando como base la Remuneración Total, conforme lo dispone el artículo 48° de la 

Ley del Profesorado, modificado por la Ley N° 25212, concordante con el artículo 

210° del Decreto Supremo N° 019-90-ED (Reglamento de la Ley del Profesorado) y 

no sobre la base de la Remuneración Total Permanente como lo señala el artículo 10° 
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del Decreto Supremo N° 051-91-PCM”; c) Casación N° 9890-2009-PUNO, emitida 

por la Primera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria, ha establecido: “ 

Respecto a la forma del cálculo de la Bonificación por Preparación de Clases, al 

tratarse de una bonificación que es exclusivamente percibida por los servidores 

comprendidos en la Ley del Profesorado, la normatividad legal que le resulta aplicable 

por razón de especialidad es la Ley N° 24029 y su modificatoria la Ley N° 251212”, 

así como su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 19-90-ED, y no así el 

Decreto Supremo N° 051-91-PCM, finalmente, mediante las consultas recaídas en los 

expedientes N° 2026-2010-Puno y la N° 2442-2010-Puno, emitidos por la Sala de 

Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema ha aplicado la norma 

especial, esto es la Ley N° 24029, en lugar de la norma general, es decir en lugar del 

Decreto Supremo N° 051-91-PCM;  

VIGÉSIMO SEGUNDO: Siendo así, es necesario preferir la Ley del Profesorado N° 

24029, modificado por la Ley N° 25212, concordante con el artículo 210° del Decreto 

Supremo N° 019- 90-ED (Reglamento de la Ley del Profesorado), conforme a lo 

señalado en su artículo 48°, por lo que la Bonificación Especial por Preparación de 

Clases y Evaluación debe de otorgarse a favor de la demandante en base a la 

Remuneración Total y no de la Remuneración Total Permanente; y por ende, las 

resoluciones administrativas cuestionadas sobre este beneficio, son nulas por 

contravenir las normas que se han mencionado en concordancia del Artículo 10°, 

inciso 1, de la Ley N° 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General que 

señala: “Causales de Nulidades.- Son vicios del acto administrativo, que causan su 

nulidad de pleno derecho, los siguientes: 1) La contravención a la Constitución, a las 

leyes o a las normas reglamentarias…”.  
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VIGÉSIMO TERCERO: El criterio de la taxatividad para otorgar derechos, ha sido 

además expresada por Sala de Derecho Constitucional Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, que al resolver la Acción Popular N° 438-2007, 

y declarar fundada la demanda sostuvo: “El carácter transitorio de la norma 

reglamentaria contenida en el Decreto Supremo N° 051-91-PCM se ha 

desnaturalizado” por tanto concluyo que la Ley del Profesorado prevalece por tratarse 

de la norma de mayor jerarquía, es así que, este criterio debe ser de observancia 

obligatoria para todas las instancias judiciales, en razón a los efectos erga omnes de la 

sentencia de Acción Popular similares a los efectos de una sentencia constitucional lo 

que aplicados al caso presente, el Decreto Legislativo N° 276, regula en forma expresa 

y taxativa el cálculo sobre la base de la remuneración total;  

VIGÉSIMO CUARTO: En ese sentido, atendiendo a lo solicitado por la demandante, 

respecto al pago e inclusión en sus boletas de pago mensual la Bonificación Especial 

Mensual por Preparación de Clases y Evaluación Equivalente al 30% de la 

Remuneración Total y el devengados desde el año 1991, corresponde que la 

demandada emita resolución reconociendo y disponiendo a favor de la demandante 

reintegro (pago de devengados) de la Bonificación Especial Mensual por preparación 

de clases y Evaluación Equivalente al 30% y el 5% por desempeño de cargo de la 

Remuneración Total desde el año 1991, correspondientes, dentro del plazo de treinta 

días de notificada, debiendo remitirse a este Juzgado copia fedateada de la resolución 

administrativa correspondiente.  

VIGÉSIMO QUINTO: Sin embargo debe hacerse la precisión, que con la derogatoria 

y la entrada en vigencia de la Ley N° 29944, Ley de Reforma Magisterial, de fecha 25 

de noviembre de 2012, la misma que luego de su expedición resulta de aplicación a las 
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consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes"; es menester 

precisar que, conforme a las boletas de pagos de autos, se tiene que la parte demandante 

ha venido percibiendo la bonificación por preparación de clases en base a la 

remuneración total permanente hasta antes de la vigencia de la Ley N° 29944; siendo 

ello así, corresponde se ordene el pago de devengados vía recálculo de la bonificación 

por preparación de clases con deducción de lo percibido en su oportunidad, para lo 

cual la Administración en ejecución de sentencia, deberá de calcular dicho concepto 

hasta antes de la entrada en vigencia de la Ley N° 29944, Ley de la Reforma 

Magisterial (25 de noviembre del 2012). Por lo tanto no es atendible su abono e 

inclusión en las boletas de pago del concepto demandado de por vida, como pretende 

la demandante a fojas 23 (ver pretensión accesoria 1), por infundado. Resultando la 

demanda respecto a ese pedido y por los motivos antes mencionados, fundada en parte.  

VIGÉSIMO SEXTO: Referente al extremo del pago de los intereses legales, es 

atendible su otorgamiento desde 1991, resulta importante traer a comentario el Pleno 

Jurisdiccional Supremo en Materia Contencioso Administrativa, llevado a cabo el 27 

y 28 de octubre de 2008, en donde se acordó que: “(…) el no pago oportuno obliga al 

pago de intereses sin necesidad de la intimación. Aun cuando no se hubiera incluido 

expresamente en la demanda, el juez constitucional y el contencioso administrativo, 

constitucional también, a partir de la vigencia de la Ley N° 27584, está facultado a 

incorporar en la demanda el pago de intereses, por la normatividad vigente y por los 

precedentes constitucionales y por los precedentes jurisprudenciales.”;  

VIGÉSIMO SÉTIMO: Por otro lado, debe tenerse en cuenta lo previsto en el artículo 

1245 del Código Civil, en el que se establece: “Cuando deba pagarse interés, sin 

haberse fijado la tasa, el deudor debe abonar el interés legal”; asimismo, en el artículo 
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1244 del código acotado se prevé: “La tasa de interés legal es fijada por el Banco de 

Reserva del Perú”; es así, que de manera referencial, respecto al pago de los intereses 

legales, el Tribunal Constitucional en diversas sentencias como la recaída en los 

Expedientes N° 2542-2007- AA/TC, y N° 0178-2004-AA/TC, ha precisado que a 

dicha pretensión aplicable a los devengados de una acreencia (suma líquida), se 

aplicarán las disposiciones establecidas en el articulo 1242 y siguientes del Código 

Civil, en ese sentido, se precisa que los intereses dispuestos en la presente demanda, 

son los intereses legales, los mismos que deben ser aplicados solamente al capital;  

VIGÉSIMO OCTAVO: Siendo así, el extremo de la pretensión del pago de intereses 

legales resulta amparable;  

VIGÉSIMO NOVENO: Debiendo para el pago de lo reconocido en la presente 

resolución, así como el pago de los intereses por devengarse, seguirse con el 

procedimiento establecido en el artículo 47° del Decreto Supremo N° 013-2008-JUS, 

bajo responsabilidad; TRIGÉSIMO: Por las consideraciones expuestas, las 

resoluciones administrativas cuestionadas, son nulas por violar la normatividad 

constitucional; estando al Artículo 10°, inciso 1, de la Ley N° 27444 – Ley del 

Procedimiento Administrativo General: “Causales de Nulidades.- Son vicios del acto 

administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes: 1) La 

contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas reglamentarias…”;  

TRIGÉSIMO PRIMERO: Estando a lo antes definido y resuelto, debe tenerse en 

cuenta que, el Artículo 44° del Texto Único Ordenado de la Ley que Regula el Proceso 

Contencioso Administrativo, señala que la sentencia que declara fundada la demanda 

deberá establecer el tipo de obligación a cargo del demandado, el titular de la 

obligación, el funcionario a cargo de cumplirla y el plazo de su ejecución.  



148  

  

III. PARTE RESOLUTIVA:  

Por los fundamentos expuestos, la Juez del Primer Juzgado de Trabajo Permanente de 

la Corte Superior de Justicia de Ucayali, impartiendo Justicia a nombre de la Nación:  

Declaro FUNDADA EN PARTE la demanda interpuesta por BARBOSA FERREIRA 

FRANCISCA contra la DIRECCIÓN REGIONAL DE EDUCACIÓN DE UCAYALI, 

UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL DE CORONEL PORTILLO, con 

citación al Procurador Público del GOBIERNO REGIONAL sobre Proceso 

Contencioso Administrativo, y en consecuencia, se DECLARA: 1. NULA la 

Resolución por denegatoria ficta de la Dirección Regional de Educación de Ucayali – 

DREU. 2. NULA la Resolución Ejecutiva Regional N° 0752-2015-GRU-GR de fecha 

11 de Septiembre del 2015. 3. ORDENO que la entidad demandada DIRECCION 

REGIONAL DE EDUCACION DE UCAYALI y GOBIERNO REGIONAL DE 

UCAYALI, con citación al GOBIERNO REGIONAL DE UCAYALI, en la persona 

de la autoridad de más alta jerarquía de la entidad (su Director y Presidente), emita 

nueva resolución reconociendo y disponiendo a favor de la demandante el reintegro de 

la Bonificación Especial Mensual por preparación de clases y Evaluación Equivalente 

al 30% y 5% por desempeño de cargo solicitadas sobre la base de la Remuneración 

Total correspondiente desde 1991 y hasta antes de la entrada en vigencia de la Ley 

29944, conforme se ha precisado en el considerando vigésimo octavo, dentro del plazo 

de TREINTA DÍAS de notificado, debiendo remitirse a este Juzgado copia fedateada 

de la resolución administrativa correspondiente, bajo apercibimiento de multa de 2 

URP en caso incumplimiento; 4. DISPONGO el pago de los intereses legales 

devengados de la asignación de dicho año, que se liquidaran en ejecución de sentencia, 

debiendo para dicho efecto seguirse con el procedimiento establecido en el Artículo 
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47° del Decreto Supremo N° 013-2008-JUS, bajo responsabilidad; 5. Infundada la 

demanda respecto al pago e inclusión en sus boletas de pago del concepto demandado 

de por vida. 

6. Debe notificarse el contenido de la presente al Ministerio Publico, conforme a lo 

dispuesto en el último párrafo del artículo 16° del Texto Único Ordenado de la Ley 

que regula el Proceso Contencioso Administrativo. NOTIFÍQUESE.- 
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EXPEDIENTE : N° 00631-2015-0-2402-JR-LA-01.  

DEMANDANTE : BARBOSA FERREIRA FRANCISCA  

DEMANDADO : DIRECCIÓN REGIONAL DE EDUCACIÓN DE UCAYALI, 

GOBIERNO REGIONAL DE UCAYALI  

MATERIA : ACCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.  

PROVIENE : PRIMER JUZGADO DE TRABAJO DE LA PROVINCIA DE 

CORONEL PORTILLO.  

SENTENCIA DE VISTA 

RESOLUCIÓN NÚMERO: SEIS  

Pucallpa, dos de octubre de dos mil dieciocho.-  

 

VISTOS En Audiencia Pública, conforme a la certificación que antecede; e 

interviniendo como ponente el señor Juez Superior ARAUJO ROMERO; y 

CONSIDERANDO: I. ASUNTO Viene en grado de apelación la Resolución número 

diez, que contiene la Sentencia N° 426-2017-1°JT-CSJUC/MCC fecha 17 de 

Noviembre de 2017, obrante a folios doscientos cincuenta y nueve a doscientos 

setenta, que Resuelve en el extremo que Declara FUNDADA EN PARTE la demanda 

interpuesta por BARBOSA FERREIRA FRANCISCA contra la DIRECCIÓN 

REGIONAL DE EDUCACIÓN DE UCAYALI, UNIDAD DE GESTIÓN 

EDUCATIVA LOCAL DE CORONEL PORTILLO, con citación al Procurador 

Público del Gobierno Regional sobre Proceso Contencioso Administrativo, y en 

consecuencia, se declara: 1. Nula la Resolución por Denegatoria Ficta de la Dirección 

Regional de Educación de Ucayali-DREU; 2. Nula la Resolución Ejecutiva Regional 

N° 0752-2015-GRU-GR de fecha once de setiembre de dos mil quince; 3. ORDENA 
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que la entidad demandada Dirección Regional de Educación de Ucayali y el Gobierno 

Regional de Ucayali, emita nueva resolución reconociendo y disponiendo a favor de 

la demandante el reintegro de la Bonificación Especial Mensual por Preparación de 

Clases y Evaluación equivalente al 30% y 5% por desempeño de cargo en base a la 

Remuneración Total correspondiente desde 1991 y hasta antes de la entrada en 

vigencia de la Ley 29244, en el plazo de treinta días, con lo demás que contiene. II. 

FUNDAMENTOS DEL MEDIO IMPUGNATORIO INTERPUESTO: De folios 

doscientos setenta y ocho a doscientos ochenta y uno, obra el recurso de apelación 

interpuesto por la Procuradora Pública del Gobierno Regional de Ucayali contra la 

sentencia que declara fundada en parte la demanda, señalando que la resolución 

impugnada le causa agravio a la entidad demandada, por cuanto se ha dictado una 

sentencia, sin efectuar un detenido estudio de la controversia existente entre ambas 

partes, así como las normas jurídicas sobre las cuales discurre el tema litigioso, 

vulnerando principios de garantía de la administración de justicia, tales como el 

principio de tutela jurisdiccional efectiva y el debido proceso, señalando que: “ (i) El 

juzgador no merito en su real dimensión, que el demandante peticionó en Sede 

administraba, el recálculo de una bonificación que en su oportunidad fue otorgada 

conforme a las normas que regulan esta materia; por esta razón resulta inaceptable que 

el demandante argumente que se haya vulnerado las normas pertinentes al haber 

efectuado un pago de la bonificación como corresponde; (ii) La decisión judicial 

impacta frontalmente contra lo establecido en la Resolución de Sala Plena N° 001-

2011- SERVIR/TSC que contiene el Acuerdo Plenario que declara como precedente 

de observancia obligatoria para determinar la correcta interpretación de las normas que 

regulan el otorgamiento de beneficios a los considerandos 11,14,15,16,17,18,19 y 21, 
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siendo el considerando 21 de la resolución de la Sala Plena, aclara perfecta y 

expresamente que bonificaciones deben ser calculadas con la remuneración total; (iii) 

Por otro lado, el juzgador en clara transgresión al texto expreso de la ley, fallo 

ordenando al Gobierno Regional de Ucayali – quien no es parte procesal ni menos aún 

la entidad obligada. I. CONSIDERACIONES DE LA SALA PARA RESOLVER 1. 

El artículo 364° del Código Procesal Civil, aplicable supletoriamente al caso, prescribe 

que: El recurso de apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional superior 

examine, a solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución que les produzca 

agravio, con el propósito de que sea anulada o revocada, total o parcialmente; 

asimismo, en su artículo 366 se señala: El que interpone apelación debe fundamentarla, 

indicando el error de hecho o de derecho incurrido en la resolución, precisando la 

naturaleza del agravio y sustentando su pretensión impugnatoria1 . 2. Antes de entrar 

al análisis de la presente controversia, es preciso señalar que la sentencia que declara 

fundada en parte la demanda, es solo apelada en el extremo que declara: i) Nula la 

resolución por denegatoria ficta y Resolución Ejecutiva Regional N° 0752-2015-GRU-

GR y Ordena que la entidad demandada Dirección Regional de Educación de Ucayali 

y Gobierno Regional de Ucayali, con citación al Procurador Público, en la persona de 

la autoridad de más alta jerarquía de la entidad emita una nueva resolución 

reconociendo y disponiendo a favor de la parte demandante la inclusión en sus boletas 

del reintegro de la Bonificación Especial Mensual por Preparación de Clases y 

Evaluación equivalente al 30% de la remuneración total mas el 5% por preparación de 

documentos de gestión, desde 1991 hasta antes de la entrada en vigencia de la Ley N° 

29944 (…); iii) Dispongo el pago de los intereses legales devengados de la 

bonificación por preparación de clases, que se liquidará en ejecución de sentencia, 
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(…); por lo que solo se emitirá pronunciamiento respecto a dichos extremos. 3. El 

artículo 148° de la Constitución Política del E stado, señala que: Las resoluciones 

administrativas que causan estado son susceptibles de impugnación mediante la acción 

contencioso-administrativa; precepto constitucional con el que concuerda el artículo 

218.1 de la Ley N°. 27444 , Ley del Procedimiento Administrativo General: Los actos 

administrativos que agotan la vía administrativa podrán ser impugnados ante el Poder 

Judicial mediante el proceso contencioso-administrativo a que se refiere el artículo 148 

de la Constitución Política del Estado. El proceso contencioso tiene por finalidad el 

control jurídico por el órgano jurisdiccional de las actuaciones efectuadas por la 

administración que se encuentren sujetas al derecho administrativo, así como la 

efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados, conforme lo establece 

el artículo 1° del TUO de la Ley No. 27584, Ley que regula el Proceso Contencioso 

Administrativo. 4. En ese sentido, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 10° de la Ley 

N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, prescribe que: Son vicios 

del acto administrativo, que por tanto causan su nulidad de pleno derecho, los 

siguientes: a) La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas 

reglamentarias; b) El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez (…); 

c) Los actos expresos o los que resulten como consecuencia de la aprobación 

automática o por silencio administrativo positivo, por los que se adquiere facultades, 

o derechos, cuando son contrarios al ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen 

con los requisitos, documentación o tramites esenciales para su adquisición; d) Los 

actos administrativos que sean constitutivos de infracción penal, o que se dicten como 

consecuencia de la misma. 5. Es decir, nuestro sistema jurídico-administrativo ha 

establecido que para la validez de un acto en dicho ámbito, es necesario que se cumpla 
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con ciertos requisitos que permita individualizarlo, verificar su existencia y su validez, 

por lo que cuando dichos requisitos no concurren, la voluntad expresada en el acto 

administrativo resulta inválida; e igualmente, cuando se produce trasgresión de normas 

constitucionales y jurídicas; es decir, tienen un contenido contrario con el orden 

jurídico y/o una incorrecta interpretación de la norma o una errada valoración de los 

hechos. 6. Es el caso de autos, que mediante escrito postulatorio, obrante en autos de 

folios veintidós a treinta y seis, la demandante Francisca Barbosa Ferreira, interpone 

demanda contenciosa administrativa contra la Dirección Regional de Educación de 

Ucayali y el Gobierno Regional de Ucayali, a fin de que se declare la nulidad total de 

la Denegatoria Ficta de la Dirección Regional de Educación de Ucayali – DREU y 

Resolución Ejecutiva Regional N° 0752-2015-GRU-GR; y como pretensiones 

accesorias solicita se emita nueva resolución reconociéndole: El Pago e Inclusión en 

sus boletas de pago mensual la Bonificación Especial por Preparación de Clases y 

Evaluación equivalente al 30% de su remuneración total mas el 5% por desempeño de 

cargo, debiendo establecerse dicho pago de manera permanente, es decir de por vida; 

b) reconocimiento de los devengados desde mil novecientos noventa y uno hasta la 

fecha, el equivalente al 35% de su remuneración total; y c) el pago de intereses legales. 

7. Expone como hechos de la demanda, que (...) el artículo 48 de la Ley Nro. 24029 

modificado por la ley 25212 dispone: El profesor tiene derecho a percibir una 

bonificación especial mensual por preparación de clases y evaluación equivalente al 

30% de su remuneración total; de igual manera el art. 210 del D.S. N° 019-90-ED 

reglamento de la Ley del Profesorado, expresa: El profesor tiene derecho a percibir 

una bonificación especial mensual por preparación de clases y evaluación equivalente 

al 30% de su remuneración total; asimismo, la segunda parte del citado artículo hace 
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referencia por el desempeño de cargo: El personal directivo y jerárquico, así como el 

personal docente de la administración de la educación, superior incluidos en la 

presente ley perciben además una bonificación adicional por el desempeño del cargo 

y por la preparación de documentos de gestión equivalente al 5% de su remuneración 

total. Las normas son claras al señalar que los profesores tienen derecho a una 

bonificación por preparación de clases y evaluación; sin embargo, dicho beneficio 

nunca se ha cumplido, transgrediendo la irrenunciabilidad de los derechos reconocidos 

por la Constitución y la Ley. 8. Asimismo, precisa que, el derecho a percibir la 

bonificación por preparación de clases y evaluación a nivel Región de Ucayali, ha sido 

reconocido, mediante el Decreto Regional N° 0002-2012-GRU-P de fecha diez de julio 

del dos mil doce, que dispone en su primer artículo: RESTABLECER el pago de la 

bonificaciones y asignaciones que perciben los trabajadores nombrados, contratados y 

pensionistas, docentes y administrativos (...); asimismo en su artículo segundo 

dispone: DISPONER que la Dirección Regional de Educación de Ucayali efectúe el 

reconocimiento de las bonificaciones y asignaciones especiales que perciben los 

trabajadores nombrados, contratados y pensionistas del sector educación (...); siendo 

así, existiendo un expreso mandato de la autoridad regional con respecto a los derechos 

que viene solicitando, se debe declarar Fundada su pedido y se ordene efectuar el 

cálculo de los devengados y la inclusión en su boletas de pago mensual de manera 

permanente. 9. Antes de ir al análisis de fondo, debemos precisar que el Articulo 48º 

de la Ley Nº 24029 – Ley del Profesorado, aprobada el catorce de diciembre de mil 

novecientos ochenta y cuatro, modificada por la Ley Nº 25212 el veinte de mayo de 

mil novecientos noventa, establece: El profesor tiene derecho a percibir una 

bonificación especial mensual por preparación de clases y evaluación equivalente al 
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30% de su remuneración total (…); norma que es corroborada en su Reglamento 

aprobado por el Decreto Supremo N° 019-90-ED del veintinueve de junio de mil 

novecientos noventa, cuyo artículo 208°, inciso b) precisa: Los profesores del Área de 

la Docencia y del Área de Administración de la Educación tienen derecho a que se les 

otorgue de oficio lo siguiente: (…) b) Las bonificaciones diferencial, refrigerio y 

movilidad, por preparación de clases y evaluación, por desempeño del cargo, y el 

Artículo 210°: El profesor tiene derecho a percibir una bonificación especial mensual 

por preparación de clases y evaluación equivalente al 30% de su remuneración total; 

siendo que en la segunda parte de dicho articulado establece que El personal directivo 

y jerárquico, así como el personal docente de la administración de la educación, 

superior incluidos en la presente ley perciben además una bonificación adicional por 

el desempeño del cargo y por la preparación de documentos de gestión equivalente al 

5% de su remuneración total. 10. Respecto de la terminología de "remuneración total", 

el Decreto Supremo N° 051-91- PCM, en su Artículo 9°, prescribe: Las 

Bonificaciones, beneficios y demás conceptos remunerativos que perciben los 

funcionarios públicos, directivos, servidores otorgado en base al sueldo, remuneración 

o ingreso total, serán calculados en base a la remuneración total permanente (…); en 

el mismo criterio, la Directiva N° 003-2007-EF, Directiva para Ejecución 

Presupuestaria y Anexos por Nivel de Gobierno Nacional, Regional y Local, Artículo 

6.3, numeral C.1, señala: Cuando se trate de gastos variables y ocasionales vinculados 

a lo dispuesto en los Artículos 8° y 9° del Decreto Supremo N° 051-91-PCM, de fecha 

06 de marzo de 1991, la determinación de las bonificaciones, beneficios y demás 

conceptos remunerativos (tales como la asignación por 25 y 30 años de servicios, 

subsidio por fallecimiento y gastos de sepelio y luto, vacaciones truncas, entre otros), 
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que perciben los funcionarios públicos, directivos y servidores, otorgados en base al 

sueldo, remuneración o ingreso total son calculados en función a la Remuneración 

Total Permanente. 11. Es así que se advierte un conflicto de normas jurídicas: por un 

lado está la Ley del Profesorado Nº 24029 y su Reglamento, que establecen el pago de 

la Bonificación Especial por Preparación de Clases y Evaluación equivalente al 30% 

de la remuneración total; y por otro lado están el Decreto Supremo N° 051-91- PCM, 

y la Directiva N° 003-2007-EF, de data posterior a la pr imera, y que para el pago de 

los mismos beneficios establece se liquiden en base a la remuneración total 

permanente; conflicto que es resuelto por la Constitución Política del Perú conforme 

lo prevé el artículo 51° que precisa: La Constitución prevalece sobre toda norma legal; 

la ley, sobre las normas de inferior jerarquía, y así sucesivamente (…); sobre el 

particular, también es aplicable la Carta Magna que en su artículo 103° pr ecisa: (…) 

La ley, desde su entrada en vigencia, se aplica a las consecuencias de las relaciones y 

situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivos; salvo, en 

ambos supuestos, en materia penal cuando favorece al reo. La ley se deroga sólo por 

otra ley. También queda sin efecto por sentencia que declara su inconstitucionalidad 

(…). 12. Al respecto, la Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria 

de la Corte Suprema en la Casación Nro. 6871-2013 de fecha veintitrés de abril del 

dos mil quince, se ha pronunciado sobre el particular y ha resuelto (...) 3. DECLARAR 

que el criterio establecido en considerando DECIMO TERCERO de la presenten 

sentencia, constituye precedente judicial vinculante conforme al artículo 37° del Texto 

Único Ordenado de la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo, 

aprobado por Decreto Supremo N° 013-2008-JUS. , considerando que textualmente 

precisa que: Décimo Tercero: Precedente Judicial respecto a la aplicación de la norma 
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pertinente para el cálculo de la Bonificación Especial por preparación de Clases y 

Evaluación.-- Esta Sala Suprema, teniendo en cuenta los fundamentos expuestos, 

establece como precedente judicial vinculante de carácter obligatorio el criterio 

jurisprudencia siguiente: "Para determinar la base de cálculo de la Bonificación 

Especial por preparación de clases y evaluación, se deberá tener en cuenta la 

remuneración total o íntegra establecida en el artículo 48° de la Ley N ° 24029, Ley 

del Profesorado, modificado por la Ley N° 25212 y no la remuneración total 

permanente prevista en el artículo 10° del Decreto Supremo N° 051-91-PCM. 13. En 

igual forma, el artículo 48° de la Ley N° 24029, modificado por el artículo 1° de la 

Ley Nº 25212, precisa en su segundo párrafo que El Personal Directivo y Jerárquico, 

así como el Personal Docente de la Administración de Educación, así como el Personal 

Docente de Educación Superior incluidos en la presente ley, perciben, además, una 

bonificación adicional por el desempeño del cargo y por la preparación de documentos 

de gestión equivalente al 5% de su remuneración total, concordante con el segundo 

párrafo del D.S. Nro. 019-90-ED, Reglamento de la Ley del Profesorado, que establece 

que El personal directivo o Jerárquico, así como el personal docente de la 

Administración de la Educación, y el personal docente de Educación Superior, 

perciben además una bonificación adicional por el desempeño del cargo y por la 

preparación de documentos de gestión equivalente al 5% de su remuneración total; por 

lo que la pretensión respecto de esta Bonificación Especial por Desempeño de Cargo, 

resulta atendible en el mismo sentido que el anterior beneficio. 14. Asimismo, 

conforme al artículo 103° de la carta mag na, que precisa que la ley se aplica, desde su 

entrada en vigencia, a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas 

existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivo; el reconocimiento del pago de la 
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bonificación por preparación de clases y evaluación, debe ser calculado solo hasta el 

veinticinco de noviembre del dos mil doce, para su reconocimiento por devengados, 

teniendo en cuenta que a partir del veintiséis de noviembre del dos mil doce, se 

implementa lo dispuesto por la Ley N° 29944, Ley de Reforma Magisterial, la cual 

considera en un solo concepto la remuneración íntegra mensual-RIM2 (artículo 56 de 

la Ley N° 29944); consideraciones que tuvo la Juez de la causa al momento de resolver. 

15. Dicho esto, se tiene precisado que el pago de la Bonificación Especial por 

Preparación de Clases y Evaluación equivalente al 30% y la Bonificación Especial por 

Desempeño de Cargo equivalente al 5%, se otorga en base a la remuneración total o 

integra. Por otro lado, respecto a que el Gobierno Regional de Ucayali no es parte 

procesal ni menor aún la entidad obligada a emitir la resolución que corresponda, se 

debe precisar que la Resolución Ejecutiva Regional N° 0752-2015-G RU-GR de fecha 

once de setiembre de dos mil quince, de la cual se pretende su nulidad ha sido emitida 

por el Gobierno Regional de Ucayali, por lo que los agravios esgrimidos por el 

recurrente deben ser desestimadas, debiendo confirmarse la sentencia venida en grado. 

II. DECISIÓN : Fundamentos por los cuales la Sala Superior Especializada en lo Civil 

y Afines de la Corte Superior de Justicia de Ucayali, RESUELVE: CONFIRMAR la 

resolución número diez, que contiene la Sentencia N° 426-2017-1°JT-CSJUC/MCC 

fecha 17 de Noviembre de 2017, obrante a folios doscientos cincuenta y nueve a 

doscientos setenta, que Resuelve en el extremo que Declara FUNDADA EN PARTE 

la demanda interpuesta por BARBOSA FERREIRA FRANCISCA contra la 

DIRECCIÓN REGIONAL DE EDUCACIÓN DE UCAYALI y GOBIERNO 

REGIONAL DE UCAYALI, con citación al Procurador Público del Gobierno 

Regional sobre Proceso Contencioso Administrativo, y en consecuencia, se declara: 1. 
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Nula la Resolución por Denegatoria Ficta de la Dirección Regional de Educación de 

Ucayali-DREU; 2. Nula la Resolución Ejecutiva Regional N° 0752-2015-GRU-GR de 

fecha once de setiembre de dos mil quince; 3. ORDENA que la entidad demandada 

Dirección Regional de Educación de Ucayali y el Gobierno Regional de Ucayali, emita 

nueva resolución reconociendo y disponiendo a favor de la demandante el reintegro de 

la Bonificación Especial Mensual por Preparación de Clases y Evaluación equivalente 

al 30% y 5% por desempeño de cargo en base a la Remuneración Total correspondiente 

desde 1991 y hasta antes de la entrada en vigencia de la Ley 29244, en el plazo de 

treinta días, con lo demás que contiene. Notifíquese. 
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ANEXO 5: Matriz de consistencia lógica 

TÍTULO 

Calidad de las sentencias sobre nulidad de acto administrativo expediente 

N°00631-2015-0-2402-JR-LA-01,  Distrito Judicial de Ucayali, 2018  

 PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN OBJETIVO DE INVESTIGACIÓN 

  
  
G

E
N

E
R

A
L

  

¿Cuál es la calidad de las sentencias de primera 

y segunda instancia sobre nulidad de acto 

administrativo en proceso contencioso 

administrativo, según los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales 

pertinentes, en el expediente N°00631-2015-0-

2402-JR-LA-01, DEL Distrito Judicial de 

Ucayali, Coronel Portillo 2018 

Determinar la calidad de las sentencias de 

primera y segunda instancia sobre nulidad de 

acto administrativo en el proceso contencioso 

administrativo, según los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales 

pertinentes, en el expediente N°00631-2015-0-

2402-JR-LA-01, de Distrito Judicial de Ucayali, 

Coronel Portillo 2018 

  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  
  

E
  
S

  
P

  
E

  
C

  
I 

 F
  
I 

 C
  
O

  
S

 

Sub problemas de investigación /problemas 

específicos 

( no se escriben en el proyecto de tesis, ni en la 

tesis) sólo se ha efectuado para facilitar la 

elaboración de los objetivos específicos 

Objetivos específicos  

 

( son actividades necesarias para alcanzar el 

objetivo general) 

Respecto de la sentencia de primera instancia Respecto de la sentencia de primera instancia 

¿Cuál es la calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de primera instancia, con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes? 

Determinar la calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de primera instancia, con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes. 

¿Cuál es la calidad de la parte considerativa de 

la sentencia de primera instancia, con énfasis en 

la motivación de los hechos y el derecho? 

Determinar la calidad de la parte considerativa 

de la sentencia de primera instancia, con énfasis 

en la motivación de los hechos y el derecho. 

¿Cuál es la calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de primera instancia, con énfasis en la 

aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión? 

Determinar la calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de primera instancia, con énfasis en la 

aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión. 

Respecto de la sentencia de segunda instancia Respecto de la sentencia de segunda instancia 

¿Cuál es la calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de segunda instancia, con énfasis en la 

introducción y las postura de la partes? 

Determinar la calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de segunda instancia, con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes. 

¿Cuál es la calidad de la parte considerativa de 

la sentencia de segunda instancia, con énfasis en 

la motivación de los hechos y el derecho? 

Determinar la calidad de la parte considerativa 

de la sentencia de segunda instancia, con énfasis 

en la motivación de los hechos y el derecho. 

¿Cuál es la calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de segunda instancia, con énfasis en la 

aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión? 

Determinar la calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de segunda instancia, con énfasis en la 

aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión. 

 

 

 


